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Presentación

La Revista Universitaria de Derechos Humanos y 
Cultura de la Paz del Centro Universitario del Sur de 

la Universidad de Guadalajara Eleutheria, es una 
publicación científica semestral de reciente creación que 
recibe aportaciones de investigadores e investigadoras, 
estudiantes y egresados vinculados a la Maestría en 
Derecho, el Doctorado en Derechos Humanos y el Doctorado 
en Desarrollo Humano, Educación e Interculturalidad. 

En el presente número se han recibido aportes de que 
abordan temas como la protección de datos personales, 
actos de misoginia en el estado de Jalisco, el fortalecimiento 
del sistema de procuración y administración de justicia 
desde la aplicación de los masC, la criminología como 
disciplina auxiliar, derecho ambiental con un enfoque 
académico, la constitucionalidad de la prescripción en la 
designación de beneficiarios, la tutoría académica como 
mecanismo de fortalecimiento y en relación a los derechos 
humanos después de la muerte. 

El comité editorial y científico de la Revista 
Universitaria de Derechos Humanos y Cultura para la 
Paz trabajan permanentemente para lograr posicionarla 
como un referente académico y científico a nivel nacional  
e internacional  y para ello se atiende a los criterios 
y lineamientos de revisión y evaluación mediante la 
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técnica de pares ciegos, de igual manera se cuida que las 
colaboraciones y aportaciones sean inmediatas y cumplan 
con los porcentajes de auténticas  y coincidencias que se 
han definido como permitidas. 

Nuevamente se agradece la confianza y colaboración 
de nuestros autores y autoras, así como de las Autoridades 
de la Universidad de Guadalajara, del Centro Universitario 
del Sur Universitarias, la Coordinación del Doctorado en 
Derechos Humanos, del Doctorado en Desarrollo Huma-
no, Educación e Interculturalidad, la Maestría en Derecho 
y Comité Científico Internacional y Nacional que hacen 
posible y dan vida a la Revista Universitaria de Derechos 
Humanos y Cultura de la Paz, Eleutheria.

Dr. José Cruz GUzmán díaz 
Director 

Dra. Lorena martínez martínez 
Subdirectora 
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Recibido: 6 de agosto de 2024 | Aceptado: 12 de noviembre de 2024

Protección de datos personales en 
posesión de sujetos obligados, estudio de 

caso: plataforma digital sector salud
Protection of personal data held by regulated entities, case study: digi-

tal platform for the health sector

Karla de Jesús díaz santana1

Resumen
Las dependencias con la finalidad de acercar los servicios públicos a la 

población han hecho uso de plataformas digitales, lo que trae consigo tráfico 
de datos personales, al respecto la Ley General de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de Sujetos Obligados establece elementos mínimos que 
deberán contener los avisos de privacidad, para con ello proteger el derecho 
a la protección de datos personales de los usuarios de plataformas digitales. 
A partir de ello se planteó como objetivo contrastar elementos establecidos 
en dicha ley y los contenidos en los avisos de privacidad simplificado e in-
tegral de una plataforma digital del sector salud a través de una matriz de 
análisis de avisos de privacidad como instrumento. Entre las conclusiones se 
encuentra que la plataforma digital analizada no muestra el aviso de priva-
cidad al momento que el usuario llena el formulario de inicio de sesión, así 
como no solicita el consentimiento del usuario para el tratamiento de sus 
datos personales. 

Abstract
In order to bring public services closer to the population, agencies have 

made use of digital platforms, which brings with it personal data traffic. 
In this regard, the General Law for the Protection of Personal Data in Pos-
session of Obligated Subjects (lGpdppso) establishes minimum elements that 
privacy notices must contain, in order to protect the right to personal data 
protection of users of digital platforms. Based on this, the objective was 
to contrast elements established in the lGpdppso and those contained in the 
simplified and comprehensive privacy notices of a digital platform of the 
health sector through an analysis matrix of privacy notices as an instrument. 

1  Maestra en Derecho y estudiante del Doctorado en Derechos Humanos del Centro Universi-
tario del Sur de la Universidad de Guadalajara. Ciudad Guzmán, Jalisco, México, karlajds@
gmail.com, https://orcid.org/0000-0003-0789-7482

https://orcid.org/0000-0003-0789-7482
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Among the conclusions is that the digital platform analyzed does not show 
the privacy notice when the user fills out the login form, and does not re-
quest the user’s consent for the processing of his or her personal data.

Palabras clave
Protección de datos personales, sujetos obligados, plataforma digital, 

sector salud. 
Keywords

Personal data protection, regulated entities, digital platform, health sector.

Introducción
Para la utilización de cualquier servicio se pone a disposición de los usua-
rios un aviso de privacidad, el cual informa a los usuarios sobre la forma 
en la que se tratarán sus datos y los derechos que tienen respecto de los 
mismos. Con el alza en la utilización de las plataformas digitales (pd) ha 
aumentado la exposición de datos personales (dp) por parte de los usua-
rios y con ello la incertidumbre sobre cómo son tratados sus dp. De acuer-
do a la Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de 
la Información en los Hogares (endUtih) 2022 del Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (ineGi, 2024), del año 2021 al 2022 aumentó en 
un 3% los usuarios de internet en México, pasando de 75.6% en 2021 a 
78.6% en 2022 (Ver figura 1).

Los datos que anteceden son una muestra del aumento de usuarios 
de internet en México, y con ello el interés por estudiar la seguridad 
de las pd ha originado la realización de diversos estudios que analizan 
la forma en la que se protegen los dp de los usuarios las pd en México. 
Recientemente Rosa (2021) realizó un estudió en el cual analizó la segu-
ridad de los dp de usuarios de aplicaciones digitales educativas, encontró 
que las plataformas educativas utilizadas por estudiantes universitarios 
carecían de protección suficiente. 

Su investigación se basó en las opiniones que tienen los alumnos so-
bre las herramientas digitales, el uso que los alumnos hacen de dichas 
herramientas, y su conocimiento sobre la protección que deberían de 
tener respecto de cuidar su información personal. También analizó di-
versas plataformas digitales buscando si compartían información con 
terceros, si requieren el consentimiento de los usuarios para la trans-
ferencia de datos, la responsabilidad de los datos en quien recae y si 
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las herramientas digitales protegen los 
datos de las personas menores de edad 
(Rosa, 2021). 

De igual manera Díaz (2023) reali-
zó un estudio por medio del cual anali-
zó avisos de privacidad (ap) de tres pd 
(interacción social, comercio y educati-
va), utilizando una matriz de análisis de 
ap, mediante la cual concluyó que las pd 
analizadas no cumplían con los elemen-
tos mínimos establecidos en la Ley Fe-
deral de Protección de Datos Personales 
en Posesión de los Particulares (lfpdppp). 

El objetivo de este documento es analizar los avisos de privacidad 
simplificado e integral de una plataforma digital del sector salud, toman-
do en consideración los elementos mínimos establecidos en los artículos 
21, 25, 26, 27 y 28 de la Ley General de Protección de Datos en Posesión 
de Sujetos Obligados. Para ello, este documento se dividirá en varios 
apartados: el primero de ellos será la introducción; el segundo consis-
tirá en la revisión de literatura; el tercero consistirá en la descripción 
del material y métodos; el cuarto describe los resultados, el cual estará 
compuesto por la presentación de un estudio de caso de una plataforma 
digital del sector salud, su instrumento, el sujeto de estudio y los resul-
tados del análisis del aviso de privacidad simplificado e integral de la 
plataforma digital del sector salud; el quinto apartado agrega una breve 
discusión y el sexto apartado presenta las conclusiones del presente ar-
tículo. 

Revisión de literatura
La privacidad de las personas ha sido objeto de estudio por parte de los 
juristas sobre todo ante el acelerado desarrollo de la información y fun-
damentalmente de los medios de comunicación. No solo es importante su 
estudio desde el punto de vista jurídico, también es importante estudiar 
la privacidad de las personas desde las ciencias sociales, ya que el ser hu-
mano, es real, parte de un conjunto de necesidades, pasiones y defectos, 
es de carne y de hueso, con cuerpo y alma. El ser humano es parte central 

Figura 1. Usuarios de internet en 
México 2021-2022

Nota: elaboración propia a partir del ineGi.

%

79

78

77

76

75

74
2021 2022



10

\ revista universitaria de derechos humanos y cultura de la pazeleutheria

de un entorno que le rodea, por lo que se deben de cuidar su entorno y 
las esferas en las que se desarrolla (Nerson; 1961, Linares et al., 2016). 

Ante este escenario en México se buscó proteger el derecho a la pri-
vacidad, y es por ello que el derecho a la protección de datos personales 
(dpdp) se encuentra reconocido en el artículo 16 constitucional, así como 
con la creación de diversas leyes que ha buscado proteger el derecho hu-
mano a la privacidad, a la intimidad o como es conocido en México a la 
protección dp, haciendo uso del aviso de privacidad; el cual es un meca-
nismo por medio del cual el responsable de resguardar los mismos, pone 
a disposición de la persona titular de la información un documento por 
medio del cual le informa sobre la información que será resguardada, 
las finalidades del tratamiento, así como los medios y los mecanismo por 
los cuales la persona titular podrá hacer uso de sus derechos de acceso, 
rectificación, cancelación u oposición, mejor conocidos como derechos 
arCo (Instituto de Acceso  a la Información Pública para el Estado de 
Guanajuato, 2024).

Con el desarrollo de las tecnologías y el acercamiento de las institu-
ciones públicas a los ciudadanos a través de los medios digitales, se hizo 
necesario poner a disposición de las personas los ap en las pd, ya que las 
mismas para funcionar resguardan información personal, en el caso de 
las instituciones públicas, las mismas resguardan dp como: nombre com-
pleto, Clave Única de Registro de Población (CUrp), Registro Federal de 
Contribuyente (rfC), edad, sexo, orientación sexual, domicilio, solo por 
mencionar algunos. Algunos dentro de la clasificación de “sensibles”. De 
tal manera que, en la revisión de literatura se identifica un vínculo entre 
derechos humanos, la protección de los dp, su relación con otros dere-
chos y la dignidad de las personas al coincidir que la protección del dpdp 
contribuye a proteger la privacidad y dignidad de la persona. 

Material y métodos
La presente investigación fue de enfoque cualitativo descriptivo dado 
que se realizó una revisión de literatura con la finalidad de conocer lo 
que otros autores conocen sobre el tema (Pérez Serrano, 2002), así mis-
mo se empleó la revisión de literatura narrativa, la cual tiene como fina-
lidad recopilar información y proporcionar un resumen sobre un tema en 
específico (Aguilera, 2014).
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Para la revisión de literatura se consultaron las bases de datos de 
Google académico, Redalyc, Scielo, Ebsco y aquellas del INEGI, donde 
se utilizaron las palabras clave: Ley General de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de Sujetos Obligados, aviso de privacidad, derecho 
a la privacidad, protección de datos personales, instituciones públicas, 
estudio de caso, plataforma digital y sector salud. En la realización de las 
búsquedas se utilizaron los operadores booleanos AND y comillas (“”), 
con la finalidad de filtrar los resultados obtenidos, así mismo también se 
buscó que la búsqueda fuera en un periodo de tiempo del 2014-2024 y 
que el título y el resumen enunciarán dos o más de las palabras clave. 

Como técnica de recolección de datos también se utilizó una ma-
triz de análisis que de acuerdo a Hurtado (2020), son instrumentos que 
permiten organizar categorías que sirven para explorar aspectos poco 
conocidos de un tema, a través de este instrumento se puede analizar 
un documento o una situación. Lo cual permitió revisar la situación que 
guarda el aviso de privacidad de una plataforma digital del sector salud, 
respecto de los requisitos previstos en la Ley General de Protección de 
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados (lGpdppso) y con ello 
ver si garantizan el derecho humano a la protección de datos personales 
de los usuarios de una plataforma digital del sector salud, así como las 
áreas de oportunidad que permita que las pd gubernamentales garanti-
cen el dpdp.

Por último, es importante señalar que el autor del presente capítulo 
manifiesta que no existe ningún conflicto de interés ni de principios éti-
cos al realizar la presente investigación, así como que en todo momento 
se respetó la propiedad intelectual y los derechos de autor de los autores 
consultados a través de citas y referencias utilizando las normas de la 
Asociación Americana de Psicología (apa, 2019) en su séptima edición 
(Garcia, 2015; Abad, 2016). 

Resultados
Estudio de caso: plataforma digital del sector salud
Para proteger los derechos de los usuarios de pd, y en especial el dpdp 
cuando navegan por internet, la herramienta utilizada para dicho fin 
son los ap, documentos que han sido diseñados con la finalidad de poner 
a disposición de los usuarios la información necesaria que les permitan 
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saber cómo serán tratados sus dp, cuáles son sus derechos y cómo pueden 
reclamarlos (lGpdppso, 2024). 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 27 de la lGpdppso el aviso 
de privacidad que se debe de aplicar a las pd es el aviso de privacidad 
simplificado, el cual debe de contener ciertos requisitos o elementos esta-
blecidos en el artículo 27 de la lGpdppso. De igual manera el artículo 27 de 
la lGpdppso menciona que el aviso de privacidad simplificado tendrá que 
contener el sitio dónde se podrá consultar el aviso de privacidad integral, 
para el cual la lGpdppso establece sus elementos mínimos en su artículo 
28. Si bien Díaz (2023) realizó una investigación que arrojó resultados 
referentes a si los ap de 3 pd (educativa, interacción social y comercio) 
cumplían con los elementos mínimos establecidos en la lfpdppp, y el mis-
mo arrojó como resultado que las pd analizadas incumplían con la ma-
yoría de los elementos mínimos establecidos en la legislación, su análisis 
solo se enfocó en los dp en posesión de los particulares. 

Pero la digitalización se aplica no solo a las pd de los particulares, 
también las dependencias públicas hacen uso de las mismas, por lo que se 
consideró pertinente realizar una revisión de los ap simplificado e integral 
de una plataforma digital del sector salud y con ello analizar si se protege 
a los usuarios de estas respecto de su dpdp establecido en la constitución 
en su artículo 16. Por lo que en los siguientes apartados encontraremos 
explicado cual fue el instrumento utilizado para realizar el análisis, cuáles 
fueron los sujetos de estudio y cuáles fueron los hallazgos encontrados. 

Instrumento
El instrumento utilizado en la presente investigación es una matriz 

de análisis adaptada a la que desarrolló Díaz (2023) para analizar tres 
ap de pd en posesión de particulares  (uno educativo, uno de interacción 
social y uno de comercio), para realizar la matriz de análisis Díaz (2023) 
se basó en lo que establece la Ley Federal de Protección de Datos Perso-
nales en Posesión de los Particulares, específicamente a lo establecido en 
sus artículos 9, 10, 16 y 36. En el presente estudio la matriz de análisis 
se basará en lo establecido en la lGpdppso, y se aplicará a ap en posesión 
de sujetos obligados. 

Una vez establecido en qué normativa se basará el instrumento que 
se aplicará al presente estudio, es importante definir que es una ma-
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triz de análisis, para lo que  Hurtado (2020) establece que la matriz de 
análisis es un instrumento que permite organizar categorías que sirven 
para explorar aspectos poco conocidos de un tema, a través de este ins-
trumento se puede analizar un documento o una situación, por lo que se 
considera un instrumento que engloba técnicas de observación por parte 
del investigador y para ello no es necesario la interacción con personas. 

Para la construcción de la presente matriz de análisis, se tomó como 
referencia algunos de los elementos establecidos por Hurtado (2020) 
como son: a) identificar el evento de análisis, b) definir las categorías a 
analizar, c) establecer los parámetros para que se cumpla cada categoría 
a analizar, d) basar las categorías en aspectos formales ya establecidos, 
e) utilizar la matriz en varias variables dentro del mismo tema y f) hacer 
los ajustes que se consideren necesarios. 

Por lo que la matriz de análisis utilizada en la presente investigación 
analizará como evento el aviso de privacidad simplificado e integral de 
una plataforma digital del sector salud, las categorías a analizar son una 
serie de características y elementos establecidos en la lGpdppso en sus ar-
tículos 21, 25, 26, 27 y 28. La matriz de análisis del aviso de privacidad 
se encuentra constituido por 3 partes: la primera parte hace referencia 
a las características que debe contener el aviso de privacidad tomando 
como referencia los artículos 21, 25 y 26 de la lGpdppso, la segunda parte 
hace referencia al contenido del aviso de privacidad simplificado el cual 
tiene su fundamento en el artículo 27 de la lGpdppso; la tercera parte hace 
referencia al contenido del aviso de privacidad integral con fundamento 
al artículo 28 de la lGpdppso. 

Cabe señalar que la matriz de análisis se utilizará en el análisis del 
aviso de privacidad simplificado e integral de una plataforma digital del 
sector salud, con la finalidad de replicar la observación con el mismo 
instrumento de lo observado por Díaz (2023) de los ap en posesión de 
particulares, dentro del mismo tema, pero con diversas variables. Ello 
para observar similitudes y encontrar o evidenciar los elementos en los 
que los ap no cumplen respecto de lo establecido por la lGpdppso.

Sujeto de estudio
Una vez establecido el instrumento utilizado para la presente investi-

gación consistente en una matriz de análisis de ap, es importante descri-
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bir al sujeto de estudio. El sujeto de estudio será el aviso de privacidad 
simplificado e integral de una plataforma digital del sector salud. Por lo 
que a continuación se describirán los criterios por los cuales se eligió a 
la plataforma digital del sector salud, a la cual se le revisará su aviso de 
privacidad simplificado e integral: 

Para elegir cuál dependencia del sector salud se analizará su aviso de 
privacidad simplificado e integral, se realizó una búsqueda que arrojó 
cual es la dependencia con mayor cantidad de derechohabientes o afilia-
dos en México, para lo cual Statista (2024) muestra la distribución de la 
población afiliada a servicios de salud en México en el año 2020, mos-
trando que el Instituto Mexicano del Seguro Social cuenta con el 51% de 
los afiliados, seguido de insabi con el 35,5 % y en tercer puesto tenemos 
al issste con el 8,8% de los afiliados. 

Por su parte el ineGi (2024), en su estudio denominado “Población con 
afiliación a servicios de salud por entidad federativa según institución, 
2020”, que en los Estados Unidos Mexicanos existen 92, 582, 812 afilia-
dos a alguna institución de salud pública, de los cuales 47, 245, 909 se 
encuentran afiliados al Instituto Mexicano del Seguro Social, seguido del 
issste con una cantidad de afiliados de 7, 165, 164, y en tercer puesto el 
issste estatal por la cantidad de 1,041,534 afiliados.

Tomando en consideración la información arrojada por Statista y el 
ineGi, se decidió que la institución pública del sector salud a analizar es 
el Instituto Mexicano del Seguro Social (imss), específicamente el aviso 
de privacidad de su plataforma digital “imss Digital”, que para efectos de 
la presente investigación en adelante será mencionada como plataforma 
digital del sector salud.  

Resultados del análisis del aviso de privacidad simplificado e integral de una 
plataforma digital del sector salud

Para revisar que los ap simplificado e integral de la plataforma digital 
del sector salud elegida cumplan con la primera parte de la matriz de 
análisis que hace referencia a las características de los ap, se procedió 
a descargar la aplicación digital del sector salud en el teléfono celular, 
y una vez instalada en el dispositivo móvil, al ingresar a la aplicación y 
buscar iniciar sesión, el formulario solicita que se ingrese la Clave Única 
de Registro de Población (CUrp) y un correo electrónico. Una vez llena-
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dos estos espacios y al presionar el inicio de sesión la aplicación arroja 
el nombre completo y el número de seguridad social de la persona soli-
citante. 

La aplicación ofrece los siguientes servicios: Cita médica familiar, 
Código infarto, Alta o cambio de clínica, Chkt en línea, Vigencia de de-
rechos, Licencia 140 Bis, Constancia de no derechohabiencia, Revista 
Familia imss, Constancia de semanas cotizadas, Reporte Personalizado de 
Cotización al imss, Registro de discapacidad y Violencia familiar y sexual. 
Si bien la aplicación es accesible y amigable con los usuarios, al momen-
to de iniciar sesión no presentó el aviso de privacidad simplificado, ni 
mostró la opción para que el usuario de la plataforma digital o titular de 
los dp pudiera otorgar su consentimiento. Por lo que no cumple con el 
inciso a) de la primera parte de la matriz de análisis. 

Para continuar con el análisis del aviso de privacidad simplificado e 
integral, se revisó si a través de la plataforma digital se podía tener ac-
ceso a los ap, y en la pestaña de información al acceder a ella, muestra 
varias opciones entre ellas “Aviso de privacidad” al acceder muestra una 
ventana titulada “Política de privacidad y manejo de datos personales” la 
cual no especifica si el aviso de privacidad que se muestra corresponde 
al aviso de privacidad simplificado o integral. Por lo que fue importante 
que se realizará una búsqueda a través de internet para acceder a los ap 
correspondientes, dicha búsqueda se realizó con fecha 25 de agosto de 
2024, por lo que la información de los ap simplificado e integral datan 
de esa fecha. 

Para conocer si se cumplió con el inciso b) de la primera parte de 
la matriz de análisis, referente a que los ap deben estar redactados de 
manera estructurada, clara y sencilla, se encontró que cumplen, ya que 
utilizan un lenguaje sencillo y entendible para los usuarios de la plata-
forma digital. 

Una vez analizada la primera parte de la matriz de análisis, se pro-
cedió a revisar la segunda parte, la cual hace referencia al contenido del 
aviso de privacidad simplificado, encontrándose los resultados siguientes: 

• Cumple con lo referente al inciso a) ya que si menciona quien 
es el responsable del tratamiento de los dp, así como su denomi-
nación. Cumple con lo referente al inciso b) ya que si menciona 
las finalidades del tratamiento de los mismos. Respecto al inciso 
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c) cumple, ya que informa que no se realizarán transferencias 
de estos datos, salvo aquellas que sean necesarias para atender 
requerimientos de información de la autoridad competente. Res-
pecto del inciso d) no cumple, ya que no menciona cuales son los 
mecanismos y medios disponibles por medio del cual el usuario 
pueda manifestar su negativa al tratamiento de sus datos y por 
último respecto de lo establecido en el inciso e) Cumple ya que 
si menciona donde podrá el usuario titular de los dp consultar el 
aviso de privacidad integral.  

En cuanto a la tercera parte de la matriz de análisis, que hace referen-
cia al contenido del aviso de privacidad integral, se encontró lo siguiente:

• Cumple con lo establecido en el inciso a) ya que si se enuncia el 
domicilio del responsable. En cuanto a lo establecido en el inciso 
b) cumple ya que si enlistan los datos considerados sensibles que 
serán tratados. No cumple con lo establecido en el inciso c) ya 
que, si bien enlistan los dp sensibles, no solicitan el consentimien-
to expreso para su tratamiento a través de firma autógrafa, firma 
electrónica o cualquier otro mecanismo de autenticación. Cumple 
parcialmente respecto de lo establecido en el inciso d) ya que, si 
enlista las finalidades del tratamiento de estos, pero no solicita el 
consentimiento del titular de los datos para su tratamiento. Res-
pecto del inciso e) cumple, ya que si menciona los mecanismos, 
medios y procedimientos disponibles para ejercer los derechos 
ARCO. Cumple con el inciso f) ya que si menciona el domicilio de 
la Unidad de Transparencia y por último cumple con el inciso g) 
ya que si menciona los medios a través de los cuales el responsa-
ble comunicará a los titulares los cambios al aviso de privacidad. 

Para dar más claridad respecto de los resultados del análisis del aviso 
de privacidad simplificado e integral de la plataforma digital del sector 
salud (Ver Tabla 1). 
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Tabla 1. Resultados del Análisis del aviso de privacidad simplificado e 
integral de plataforma digital del sector salud
Características de los avisos de privacidad C CP NC
El consentimiento podrá manifestarse de forma expresa o tácita (art. 
21 de la LGPDPPSO).

x

Deberá estar redactado y estructurado de manera clara y sencilla 
(art. 26 de la LGPDPPSO).

x

Contenido del aviso de privacidad simplificado C CP NC
Denominación del responsable. x
Finalidades del tratamiento, distinguiendo aquellas que requieran el 
consentimiento del titular.

x

Cuando se requiera transferencias de datos personales que requieran 
consentimiento se deberá informar: 
Autoridades, poderes, entidades, órganos y organismos gubernamen-
tales de los tres órdenes de gobierno y las personas físicas o morales 
a las que se transfieren los datos personales.

x

Los mecanismos y medios disponibles para que el titular, en su caso, 
pueda manifestar su negativa para el tratamiento de sus datos per-
sonales para las finalidades y transferencias de datos personales que 
requieren el consentimiento del titular.

x

El sitio donde se podrá consultar el aviso de privacidad integral. x
Contenido del aviso de privacidad integral C CP NC
Domicilio del responsable. x
Los datos personales que serán sometidos a tratamiento, identifican-
do aquellos que son sensibles.

x

Tratándose de datos personales sensibles el responsable deberá 
obtener el consentimiento expreso y por escrito del titular para su 
tratamiento, a través de su firma autógrafa, firma electrónica o cual-
quier mecanismo de autenticación.

x

Las finalidades del tratamiento para los cuales se obtienen los datos 
personales, distinguiendo aquellas que requieren el consentimiento 
del titular.

x

Los mecanismos, medios y procedimientos disponibles para ejercer 
los derechos ARCO.

x

El domicilio de la Unidad de Transparencia. x



18

\ revista universitaria de derechos humanos y cultura de la pazeleutheria

Los medios a través de los cuales el responsable comunicará a los 
titulares los cambios al aviso de privacidad.

x

Nota: elaboración propia a partir de los resultados de la matriz de análisis. 

Discusión
A partir de los resultados presentados se coincide con Rosa (2021) ya 
que encontró que las plataformas educativas analizadas, las cuales eran 
las más comúnmente utilizadas por sus estudiantes universitarios care-
cían de protección suficiente para salvaguardar su información personal, 
concluyendo que las pd analizadas vulneran el dpdp de sus estudiantes. 

Además, los resultados presentados a través de la presente investiga-
ción coinciden con Díaz (2023), ya que, al analizar los ap de 3 pd (una 
educativa, una de comercio y una de interacción social), encontró que no 
cumplían con los elementos mínimos establecidos en la Ley Federal de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Particulares, vulnerando 
así el dpdp de los usuarios de pd en México.

Por su parte, Díaz y Gómez (2023), consideran que el aviso de privaci-
dad por sus características puede considerarse como un contrato de adhe-
sión y por ende es posible aplicar las mismas reglas de protección que se 
aplican a los contratos de adhesión a través de la Comisión Nacional para 
la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Condu-
sef), así como por la Procuraduría Federal del Consumidor (profeCo), a 
través de registros públicos que buscan que los contratos no contengan 
cláusulas abusivas, así como que las mismas no puedan variar con el tiem-
po, sin el consentimiento del adherente. Respecto de este tema Echeverri 
(2011) abunda respecto de las cláusulas abusivas en los contratos de ad-
hesión de consumidores, de manera más específica la autora realiza un 
estudio sobre el control de cláusulas abusivas y expone las repercusiones 
de la existencia de cláusulas abusivas para los consumidores así como los 
diversos mecanismos de protección existentes en Colombia. 

Si bien la presente investigación, la cual consistió en la revisión del 
aviso de privacidad simplificado e integral de una plataforma digital del 
sector salud, y la cual obtuvo como resultado que la plataforma digital 
analizada, cumple con la mayoría de los elementos, es de importancia 
considerar que la misma  no solicitó el consentimiento del titular de la 
información personal al momento que solicitó sus dp. De igual forma si 
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bien si establece el aviso de privacidad integral un enlace por medio del 
cual los usuarios pueden revisar si existe algún cambio en el aviso de 
privacidad, es importante considerar que es obligación de la dependen-
cia publica, notificar al titular de la información personal de cualquier 
cambio que se realice al aviso de privacidad y de ser necesario recabar 
su consentimiento.

Es por ello que la presente investigación y las realizadas por Rosa 
(2021), Díaz (2023), Díaz y Gómez (2023), así como por Echeverri 
(2011),  arrojan que las tecnologías han avanzado a pasos agigantados, 
pero la normatividad en la materia aún con los esfuerzos realizados, no 
han logrado encontrar un punto de equilibrio que permita proteger a 
los usuarios de pd o aplicaciones móviles, sin importar que los dp estén 
en resguardo de particulares o de sujetos obligados, lo cual sugiere la 
importancia de redoblar esfuerzos por mantener seguros los dp de los 
usuarios de estas en México para con ello evitar la vulneración de diver-
sos derechos humanos entre ellos el dpdp, al libre desarrollo de la perso-
nalidad, y la dignidad humana, por mencionar algunos.  

Conclusiones
La utilización de las pd han facilitado a las dependencias públicas el acer-
camiento a los ciudadanos de los servicios que ofrece el estado, por lo 
que la mayoría de las dependencias hacen uso de estas, el sector salud 
no ha sido la excepción, ya que para que las personas puedan agendar 
sus citas rápidamente, así como acceder a los diversos servicios que se 
ofrecen, las pd solicitan información como son Clave Única de Registro 
de Población (CUrp), nombre, edad, sexo, domicilio, teléfono, entre otros 
datos de carácter personal. 

De lo anterior es importante señalar que al ser algo relativamente 
nuevo, aún no se ha podido controlar la manera en la que se comparten 
y protegen los datos personales de los ciudadanos. Aunque la lGpdppso ha 
buscado con sus lineamientos proteger a los usuarios de pd a través de 
los ap, como un documento que se cerciora de que los usuarios de ellas 
tengan a su alcance la información de cómo serán tratados sus DP, los 
alcances de dar su consentimiento y los mecanismos que tendrán a su 
alcance para poder hacer valer sus derechos arCo (Acceso, Rectificación, 
Cancelación y Oposición).
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Como hemos podido ver en los resultados del análisis de los ap simpli-
ficado e integral de una plataforma digital del sector salud, la plataforma 
digital analizada cumplía con la mayoría de los elementos establecidos 
en los artículos 21, 25, 26, 27, y 28 de la lGpdppso, sin embargo, no mos-
traban el aviso de privacidad al momento en que los usuarios de la pla-
taforma digital creaban una cuenta, ni pedían su consentimiento para el 
tratamiento de sus datos.  Lo que deja en entredicho que realmente los 
dp de los usuarios sean protegidos, esto porque al no existir el consenti-
miento por parte del usuario y no tener conocimiento del aviso de priva-
cidad, desconocen el tratamiento que darán a su información personal, 
así como sus derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición y 
ante qué autoridad pueden reclamar sus derechos.

Lo anterior ha sido una pequeña muestra, de que es importante que 
se busquen mecanismos de prevención que protejan a los usuarios de pd, 
que realmente los ap privacidad de las pd de las dependencias públicas 
cuenten con los elementos mínimos necesarios acorde a la lGpdppso, y que 
las personas puedan tener la certeza de que a sus dp se les está dando el 
tratamiento adecuado, que evite que se vulneren sus derechos, ya que la 
violación al dpdp, y el mal uso de los datos, puede derivar en la comisión 
de múltiples delitos cibernéticos, como son robo de identidad, robo a 
tarjetas, entre otros. Por lo que la presente investigación, abre la posibi-
lidad a futuros trabajos de investigación que busquen dar claridad a la 
forma en la que se protegen los estos datos de los usuarios de pd y con 
ello proponer posibles soluciones. 
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Actos de misoginia en el Estado de Jalisco: 
su tipificación como delito penal para la 

prevención de la violencia extrema
Acts of misogyny in the State of Jalisco: its classification as a criminal 

offense for the prevention of extreme violence

María rubí Chávez Chávez1

tahalía esMeralda aCeves Fuentes2

Resumen
La misoginia se relaciona notoriamente con los delitos de violencia con-

tra la mujer, conducta relacionada con el delito de feminicidio, por lo que 
esta investigación tiene como objetivo visibilizar este fenómeno social me-
diante una reflexión crítica y como una posible prevención de los feminici-
dios, objetivando la misoginia para configurarla en una figura autónoma de 
delito punitivo. La presente investigación, de carácter cualitativo, no experi-
mental, se desarrolló con un método de análisis documental, obteniendo en 
cuanto a los principales resultados que se constituyen en agravios a los de-
rechos, las libertades fundamentales y de la dignidad humana; la misoginia 
surge en las relaciones de poder desigual, estas conductas se van aprendien-
do en el tiempo a través de la sociedad y la cultura, es una actitud negativa 
y nociva que ejerce un individuo contra una mujer, por lo cual resulta ser 
necesario emplear una mayor rigurosidad en la normatividad penal, para 
garantizar la protección de los derechos de las mujeres y erradicar paradig-
mas y estereotipos nocivos para el género femenino.

Abstract
Misogyny is notoriously related to crimes of violence against women, 

conduct related to the crime of femicide, so this research aims to make this 
social phenomenon visible through a critical reflection and as a possible 
prevention of femicides, objectifying misogyny to configure it in an autono-
mous figure of punitive crime. The present research, of a qualitative, non-ex-
perimental nature, was developed with a documentary analysis method, ob-
taining the main results that constitute offenses against rights, fundamental 

1  Abogada. Centro Universitario del Sur de la Universidad de Guadalajara. Correo electrónico: 
mar24.10ch@gmail.com ORCID 0009-0008-8315-0317

2  Abogada postulante. Centro Universitario del Sur de la Universidad de Guadalajara. Correo 
electrónico: tahalia.aceves8477@alumnos.udg.mx.ORCID 0009-0002-4450-2654 

Recibido: 25 de octubre de 2024 | Aceptado: 12 de noviembre de 2024

mailto:mar24.10ch@gmail.com
mailto:tahalia.aceves8477@alumnos.udg.mx.ORCID


24

\ revista universitaria de derechos humanos y cultura de la pazeleutheria

freedoms and human dignity; misogyny arises in unequal power relations, 
these behaviors are learned over time through society and culture, it is a 
negative and harmful attitude exercised by an individual against a woman, 
so it is necessary to employ greater rigor in criminal law, to ensure the pro-
tection of women’s rights and eradicate paradigms and stereotypes harmful 
to the female gender.

Palabras clave
Misoginia, sexo, violencia, género, feminicidio. 

Keywords
Misogyny, sex, violence, gender, femicide.

Introducción
La palabra género y la palabra sexo, suelen usarse popularmente como 
sinónimos una de la otra, por lo que resulta necesario diferenciarlas y 
contextualizarlas para que sea entendible la problemática social que his-
tórica y culturalmente han vivido, sentido y sufrido las mujeres y niñas 
en su entorno social, dentro del núcleo familiar y los vínculos afectivos y 
laborales que pueden surgir con base a las diferentes fases de desarrollo 
de la vida humana, así como en entornos públicos, ante personas ajenas 
a su ámbito social, es decir, cualquier persona extraña puede vulnerar la 
dignidad de las mujeres y las niñas.

Autores clásicos como Lamas (2000), han conceptualizado la dife-
rencia entre género y sexo, asignando al primero como un conjunto de 
prácticas, creencias, roles sociales que realiza un grupo humano en ra-
zón de una función simbólica de la diferencia entre hombres y mujeres, 
mientras que la palabra sexo se atribuye únicamente a la parte biológica.    

Por lo que hablar sobre violencia de género, Alonso (2021), en su 
tesis titulada “la persistencia de mujeres en relaciones de violencia de 
género desde las teorizaciones del psicoanálisis, del cognitivismo, y de 
las neurociencias en los últimos veinte años. Posibles consecuencias psi-
copatológicas de dicha persistencia” refiere que se trata de una conducta 
psicológica entre víctimas y victimarios, pero que la violencia no tiene 
que ver propiamente con el género pues este engloba tanto hombres 
como mujeres. 

Por su parte la ops ha definido como violencia contra la mujer todos 
aquellos actos perpetrados en contra de la mujer, únicamente por ser 
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mujer, por lo cual ha sido considerada como una forma extrema de des-
igualdad de género, por lo que representa un problema de salud pública 
que afecta a miles de mujeres en todo el mundo; en la Región de las 
Américas una de cada tres mujeres ha sido víctima en algún momento de 
su vida de violencia por un compañero intimo o violencia sexual por un 
tercero (ops, 2015).

A nivel nacional de acuerdo con la Encuesta Nacional sobre la diná-
mica de las relaciones en los hogares (endireh, 2021) con respecto al año 
2016 frente al resultado del año 2021, se mostró un incremento del 4% 
en violencia contra las mujeres a lo largo de su vida, de aquí la relevancia 
social del presente estudio.

Al ser una problemática social,  los estudios han mostrado que la vio-
lencia contra la mujer surge dentro de un círculo íntimo como lo es el nú-
cleo familiar, las relaciones de amistad y de trabajo, o por cualquier otra 
persona ajena a su entorno inmediato, por lo que la Violencia en Contra 
de Mujeres y Niñas (vCmn), hace notoria la misoginia en los delitos rela-
cionados con violencia hacia el género femenino y que en ocasiones se 
desencadena en violencia extrema, dando lugar el feminicidio.

La relevancia jurídica de esta investigación tiene su fundamento ju-
rídico en lo señalado en el artículo 1° de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (CpeUm), toda vez que señala que queda prohi-
bida toda forma de discriminación que atente contra la dignidad humana 
y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos o libertades de las 
personas, aunada a la responsabilidad que tiene todas las autoridades 
de proteger, promover, respetar y garantizar los derechos humanos y en 
consecuencia la obligación del Estado de prevenir, investigar, sancionar y 
reparar las violaciones a los mismos.

La finalidad de este artículo es visibilizar mediante una reflexión crí-
tica, lo potencialmente posible de la prevención del delito de feminici-
dio, precisamente por ser un fenómeno social, y la conducta social es el 
enfoque para este estudio de investigación; por medio de instrumentos 
normativos penales para individualizar la misoginia a una figura inde-
pendiente punitiva que por la naturaleza de este fenómeno se relaciona 
estrechamente con otros delitos que ya figuran en el Código Penal para 
el Estado de Jalisco; además de contribuir a generar nuevas investiga-
ciones para el desarrollo de manera amplia y profunda, respecto de esta 
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problemática social, dado a lo actual que se vive y se vincula a lo cultural 
y la salud.

La presente investigación, de carácter cualitativo, no experimental, se 
desarrolló con un método de análisis documental (Daniels et al., 2011), 
por medio de la recopilación de datos en diversas fuentes documentales 
de internet  de Google académico, scielo, Tirant, Redalyc, paginas ofi-
ciales del Boletín Oficial del Estado Español, Revista de la Facultad de 
Derecho de México, Corima, La Organización de los Estados Americanos, 
Secretaria de Igualdad Sustantiva  entre Mujeres y  Hombres (sisemh), 
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (ineGi), se uti-
lizó los siguientes descriptores género, misoginia, extremismo, violencia 
doméstica, estereotipo, desigualdad, discriminación, violencia, proble-
mática social, problemática cultural, problemática de salud, machismo, 
derechos y libertades de las mujeres, los derechos humanos, la condición 
de las mujeres, poder, estatus, desigualdad, entorno familiar, patriarca-
do, equidad.

Asimismo la página de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(sCjn)  y de la Cámara de Diputados, para la consulta de los ordenamien-
tos, el Tesauro de la UnesCo el descriptor violencia, género, sexo, misogi-
nia, feminicidio y para la búsqueda de información se hizo mediante el 
uso de los siguientes operadores booleanos el AND, OR y comillas (“”), a 
fin de limitar los resultados de acuerdo al objetivo planteado; los docu-
mentos recuperados fueron seleccionados considerando una temporali-
dad de publicación dentro del periodo 2020-2024. Para la recolección de 
la información y el análisis de la misma por medio de fichas de trabajo, 
lo que permitió realizar anotaciones de la información sobre el tema de 
interés respecto de este estudio documental.

Cabe señalar que en todo momento se siguieron las consideracio-
nes éticas y siguiendo los lineamientos para que prevalezca el respeto 
a la propiedad intelectual, sus implicaciones éticas y los criterios para 
atribuir la autoría; garantizados por medio de la cita textual  y el uso 
de referencias en estilo apa 7 y con fundamento en los numerales 13 y 
17 fracción I, del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de 
Investigación; a ninguna persona se dañó en su dignidad, sus derechos y 
de su bienestar, asimismo este estudio no amerita ningún riesgo por ser  
de acuerdo a la técnica y método de investigación ya descrito.    
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Desarrollo
Reconocimiento jurídico de la misoginia.
La filosofía griega tiene una gran connotación de misoginia, puesto que 
a las mujeres se les ve con inferioridad y en los mitos griegos el máximo 
castigo era transformarse en mujer (Rosas et al., 2020); actualmente las 
definiciones de las palabras género y sexo, se confunden por lo que es 
necesario comenzar identificar a cada una; la primera refiere sobre el 
rol que se le da a cada sexo y la segunda refiere sobre las características 
biológicas de cada género, por lo tanto, se entiende que la palabra sexo 
señala la distinción física y biológica del femenino, así como del masculi-
no y con referente a la palabra género se utiliza para adjudicar el rol que 
la sociedad de forma cultural impone a cada sexo. 

El concepto de la UnesCo referente a la violencia de género (vG) men-
ciona: “es la violencia infligida a una persona por su género, su identidad 
o expresión de género, o como una violencia que afecta de un modo des-
proporcionado a las personas de un género en particular” (UnesCo, 2022, 
párr. único). Cabe resaltar, de acuerdo con el concepto la vG se da en las 
relaciones de poder desigual; estas conductas se van aprendiendo en el 
tiempo a través de la sociedad y la cultura, que los individuos interiori-
zan, arraigan y practican, en el ámbito de la sociedad que arbitrariamen-
te les ha impuesto a las mujeres, pero no significa que sean correctos, 
pues suelen lesionar los derechos de las mujeres, con actos discriminato-
rios, de sumisión y dominio.  

La posición de rol que se le ha impuesto al género femenino, en la 
actualidad es tema de debate por ser violatorio a sus derechos huma-
nos, fácilmente se deduce que la mujer se encuentra en un estado de 
vulnerabilidad, ya que la sociedad la predispone a sufrir vG en todas las 
fases de su vida, en todas las formas posibles, por una cuestión biológica 
vinculada al género, presentándose principalmente dentro del núcleo de 
la sociedad siendo esta la familia; la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, Pacto de San José (1969), en su artículo 11 puntos 1 y 3 
fundamenta la protección a la honra y la dignidad de las personas como 
derecho y reconocimiento a su dignidad así como derecho a la protección 
de la ley contra esos ataques a la dignidad.

Para Aroca (2020) la vG es un problema social que desencadena actos 
misóginos afectando negativamente el desarrollo y la socialización de los 
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individuos pertenecientes a esta, emergiendo de todos los niveles edu-
cativos y socioeconómicos; manifestándose dentro de la familia y fuera 
de esta, evolucionando de menos a más intensidad de violencia, hasta el 
punto de llegar a la violencia extrema, terminando en el delito de femi-
nicidio, catalogado como un crimen de odio con base en el género, sin 
embargo, antes de llegar a este punto, la víctima de violencia de género 
ya ha sido con antelación agraviada con actos de misoginia perpetrados 
por su agresor.  

Dentro de la familia se ha naturalizado la jerarquía, no es de extrañar 
que las relaciones estén basadas en poder y sometimiento, es más, se ha 
normalizado que a la mujer se le vea con un sentido de inferioridad, la 
vCmn busca el control, sometimiento y sumisión, relacionada estrecha-
mente con el poder patriarcal, dado que históricamente lo ha detentado 
el hombre, siendo aún vigente este sistema de privilegios, llamado pa-
triarcado.

En el municipio de Ameca, Jalisco, México desde la perspectiva del 
autor Plazola (2020), expresa que pertenece a una sociedad conserva-
dora, de lo que  se puede concluir dentro del estudio de investigación 
sobre la política cultural, tomándose a cuenta el segmento del territorio 
jalisciense el cual se encuentra conformado por 125 municipios, siendo 
uno de estos Ameca, obteniéndose un muestreo, denotando el tipo de 
sociedad y cultura conservadora que se vive en Jalisco, aún en la actuali-
dad, de lo que se puede inferir que la cultura conlleva a la política y con 
ella a su vez, la expansión y defensa de los fundamentos de sus prácticas 
sociales dentro del sistema cultural que prevalece.

La vCmn no es ejercida exclusivamente por el sexo masculino, cual-
quier persona puede agredir con actos de misoginia a una mujer o a una 
niña, basta la acción que denote poder sobre el otro, con el fin de obtener 
control, dominación, sumisión y sometimiento del pasivo y le genere un 
daño o sufrimiento; se ha reconocido internacionalmente que las bases 
de género recaen en actos violentos tendientes a ocasionar daños físicos, 
sean permanentes o no, sexual y psicológico, asimismo la amenaza de 
estos actos, la coacción, privación de la libertad, mismos que se generan 
en lo público como en lo privado, denominados vG.

Referente a este reconocimiento, la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas manifiesta que la vG es: 
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...todo acto de violencia basada en la pertenencia al sexo femenino, que 
tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico para la mujer. (Convención Interamericana, Belem Do Para, p. 4). 

Entonces con respecto a dicha manifestación, lo que se debe tener 
como finalidad es incluir toda clase de actos violentos contra las mujeres 
y las niñas, ejecutados por la pareja, la ex pareja, cualquier miembro que 
pertenezca al entorno familiar y de amistad, así como dentro del lugar 
laboral, hasta de la persona que no forme parte del entorno ni tenga el 
vínculo cercano a la víctima como del que se requiere para que sea tipi-
ficado el delito de feminicidio; es menester señalar que la vG no tiende a 
ser de tipo homogéneo toda vez que la sufre de manera diferente cada 
mujer, de acuerdo con su edad, etnia, raza, clase social, cultura y/o ca-
pacidad económica. 

Para Nodal (2023) la misoginia proviene de la emoción de odio a la 
mujer atribuido al rol de género adjudicado social y moralmente a lo 
femenino y menciona además que otras emociones que lo conforman 
son el miedo, desprecio, celos y la cólera, así también las posiciones de 
poder y de estatus diferenciados; de nueva cuenta, cabe resaltar que 
no es exclusivo entre las relaciones de hombres y mujeres, ya que estas 
emociones se manifiestan de igual forma entre personas pertenecientes 
a un mismo grupo, haciendo énfasis de que cualquier persona puede ser 
el sujeto activo de un acto misógino y de la vG.  

También añade Olvera (2020) que las diferencias de poder fomentan  
la vG, este es un odio construido en la sociedad hacia el género asignado 
a lo femenino, que afecta de una u otra forma a las mujeres, solo por 
el hecho de ser mujer, quien la ejerce tiene el fin de obtener control, 
dominio y sumisión sobre ellas, la misoginia es la expresión de odio y 
desprecio a la mujer y de lo que se relaciona al género femenino, siendo 
un fenómeno social y cultural, esto quiere decir que se ha construido a 
través del tiempo por la sociedad, por lo tanto, es potencialmente preve-
nible (p. 21). 

Según Olvera (2020) en algunos casos la violencia feminicida carece 
de datos que permitan su clasificación como asesinato en razón al géne-
ro, por consiguiente es una prioridad sistematizar rigurosamente esta 
información contextual sobre la relación víctima-victimario, fundamen-
talmente para que el asesinato de una mujer se clasifique en feminicidio, 



30

\ revista universitaria de derechos humanos y cultura de la pazeleutheria

dado a su complejidad para acreditarlo; puesto que no siempre se logra 
establecer la relación entre la víctima y el victimario o no se cumplen 
cabalmente con las características para su clasificación, mientras las 
muertes violentas de mujeres lastimosamente van en incremento, es una 
prioridad dar justicia a las mujeres que se quedan sin voz.

Cabría la posibilidad de que el acto misógino surgiera como una fi-
gura independiente para su clasificación como delito, esta interrogante 
no debe quedarse en el aire, dado la importancia de la gravedad de este 
fenómeno social y cultural, el cual anula la seguridad de las mujeres y 
las niñas en la sociedad, el acto o hecho misógino siempre será de natu-
raleza dolosa con suma importancia frente a la evaluación correcta del 
elemento subjetivo del elemento de dolo, valorar su contexto y el poder 
acreditarlo como figura independiente dentro de la normatividad penal, 
siendo la conducta violenta ejecutada por el agresor contra una mujer, 
señalando asimismo que las niñas, figuran como víctimas de un acto 
misógino, aunado a la vulneración de sus derechos fundamentados en el 
principio del interés superior de la niñez.

El delito de feminicidio, se encuentra tipificado en el artículo 232-Bis 
del Código Penal para el Estado de Jalisco (1982), cabe la interrogante 
de lo factible que pudiera ser la prevención de este delito de violencia 
extrema en contra de las mujeres y niñas, de forma pronta y oportuna 
para evitar tal desenlace, es claro que hay sesgos en materia penal, a 
pesar de la tipificación de delitos relacionados a la violencia contra la 
mujer, y en cuanto a las reformas de adición en el artículo antes seña-
lado, siendo esta última de fecha de 19 de octubre 2022, adicionando 
la  fracción XII, aun así, se requiere de la autoridad correspondiente que 
actúe debidamente para prevenir un hecho lamentable, y así brindar la 
debida  protección a la víctima; identificando oportunamente los diver-
sos factores de riesgo de la criminalidad y las motivaciones personales 
del agresor sobre la víctima. 

El sujeto activo en actos de misoginia
El odio y desprecio al género femenino es un componente esencial, pero 
no propio en el delito de feminicidio, de acuerdo con la autora Olvera 
(2020) es igualmente en los delitos con posiciones de poder desiguales 
de lo que resulta que en las relaciones donde un sujeto es el que controla 
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y somete y otro sujeto se encuentre en sumisión, el desprecio es otro sen-
timiento vinculado estrechamente a la misoginia, es un sentimiento ne-
gativo hacia los otros y sus actos, disparándose a menudo cuando algún 
otro transgrede las relaciones de jerarquía o amenaza la preservación de 
la comunidad o sociedad.

Se puede inferir que el sujeto con esta emoción evalúa negativamente 
a la otra persona y la ubica en una posición inferior. El sujeto activo ejer-
ce el poder a través de la fuerza sobre su víctima, que frecuentemente se 
considera como algo cotidiano, socialmente se ha normalizado, es con 
lo que el sujeto activo ha aprendido a vivir y lamentablemente puede 
alcanzar una magnitud extrema de violencia contra la mujer.

El sujeto activo ejecuta el acto misógino para reafirmar y mantener 
la subordinación del género femenino, por lo tanto el odio de género es 
el móvil dentro de la configuración del afecto que impulsa al agresor, 
siendo una emoción cultural que va incrementando, relacionada con el 
desprecio, pues el sujeto activo se considera a sí mismo superior con res-
pecto del otro; es una emoción de condena relacionada con otras emo-
ciones como la de enojo, aversión y miedo y su raíz se encuentra en la 
misoginia.

La misoginia es un elemento subjetivo que se encuentra en la men-
te del agresor, sin embargo, esta resulta en la actitud exteriorizada del 
mismo (Ariza, 2020), y cuando se hace presente en su entorno exterior, 
es decir, fuera de su mente, o en la realidad, deja a la víctima en una po-
sición de desventaja, además de probar el contexto del hecho del delito, 
puesto que con ello se estaría probando el dolo y la actitud misógina del 
agresor sobre la víctima; acreditando así la intención del agente activo 
violando un precepto legal en perjuicio de la víctima.

Desde el punto de la personalidad criminal del sujeto activo, el pri-
mer factor es la intención de causar un daño, igualmente manifiesta que 
la violencia es expresada de forma psíquica, física, sexual, por mencio-
nar algunas, impactando en la vida cotidiana humana, lo que implica se 
valdría del hostigamiento (Yllanes Bautista, 2024), porque no necesaria-
mente recaería el acto misógino en una acción física violenta, sino que, 
a través de cualquier medio, teniendo en cuenta las redes sociales, este 
logré culminar su objetivo haciendo mofa de la imagen de la mujer y con 
ello provoque a la víctima o al conjunto de personas a la que pertenece 
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este grupo social, a tener en cuenta que el género femenino se encuentra 
en un grupo identificado como vulnerable, dado a los antecedentes his-
tóricos, ocasionando de esta forma un daño psicológico y un menoscabo 
a la dignidad de la mujer dentro de la sociedad.  

La conducta criminal, la sociedad y los factores de riesgo, de su estu-
dio en conjunto, permitiría visualizar las modalidades delictivas que pu-
dieran recaer del acto misógino, como la coacción, puesto que implica el 
uso de la fuerza para someter la voluntad de la víctima, equivalente a la 
represión, inhibición o restricción, teniendo, por ende, un tipo de poder 
sobre la víctima; asimismo, los delitos de acoso sexual, y de violencia fa-
miliar obviamente, son contextos tomados como antecedentes del delito 
de feminicidio dejando evidencia documental. 

Así como otro factor importante es el abuso de poder, de acuerdo 
al estudio antropológico realizado por el equipo de investigación de la 
Secretaría de Igualdad Sustantiva entre Mujeres y Hombres de Jalisco 
(2020); el sujeto activo se aprovecha del poder que tiene para someter 
a la persona perteneciente al género femenino, dentro de un contexto, 
además del familiar, cualquier otro que implique abuso de confianza, el 
sujeto activo va dejando evidencia durante su práctica, que posterior-
mente se puede documentar u obtener con prueba testimonial.

Bien vale mencionar que la vG no se da únicamente en el ámbito fami-
liar, Barbera et al. (2020) señalan que de acuerdo al factor de discrimina-
ción seria en cualquiera de sus formas, ejecutada por cualquier persona, 
que vulnere la dignidad de una mujer, así como el hecho de que se le 
haga una distinción que atente contra la igualdad de oportunidades, ge-
nerando un trato diferenciado, lo que está prohibido por la CpeUm, igual-
mente por tratados internacionales en los que México es parte, toda vez 
que la discriminación agravia o anula el ejercicio y goce de los derechos 
humanos señalado en la CpeUm, las libertades fundamentales del género 
femenino se ven agraviadas por la práctica y normalizada práctica de la 
misoginia, la discriminación y vG en la sociedad.

Siendo el motivo meramente misógino, a lo que se puede inferir que 
la conducta del sujeto activo se manifiesta en la voluntad de querer hacer 
un hecho dirigido hacia la víctima, quien soporta el resultado de aquel, 
le sigue la acción, que se manifiesta externamente la conducta del sujeto, 
expresándose por medio de un móvil dirigido a un resultado específico; 
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Ugarriza (2021) menciona que el elemento objetivo, es la descripción 
de lo que prohíbe la ley al sujeto activo, y el elemento subjetivo, es la 
intención del sujeto activo a realizar tal conducta por propia voluntad. 

Finalmente se tiene el elemento del dolo, siendo este el que surge del 
elemento subjetivo, la intención del agresor a realizar un acto o hecho, 
que, conociendo el resultado de su acción, lo ejecuta, consciente y con el 
deseo de hacerlo, vinculando el elemento misógino, teniendo en cuenta 
que es la actitud que se exterioriza en el acto o hecho, y esta sea de odio, 
rechazo, aversión, desprecio e inferioridad hacia la víctima y la motiva-
ción o móvil viene del estado interno del sujeto activo, que se exterioriza 
mediante una conducta determinada a lesionar la dignidad, la igualdad, 
la equidad, la no discriminación, derechos y libertades fundamentales de 
la mujer.

Derecho comparado Perú, Ecuador y España.
La vCmn es un agravio a la dignidad humana que se muestra en las 
relaciones de poder desiguales y ha trascendido a través de la histo-
ria, en el año de 1994 en Brasil surge la Convención Interamericana, 
“Convención Belem Do Para”, siendo su objetivo la prevención, sanción 
y erradicación de la violencia contra la mujer; siendo la primera en 
tratar la VG, en el devenir de la historia las mujeres se han encontrado 
en situaciones de vulnerabilidad generada por aspectos relacionados  
con la cultura, la sociedad y las tradiciones, así como usos y costum-
bres, mismos que inciden en que se les agravie o se vean anulados sus 
derechos humanos, por su sola condición relacionada con la naturaleza 
inherente a su género.  

Por ello se ha reconocido internacionalmente mediante la “Conven-
ción Belem Do Para” esta condición que por prejuicios sociales y cultura-
les han causado la propagación de esta condición de vulnerabilidad, con 
ello se le ha dado la responsabilidad a los Estado Parte para que atiendan 
las obligaciones contenidas en el artículo 7° de la convención anterior-
mente mencionada, en esa misma línea dicho artículo, hace mención en 
su inciso c) que se obligan a condenar las diferentes formas de vG, adop-
tando reformas jurídicas y administrativas que sean pertinentes para ello 
y con el objetivo de sancionar de las conductas que atenten de manera 
violenta contra mujeres en la disposición penal.
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Asimismo, la convención considera que los estereotipos adjudicados 
al género femenino son características de rol que pueden ser practicadas 
tanto por hombres como por mujeres, pero que a la mujer se le adjudica 
por causa de la percepción errónea de inferioridad que se le tiene en la 
sociedad, ahora bien, qué han hecho en lo referente a la prevención, erra-
dicación y sanción de la vCmn, los Estados Parte en su derecho interno.

La acción más extrema de violencia contra una mujer es el delito de 
feminicidio vinculado estrechamente con la vG, según el autor Uriarte y 
que en algunos de los casos las víctimas han formulado sus denuncias 
ante la fiscalía, pero estas no tienen la oportuna y debida protección, 
(Uriarte, 2020), dejándolas en el mismo entorno del cual son víctimas de 
violencia, queda entonces en evidencia una ineficacia en la aplicación de 
las leyes penales, mostrándose así que no existen las debidas medidas de 
prevención que genere una disminución en la vcmn.

La autora López expresa que para la correcta tipificación del delito 
de feminicidio se deben acreditar con elementos de convicción y pruebas 
científicas para determinar la responsabilidad penal del acusado (López, 
2020), además de que se logre demostrar la intencionalidad del agresor, 
es decir que tiene el conocimiento de que con sus actos causara un daño 
inminente como la muerte y de la voluntad para llegar a ese resultado. 
Debiendo identificar esta intencionalidad desde que se formule la denun-
cia, además de la violencia reiterada que llevará al sujeto a perpetrar la 
acción de violencia extrema en contra de la mujer.

También otro factor de trascendencia es la misoginia la cual denota 
una actitud de desprecio y superioridad del sujeto activo frente a su vícti-
ma; con la tipificación como delito y como figura autónoma del delito de 
feminicidio en el país de Ecuador, siendo un Estado Constitucional, y en 
cuyo artículo 66 de su Ley Suprema, numeral 3 se menciona el derecho a 
una vida libre de violencia, siguiendo con el numeral 4 en el que refiere 
el derecho a la igualdad por lo tanto se entiende que existe una lucha 
contra la discriminación, reconociéndose así el conflicto existente de gé-
nero; siendo que por primera vez en la historia de Ecuador en el año 
2014 se tipifica la figura del delito de feminicidio, comprendido como el 
acto del sujeto dentro de un contexto de poder, reflejándose en variables 
formas de violencia, causándole la muerte a la víctima por la condición 
de género; catalogando al sujeto activo de manera neutra. 
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España, es un Estado miembro de la Convención de Estambul (2011), 
de lo que se desprende del referido Convenio Internacional, es explicado 
ampliamente, de forma clara y precisa por el autor Antonio Yugueros, se-
ñalando que el objetivo es la tolerancia cero contra cualquier tipo de VG, 
(Yugueros, 2021), continuando con su análisis, los puntos focales son la 
prevención, mediante la modificación del comportamiento de las perso-
nas hacia los estereotipos que se asignan al género, señalando la debida 
protección y persecución penal, en cuanto este último punto focal, es el 
deber del Estado,  tipificar y sancionar los delitos de vG.

Del Código Penal Español, aunque sus elementos incorporados a este 
delito de vG, varían respecto del Código Penal del Estado de México y del 
Código Penal para el Estado de Jalisco, sin embargo en sus disposicio-
nes legales incluyen una consecución de circunstancias de hechos que 
se siguen al acto del homicidio de una mujer o de una niña, la figura de 
feminicidio no se encuentra como tal en el Código Penal Español, pero se 
configura el delito por razón de género de acuerdo con la circunstancia 
agravante en relación con el homicidio establecida en el artículo 22. 4ª, 
no requiriendo la relación previa entre víctima y victimario, baste que 
solo la acción recaiga sobre la mujer por el solo hecho de ser mujer en el 
contexto de dominación y sometimiento.

Mientras que en el Código Penal para el Estado de Jalisco; refiere 
necesario acreditar que la muerte haya sido por razón de género y de 
las que se señalan doce, este último adicionado en la reforma del año 
2024, de estos supuestos deben acreditarse alguno de ellos y siendo el 
primero de estos el que haya existido una relación previa entre la víctima 
y el agresor en el delito de feminicidio, el estudio analítico de la norma-
tividad penal de Perú, Ecuador y España en referencia al Código Penal 
de Jalisco, que bien pudiera adaptarse para que sea factible configurar 
el acto o hecho misógino como delito, a fin de ser una forma de prevenir 
una muerte por la condición de género.

Conclusiones
El objetivo que se quiere lograr con la tipificación como delito de un acto 
de misoginia, que figure con autonomía para su punibilidad señalada 
dentro del código penal, de esta manera se estaría buscando la preven-
ción de un delito mayor relacionado con la vG, como lo es la violencia ex-



36

\ revista universitaria de derechos humanos y cultura de la pazeleutheria

trema de feminicidios, así como también se estaría previniendo vulnerar 
el derecho de acceso a la justicia pronta y oportuna de las mujeres vícti-
mas de la vG;  es necesario reflexionar respecto a este fenómeno social y 
analizar nuevos medios normativos penales que permitan con antelación 
evitar un desenlace fatal para la víctima, así como el alcance jurídico, sus 
limitaciones y la viabilidad de su autonomía. 

Actualmente, con la tipificación del delito de feminicidio no se ha evi-
tado las muertes violentas de las mujeres y de las niñas, sin embargo, se 
ha hecho y se sigue haciendo justicia para ellas a las que les han callado 
la voz, aun así, está presente la problemática del incremento de femini-
cidios, esta es una lucha que no debe parar.

Asimismo, seguir avanzando en las reformas de adición en materia 
penal, mejorar las condiciones de seguridad de las mujeres y de las niñas 
y por el progreso de una sociedad con equidad de género, así sea necesa-
rio un mayor rigor en la normatividad penal; puesto que la misoginia es 
una actitud negativa y nociva que ejerce un individuo contra una mujer, 
haciendo énfasis en la neutralidad del sujeto activo o el autor del acto o 
hecho de misoginia porque cualquier persona independiente a su género 
puede tener una actitud de misoginia contra una mujer o niña.

Los cambios actuales que han surgido con las redes sociales de in-
ternet, los factores socioeconómicos y culturales, han hecho ver notoria-
mente que las mujeres también tienen actitudes misóginas contra otras 
mujeres, así como personajes que influyen en un público determinado 
promoviendo actitudes misóginas, es por ello, necesario adoptar nuevas 
medidas de protección integrales contra la vG; históricamente las muje-
res han sufrido actos de misoginia, lo que se relaciona estrechamente con 
la VG, siendo que constitucionalmente en México se declara el derecho 
que tiene todo ser humano a una vida libre de violencia señalado en el 
artículo 4° de la Ley Suprema, por lo que se ha estado vulnerando ese 
derecho en la mujer por el solo hecho de ser mujer, es necesario emplear 
una mayor rigurosidad en la normatividad penal. 

Garantizar la protección de los derechos de las mujeres, erradicar 
paradigmas y estereotipos nocivos para el género femenino, prevenir y 
eliminar la vCmn, garantizar además que no se convierta un acto o hecho 
misógino en un feminicidio, a primera vista tener la idea de que se cla-
sifique la misoginia como un delito penal, adicionarla como una figura 
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autónoma, es un gran reto dado a la subjetividad de los elementos para 
clasificar y acreditar el acto o hecho misógino, pero el propósito primor-
dial de este estudio de investigación es abrir el debate para ello, que se 
abra un análisis a profundidad para nuevos medios normativos penales 
que puedan surgir, dado a las circunstancias actuales como lo está suce-
diendo en las redes sociales de internet por lo que influyen considerable-
mente en la sociedad. 

Aunado al afloramiento de la misoginia a través de las redes socia-
les y que por la cuestión del sistema de patriarcado ha estado latente 
en la historia de la sociedad mexicana para mantener en sometimiento 
y control al género femenino; ahora bien, tener la figura jurídica con 
objetividad del acto de misoginia, lo cual sería una intervención tempra-
na que evitará un deceso fatal por causa de una conducta de misoginia 
contra la víctima; ejemplificando en los casos de los suicidios de mujeres 
jóvenes, que por cuestión de sentirse amenazadas en su integridad mo-
ral, su dignidad como persona, vivir la discriminación y la amenaza de 
muerte, toman esta salida, esta situación puede surgir desde mensajes de 
texto, bien sea por WhatsApp, Facebook o cualquier otra red social, en 
los cuales se puedan apreciar la actitud de desprecio y de misoginia del 
agresor, y que en consecuencia la víctima se quite la vida, vulnerando el 
fundamento que origina el surgimiento de los Derechos Humanos, este 
principio fundamental es la dignidad de la persona.

Al configurarse el acto de misoginia como delito, por lo tanto también 
en la vinculación directa a la tentativa de feminicidio o de un asesinato 
en grado de feminicidio; el ejemplo anterior es tomado de uno de tantos 
casos reales que suceden en el Estado de Jalisco, vulneraciones a los 
derechos fundamentales de las mujeres y de la niñas en el que se puede 
apreciar que el origen de estas vulneraciones radica efectivamente en la 
misoginia, así en el país mexicano y en el mundo; igualmente en  otro 
ejemplo real, resultan las mujeres víctimas de agresiones en la vía públi-
ca, siendo agredidas por desconocidos en razón de género, son lesiona-
das de gravedad con objetos o sin ellos, con ácido dirigido al rostro de 
la víctima, machetes, mordidas y más,  víctimas de una tentativa de vio-
lación o por violación consumada, abuso sexual infantil y de la tentativa 
de feminicidio; la figura jurídica de la misoginia vista como delito puni-
tivo y pudiendo resultar en agravante para los delitos ya mencionados y 
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otros con relación a la vG, y en esos casos que existiendo la vulneración 
a la mujer, no existe la descripción del delito para su clasificación en el 
Código Penal del Estado de Jalisco.
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Resumen
El acceso a la administración y procuración de justicia es un Derecho 

Humano fundamental a proteger y elemental para la resolución de los con-
flictos sociales, en la actualidad los índices delictivos y de acciones ante los 
tribunales, se incrementan constantemente y ocasionando que los conflictos 
escalen a dimensiones mayores en donde los modelos tradicionales de pro-
curación y administración de justicia no logran que el justiciable perciba que 
se ha hecho justicia. El presente trabajo tiene por objetivo hacer un balance 
de los aspectos positivos que han logrado los mecanismos alternativos de 
solución de controversias en el sistema de procuración y administración en 
el estado de Jalisco y en sí en el sistema jurídico mexicano, logrando mayor 
eficacia y percepción social de una mejor justicia. El trabajo es un estudio 
cualitativo documental en el que se analizó la frecuencia del uso de dichos 
mecanismos para la resolución de controversias sociales y su materializa-
ción como un Derecho Humanos, así también se analizan las ventajas en su 
aplicación, y su diferencia favorable de utilización en relación los sistemas 
de procuración y administración de justica que tradicionalmente se aplica-
ron en los años 2023 y 2024 en los contextos jurídicos presentes. 
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Abstract
Access to the administration and procurement of justice is a fundamen-

tal human right to protect and elemental for the resolution of social con-
flicts. Currently, crime rates and court actions are constantly increasing, cau-
sing conflicts to escalate to greater dimensions where traditional models of 
procurement and administration of justice do not achieve that the defendant 
perceives that justice has been done. The objective of this paper is to make 
a balance of the positive aspects that alternative dispute resolution mecha-
nisms have achieved in the system of procurement and administration in the 
state of Jalisco and in the Mexican legal system, achieving greater efficiency 
and social perception of a better justice. The work is a qualitative documen-
tary study in which the frequency of the use of such mechanisms for the 
resolution of social controversies and its materialization as a Human Right 
was analyzed, as well as the advantages in its application, and its favorable 
difference of use in relation to the systems of procurement and administra-
tion of justice that were traditionally applied in the years 2023 and 2024 in 
the present legal contexts.

Palabras clave
Medios Alternos de Solución de Controversias, administración de justi-

cia, acceso a la justicia y derechos humanos.
Key Words

Alternative Dispute Resolution, administration of justice, access to jus-
tice and y human rights.

Introdución
La justicia es un derecho, dentro del cual se puede exigir que se propor-
cione mediante la ley correspondiente para cada caso en particular, el 
derecho atañe al poder reclamar una protección del derecho a través de 
las instituciones que existen a servicio de la comunidad (Jaramillo Fon-
negra, 2023). La justicia regula esa parte de los conflictos de la sociedad, 
escenarios rutinarios por lo cual es necesario todos aquellos medios, así 
como preceptos legales y métodos para ayudar a la solución.  

Para su especificación se habla trascendentalmente del acceso a la 
justicia y su administración por medio de las diferentes instituciones le-
gales que por ley se tienen establecidas para proclamar, una de ellas y la 
principal dentro del estudio que se asiste son los Medios Alternos de So-
lución de Controversias, también son llamados mecanismos alternativos 
de resolución de conflictos, de una u otra manera o las distintas, son me-
dios por los cuales una persona puede acudir a que se administre justicia 
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por medio de dichos medios, una vez sean cumplidos los requisitos de 
tal conforme a los preceptos legales, mismo que más adelante se plantea 
con detalle, a su vez son sin duda de las maneras más ventajosas de obte-
ner una resolución al conflicto en este país (Contreras Meza. et al 2023). 

Su importancia radica que dentro de la ley, es un derecho humano, 
dentro del cual el Estado está forzado a otorgar al pueblo los mecanis-
mos e instituciones por los cuales se imparta, así como los funcionarios 
u operadores de dicha justicia, gracias a tal obligación la sociedad puede 
por medio de su petición recurrir al que mejor le beneficie, siempre y 
cuando no sea contra ley; ahora bien, los masC son uno de estos medios 
por el cual un individuo conflictuado o las partes de él pueden por mera 
voluntad acudir a que se le resuelve dicho.

Sin duda, la incorporación al sistema normativo y el uso masc mues-
tra un avance al sistema de justicia dejando a un lado la forma tradi-
cional de administrar la justicia como lo son los ligios y procedimientos 
tardados.  El objetivo del presente artículo es analizar las cifras de las 
estadísticas para obtener un resultado de cómo es la frecuencia de la 
utilización de los masc dentro de los años base, en comparación con la 
justicia tradicional, siendo una investigación de tipo documental, den-
tro de la cual se realizó una serie de estudios y recopilación de distintos 
documentos informativos, la mayoría  de una temporalidad correspon-
diente a los años 2020 al 2024 como lo fueron artículos de investiga-
ción y tesis analizadas, así mismo se agregaron conceptos filosóficos de 
importancia en la conceptualización,  a su vez datos estadísticos que 
brindaron información fundamental para el análisis esperado, así como 
documentos de tipo normativo de México (legislación nacional que apli-
ca para ambos estados),  así  como su protección como un Derecho 
Humanos y el acceso y administración de justicia mediante los masc. 
Se elabora así un análisis empírico comparativo de la utilización de los 
masc en los estados de Jalisco y el estado de México, así como la Cuidad 
de México, se permite evaluar la eficiencia de los masc y su aporte al 
acceso a la justicia.

Dentro del mismo trabajo en el que se llevó a cabo la conceptualiza-
ción de los dos términos que resultan importantes diferenciar, son “admi-
nistración” y “acceso” a la justicia, se contempla su concepto, además de 
sus normas que la regulan tanto de manera nacional como internacional, 
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ya que se muestran algunos artículos que lo establecen dentro de trata-
dos internacionales donde México como país es parte.

A su vez, se analizó además, la normativa que regula tanto el acceso 
a la justicia así como los masC, ya que su fundamento legal es tema prin-
cipal dentro del estudio, conocer sus leyes les administra ese poder, así 
como los caracteriza por medio de principios los cuales en el desarrollo 
del artículo se ilustran,  se  revisó  las estadísticas del año 2022, 2023 y 
2024 de la impartición de justicia tradicional, así como los masC de los 
estados Jalisco y México, dado que con ello se logra el objetivo de dar 
una vista de cómo es el uso y la frecuencia con la que se utilizan en com-
paración de las otros formas de obtener justicia, con este propósito de 
concluir en que tanto la sociedad  en la actualidad utiliza los masC como 
elementos prioritarios para encontrar justicia ante litigios procesales que 
en la actualidad son  tardíos. 

La estrategia de estudio del presente trabajo, se trata de un estudio 
cualitativo mediante el método documental, es decir la investigación de 
tipo documental es prácticamente una técnica que tiene como objetivo 
la recopilación de datos y su selección de información mediante lectura 
y crítica de la misma de distintas fuentes y medios materiales (Baena 
1985 p.72). pues consiste en una serie de pasos desde la lectura, análisis, 
crítica, resúmenes, entre muchos más, para concluir con la recolección e 
incluso el descarte de datos de las diferentes fuentes consultadas. 

Desarrollo
Conceptualización de acceso y administración de Justicia como derecho humano.
En la literatura académica existe polémica respecto a los conceptos de 
acceso a la justicia y administración de justicia, ambos son conceptos 
articuladores en el presente manuscrito dado que, resulta fundamental, 
conocer principalmente lo que se refiere cada uno de ellos, de entre su 
distinción, se encuentra que, al analizarse de forma profunda, resulta 
que son complementarios, lo que a continuación se describe.

Asimismo, conforme se avanza dentro del desarrollo de los apartados 
se identifican algunas de las diferencias entre ambos conceptos, enten-
diéndose cómo se articulan para formar un todo. La justicia en un ámbito 
jurídico, es en su tanto un derecho humano fundamental que se consagra 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CpeUm), pero 
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que se debe destacar que es también un derecho ante los distintos trata-
dos internacionales de los cuales se es parte y se deben de considerar, en 
su caso se deben invocar a petición ante las autoridades correspondien-
tes con la misma validez que cualquier forma de normatividad nacional 
o internacional.

También la justicia puede ser concebida como principio, virtud, dere-
cho y como valor jurídico, como lo menciona Argés Joaquin (2020). Den-
tro de ámbitos filosóficos, la justicia es plantea según John Rawls como 
es un principio básico para estructurar una sociedad con el objetivo de 
respetar la dignidad humana inherente del ser humano. Propone además 
que la justicia en relación con un sentido de equidad, donde todos tienen 
derechos y, así como libertades básicas protegidas, sin distinción, de la 
misma manera redundaba en que la que la justicia era un resultado de 
un determinado sistema equitativo que protege a los derechos y garanti-
za a su vez una igualdad de posibilidades (1999). 

Mauro Cappelletti y Bryant Garth sostenían que el acceso a la justicia 
es un derecho humano de esencia. Identificaban que existían distintas 
barreras que impedían el ejercicio de la misma justicia, como lo eran la 
complejidad de los procedimientos judiciales y la falta de información 
legal (1978). La justicia es un derecho inherente a las personas, siento 
este una esencia del ser, basado en una dignidad de la persona, siendo 
este un minino indispensable para vivir, la justicia va desde la equidad 
hasta el respeto del mismo derecho sin condición alguna, ni limitación, a 
excepción de lo que marca la ley. 

Dentro del ámbito Internacional existen distintos medios que definen 
y consolidan el acceso a la justicia, como lo son: 

• Artículo 8 y 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
• Dentro de los artículos 2, 3 y 15 del Pacto Internacional de Dere-

chos Civiles y Políticos.
• y en el artículo 6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, 

además de muchos más ordenamientos de carácter internacional.
Gracias a estos preceptos de carácter internacional es que se les res-

guarda el derecho a poner acceder a una justicia digna, pues estos ar-
tículos hablan acerca de que toda persona tiene derecho de que se le 
administre justicia de forma debida, ser oída e imparcial, mismo de los 
cuales se pueden clamar como derechos al mismo nivel de nuestra cons-
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titución política, puesto que el país se suma una obligación de cumplir 
con los mismos. Por otro ejemplo la Comisión Americana sobre Derechos 
Humanos en sus señala dentro de su art. 8 Garantías Judiciales: “Toda 
persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable…”

Así mismo dentro de su establece que:  art. 25 Protección Judicial: 
“Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier 
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la am-
pare…” En el mismo artículo distingue que los Estados parte del tratado 
internacional se comprometen:

a. “a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema 
legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga 
tal recurso”;

b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y…” (Comisión 
Americana sobre Derechos Humanos, 1969).

Dentro de la legislación de todo el país, se encuentra fundamen-
tado en su art. 17, segundo párrafo de la Constitución Política de los 
Estado Unidos Mexicanos: “Toda persona tiene derecho a que se le 
administre justicia” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, 1917).

Derivado de los ordenamientos internacionales de los cuales México 
es parte y a la legislación vigente, se busca garantizar el derecho a ac-
ceder a la justicia. De los retos esenciales de la sociedad para el acceso 
a dicho derecho es el desear y aspirar acceder a ella, es decir, acercarse 
conforme a la ley, a exigir la resolución de un conflicto por medio de las 
herramientas e instrumentos que la ley conforma, existen las autoridades 
competentes, los medios adecuados y los procedimientos o instancias a 
agotar, para que se brinde la justicia, en la cual, no debe de encontrase 
discriminación alguna, reivindicar justicia no debe de ser condicionada 
por un estatus social. El Estado está obligado a crear los medios idóneos 
aptos protección y garantía los ddhh.

Se entiende también que es una consecuencia del acatamiento de 
las autoridades al respeto de los dichos derechos, ya que existe la co-
rrelación de ambos, no hay respeto de los derechos humanos, sino hay 
justicia; no hay justicia, sino hay un respeto de los derechos humanos, 
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hablando en este caso específico de la justicia y el acceso a ella, es enton-
ces una obligación además de un derecho.

En distintas ocasiones, la sociedad confunde que el acceso a la justicia 
solo es requerido o exigible dentro de ciertas áreas o en apegado a aque-
llos delitos trascendentales, dado a que, la justicia es amplia dentro de 
todas las materias del derecho, su regularidad se distingue de cada una 
de ellas, pero el resultado será el mismo obtener justicia a su conflicto.

Este derecho no es solo a petición del ámbito de la materia penal don-
de principalmente se desahogan delitos con dicha jurisdicción penal, sino 
que es para todas las áreas del derecho debido a que todo procedimiento 
que tengo por objetivo la resolución sobre la protección de un bien jurí-
dico o titularidad de un derecho debe ser resuelto con la aplicación de 
los criterios de justicia, así como el ejercicio de la del órgano legislativo 
debe ejercer su potestad respetando los criterios y valores constituciona-
les,  pues que el acceso a la justicia es un derecho fundamental del ser 
humano, y de esta manera se define como un principio que es inviolable, 
donde toda la obligación recae en el sistema gubernamental, (Bernales 
Rojas, 2019).

Por ello, cuando se habla de acceso a la justicia, se entra a su vez a 
un derecho fundamental, inherente, por tanto, su principal función es la 
protección, tutela y garantía del derecho humano a la justicia de la ciu-
dadanía, gracias a que intervienen distintos mecanismos ya sea por las 
vías procesales o judiciales, o por las existentes vías extrajudiciales, es 
decir, fuera de estos procedimientos como lo son los masC.

Todos ellos fundamentados por la ley, de todas las materias del de-
recho para que se garantice la sociedad puedan acceder a todas ellas de 
manera adecuada, esto con el objetivo de acceder a la justicia, a que se 
le administre a cada quien lo que le corresponda conforme a la ley, a lo 
que se destruiría como lo justo dependiendo del contexto del que se esté 
inmerso; los conflictos son eventos de la vida cotidiana, ajustado a ello, 
es elemental que el Estado tenga  a disposición métodos viales para dar 
solución individualmente (Batris de la Cruz. et al, 2022).

La justicia no conoce, género, cultura, color, edad, clasificación so-
cial, estereotipos, ni mucho menos alguna distinción que referente a la 
sociedad, ni prejuicios, se encuentra dentro de la imparcialidad, dentro 
de las disputas a resolver los organismos correspondientes estudiarían en 
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todo caso las acciones u omisiones de las personas, mas no su condición 
de vida.

El derecho humano a la justicia es igual para todos, acceder a ella de 
igual modo, es decir, es aquella la posibilidad existente que tiene cada 
individuo con independencia  de su religión, condición económica, social 
o de alguna otra naturaleza o situación, de acudir al tribunal, juzgado o 
cualquier otro previsto dentro de su sistema judicial para la resolución de 
conflictos, gracias al artículo 1 y 17 de la Cpem donde establece la prohibi-
ción de cualquier tipo de discriminación en todo lo establecido dentro de 
ella, así como lo referente a la justicia de este país (Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 1917).

De tal manera que, los mecanismos para acceder a la justicia son 
complejos, hay para todas las materias, desde un procedimiento mera-
mente tradicional, hasta los ya mencionado Medios Alternos de Solución 
de Controversias, principales protagonistas dentro del presente trabajo, 
los antes mencionados son la forma extrajudicial de poder resolver una 
controversia, una de sus ventajas es el poder agotarlos sin la necesidad 
de un procedimiento rutinario que abarque desde una admisión de de-
manda hasta una sentencia, incluso una apelación misma. Aquí encon-
tramos entonces la importancia de la creación de los antes mencionados 
medios alternos, misma que beneficia al Estado México del cumplimien-
to de brindar lo necesario para la administración de justicia.

El Estado por medio de uno de sus poderes, como es el judicial, es el 
facultado para administrar e impartir  la justicia; por lo tanto  se debe 
comprender primeramente el significado de “administrar” derivada den-
tro del contexto del presente trabajo es una competencia de carácter 
público derivado de una soberanía proporcionada al Estado, la necesi-
dad de una de los medios adecuados para poner ser ejercida ante los 
ciudadanos, la función principal es otorgar garantía a la protección de 
los derechos, arbitrar las controversias, así como sugerir a ellos acciones 
de paz en la sociedad, de esta manera el Estado ejerce el derecho. (Ma-
cías-Barrezueta. et al, 2022). 

Por tal, aquella persona que necesite que se le administre justicia, 
pondera una necesidad de carácter jurídico, por la cual pone en una 
situación al Estado de obligación a ejercer ante esa persona la capaci-
dad de salvaguarda dicha necesidad, puesto que se busca que el Estado 
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resuelva su conflicto ante los medios que él mismo haya creado para 
tales situaciones, una vez obtenido la administración de justicia, es aho-
ra cuando se puede decir que se llegó al acceso de la misma (Sánchez 
Arteaga. et al 2020). Se infiere que administrar justicia es el contar con 
la facultad como autoridad para aplicar, dar, dirigir y de igual modo go-
bernar lo que a cada una de las personas por ley les corresponde en su 
determinado contexto y materia; es una obligación del Estado por ser el 
encargado de administrar justicia.

Las obligaciones que asume el estado comprenden diferentes perspec-
tivas, comenzando por no impedir, ni obstaculizar o interferir el acceso a 
los derechos humanos, del mismo modo con carácter de obligación debe 
desarrollar mecanismos y herramientas, organizar los métodos, para que 
la eficiencia del ejercicio de justicia sea pertinente para la sociedad en 
general. Aquí se toma parte fundamental del papel de cada autoridad y 
servidor público que trabajan en la aplicación de lo justo, su tarea fun-
damental es seguir la ley, es cumplir con lo pactado en la ley y seguir el 
principio de legalidad, adaptando lo que la constitución, leyes y decretos 
facultan a beneficio de los derechos de las personas.

Por ello, se precisa y que, además, se intuye el rol que lleva a cabo 
aquel funcionario público, llámese juez, magistrado, juzgador, entre 
otros muchos términos y jerarquías que juegan el papel más importante 
de la administración de justicia como operadores de la misma. Él cons-
tituye un elemento para el triunfo del sistema, considerando que el apli-
cador de las normas es la pieza clave en el interior de la justicia, puesto 
que no solo tiene la obligación de contar los con los conocimientos para 
la debida interpretación de los preceptos legales y así ejecutarlos, es sin 
duda, lo que por se supone se debe de realizar, no obstante, es necesario 
obrar conforme a la obediencia de los derechos fundamentales, para que 
así la aplicación sea justa, eficaz, vigorosa, válido y legal.

Dando paso a una correlación, donde el funcionario público debe ase-
gurar el derecho de acceso y el derecho de administración de la justicia, 
el cual ayuda a la conformación de un orden justo, dando el resultado 
de la administración de la misma. Es de este modo una cadena, misma 
que permite entender el ejercicio de la administración de justicia como 
una prestación de carácter público cuyo objetivo es en sí la finalidad del 
Estado, pero que al mismo tiempo colabora con otros objetivos propios 
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del mismo sistema gubernamental, como el cumplir con estas garantías 
a la sociedad, así como lo menciona (Acosta Alvarado, 2010).

Existe una diferencia entre el acceso y la administración de justicia, y 
su relación jurídica, una vez integrado los conceptos de ambos términos, 
lo siguiente sería encontrar sus diferencias y su coexistencia, si bien se 
ha dicho que los dos son derechos humanos, inherentes al individuo, 
son además obligaciones del Estado, son fundamentales para que exista 
la justicia dentro del país, son vitales para que la ciudadanía regule sus 
disputas cotidianas, son completo uno del otro,  son la garantía de una 
petición de justicia, además de ser el resultado de un causa y efecto, con-
sidera entonces que acceso a la justicia como una forma de administrar. 
Simplemente la diferencia se encuentra en que una es causa y el otro 
efecto de la misma justicia, como más adelante se desplazará.  

A través del acceso a la justicia, los individuos ejercerán en conse-
cuencia un derecho de petición, gracias al artículo 8 de la ley máxima de 
México, y del mismo modo un derecho de acción. Por tanto, sería de esta 
manera donde tendrían cabida estos mecanismos de jurisdicción siendo 
estas las herramientas para llevar a cabo la justicia, la importancia del 
derecho de petición, el cual concede el ejercicio de la justicia, mejor 
dicho, si el ciudadano no pide justicia mediante denuncia, queja, de-
manda, es sin duda difícil que tenga un dictamen o contestación a la pe-
tición de justicia y el acceso a ella conforme a la ley, como toda persona 
ciudadana o no, en ejercicio de su derecho a recurrir ante la institución 
competente para realizar su petición, ahora bien, entendiendo desde el 
punto de poder recurrir al instrumento que más les favorezca, y sea este 
el ideal para la resolución del conflicto (Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, 1917).

Para hacerlo más entendible, existen el derecho humano a la justicia, 
por ende, el acceso a la justicia, concedida mediante la petición de ésta, 
siendo en consecuencia de la solicitud conforme a ley una administración 
de justicia, es una cadena de petición y acción además de un resultado, 
a lo que también se le puede llamar que subsista un interés de la parte 
ofendida o víctima, o simplemente una persona con el deseo de obtener 
justicia o resolución ante una controversia.

En relación con la administración de justicia, lo antes mencionado, 
debe de hacerse previamente, el resultado o conclusión, es decir, la res-



51

\ revista universitaria de derechos humanos y cultura de la pazeleutheria

puesta del derecho a la petición en este caso de justicia sería entonces 
la administración de la justicia, nuevamente  se menciona que para que 
exista la aplicación de la justicia, debe existir con anticipación una solici-
tud de la misma, ajustado a derecho, conforme lo marca cada uno de los 
mecanismos por los cuales el Estado está obligado a garantizar, proteger 
y proporcionar lo indispensable.

Medios Alternos de Solución de Controversias legislación a nivel nacional
Como se vio en el apartado anterior, el sistema debe crear lo idóneo para 
efectuar y satisfacer el derecho humano a la justicia, de entre los tantos 
mecanismos y maneras de obtener justicia, es momento de centrarnos 
en el objetivo de este artículo y hablar de los CpeUm como operador de la 
justicia, sus aspectos claves, leyes, precedentes, como derecho humano, 
las ventajas y lo trascendente a estos temas.

La CpeUm da un gran paso a adentrarse a una nueva alternativa, par-
tiendo de la reforma al artículo 17 con fecha de 18 junio del año 2008, 
constituye a la disposición nacional de la aplicación de  los mecanismos 
alternativos de resolución de conflictos constituido como derecho huma-
no, es entonces cuando se introduce una nueva forma de justicia alter-
nativa, derivado de la misma Constitución resultando entonces una obli-
gación dentro de todas las áreas del derecho, acoplando de esta manera 
una forma de administración y acceso a la justicia, doblemente ventajoso 
tanto para el Estado como para la población, se destaca además que no 
son un medio del cual todos los conflictos se puedan disipar, conforme a 
ley, sin embargo, la mayoría de las áreas del derecho en sí. (Decreto por 
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicano, 2008).

Los CpeUm, son desde ese año se han materializado en el Sistema Jurí-
dico Mexicano como un elemento que facilita la administración e impar-
tición de justicia y que a su vez permite la protección los fundamentales, 
una nueva manera de justicia, en su conjunto una serie de procedimien-
tos con la función de ser alternativas a los procedimientos del litigio para 
las soluciones de las controversias. Pueden además ser denominados 
mecanismos de resolución de conflictos y son en la mayoría de su par-
te procedimientos no adversariales, además de ser por voluntad propia, 
creador para la solución de disputas sociales. Dicha solución al problema 
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es caracterizada por la ausencia de un juez dentro de él y sin uso necesa-
rio de la fuerza (Ramírez Torres, 2024).

Son métodos dentro de los que la justicia de forma diferente, es in-
clusiva dado a que, el alcance de la participación de los involucrados 
del conflicto es de manera total. Se considera que los métodos auto-
compositivos conceden el poder a las partes a fin de que ellos sean los 
protagonistas y de tal modo resuelvan su propia controversia en base a 
sus intereses y necesidades (González, et al. 2020). Son estos medios los 
que le dan el impulso a los conflictuados a ser partícipes en palabra de 
sus cuestiones personales.

Actualmente de los que se utilizan en México son los siguientes:
a. La negociación: como el proceso por el cual las partes, por sí mis-

mas o con o sin intermediarios planteen la solución quien tiene el papel 
fundamental es el diálogo, con la finalidad de la solución a su problema; 
así mismo la negociación colaborativa, con el mismo fin, pero intervi-
niendo asesoría de abogados que colaboren en el mismo.

b. Mediación: dicho procedimiento es de manera voluntaria, puesto 
que las partes pactan los acuerdos por los cuales se resolverán los con-
flictos inmersos en ellos ya sea de manera total o parcial, con la colabora-
ción de un facilitador de la comunicación. Si son dos o más facilitadores 
se le llamara co-mediación.

c. Conciliación: del mismo modo, este procedimiento es voluntario, 
donde involucra activa o no activa la participación de un facilitador, don-
de se acuerda resolver la causa del porqué están ahí.

d. Arbitraje: por medio del cual es diferente a la jurisdicción estatal, 
es de manera voluntaria, donde se encuentra la solución a través de un 
acuerdo o cláusula arbitral, correspondiente a una precisa relación jurí-
dica, con la intervención de una persona siendo esta una tercera (árbitro) 
la cual dicta un laudo, sentencia o resolución que debe ser conforme a 
las leyes establecidas como lo son: el Código Nacional de Procedimientos 
Civiles y Familiares, Código de Comercio y/o los Tratados Internaciona-
les, en sí dependiendo del caso en concreto (Ley General de Mecanismos 
Alternativos de Solución de Controversias, 2024).

e. Junta restaurativa: es aquel utilizado dentro del área del dere-
cho penal, donde el ofendido o víctima y el imputado en voluntad, es 
decir por autonomía, deciden optar por la solución de su controversia. 
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Un punto importante aquí es que se busca atender a las necesidades y 
responsabilidades individuales, además de la reintegración a la sociedad 
tanto de víctimas como de imputados y la recomposición del tejido social 
(Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias 
en Materia Penal, 2014).

Es parte influyente conocer parte de los principios rectores de los 
CpeUm, puesto que dentro de ello se determinan distintas ventajas, estos 
son, abarcando desde un pleno acceso a la justicia alternativas, dicha que 
garantiza una justicia distinta, fuera de los jurisdiccional, contando una 
libertad de accionar por medio de la voluntad de acceder a ellos para 
dirimir sus problemas de intereses, siempre y cuando dicha controversia 
pueda ser solucionada mediante los antes mencionados, debido a que no 
todos los conflictos se regulan de esta manera, esta característica es una 
de las más importantes.

Sin la voluntad de las partes para resolverlas no es casi imposible 
poder intervenir mediante estos, pues permite una autodeterminación, 
en relación a este principio de una buena fe por la cual se tiene una im-
plicación de los valores, se pide que sea con honradez, respeto y sin mala 
intención, los individuos partícipes de tal lucha de pretensiones (Ley Ge-
neral de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, 2024).

Otro más es la confidencialidad, quiere decir que todo lo sucedido 
dentro un medio alterno no podrá ser divulgado, de esta manera se res-
peta así los derechos de las personas que participaron; así mismo son 
neutrales, equitativos e imparciales, de ahí que, se manifiesta un trato 
digno a las partes, sin posturas a favor de ninguno,  se parte de la solu-
ción ante la equidad, pues se proporciona igualdad de condiciones ante 
todos, no se permite ninguna ventaja para nadie, el punto precedente 
de estos es que las partes tengan las mismas oportunidades de hablar y 
actuar dentro de una misma ley.

Además, se cuenta con la flexibilidad de los mismos, con la certeza de 
que se llevarán a cabo son tanta burocracia o formalidad, mejor dicho, 
sin trámites con rigidez como los juicios tradicionales; ante todo, existen 
las demás características de la justicia; pacífica, pronta, expedita, ante 
autoridad competente, con total legalidad pues se tiene como límite lo 
establecido a la ley (Ley General de Mecanismos Alternativos de Solu-
ción de Controversias, 2024). 
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Ante dichos medios, el facilitador es quien interactúa a modo de pro-
tagonista solo para el inicio de la conversación  y en ocasiones a encon-
trar un remedio a las circunstancias que han vivido los intervinientes 
conflictuados cuando sea necesario, debido a que en algunos mecanis-
mos, la resolución del conflicto nace como propuesta de las partes, gra-
cias al desahogo de cada uno, a decir verdad el facilitador es quien da las 
herramientas para incitar a la comunicación, quien quita las tensiones 
presentes entre todos, a su vez da puntos de vista de sus sugerencias, 
hay además árbitros, etc. todas son personas terceras ajenas al evento, 
imparciales, sin interés alguno del asunto, preparados y certificados para 
dicho procedimiento; quienes dan el seguimiento correspondiente para 
hacer cumplir con la ley, y dicha mediación o conciliación, etc. sea válida.

Los CpeUm, son estrategias con una característica peculiar, la autocom-
posición, la cual se entiende como la pacífica solución de los litigios. Es 
el desapego al propio interés de seguir con litis. Puesto que renuncia al 
choque de intereses, se abre a encontrar una solución por un camino di-
ferente (Cristina Di Pietro, 2023). Son una manera prejudicial, fuera de 
la tradicional forma de dirimir las controversias de los ciudadanos, los 
conflictos son situaciones donde existen dos partes con puntos o posturas 
contrarias a cada una de sus pretensiones. 

En dichas situaciones se debe de agotar con una postura persona-
lizada, darle paso a escuchar el pensamiento de los involucrados en la 
controversia, se necesita identificar sus elementos y causas generado-
ras, resulta en una búsqueda de la gestión o posible solución abordando 
la más conveniente, debiéndose llevar a cabo mediante un proceso de 
mecanismo autocompositivo, aquel que elije ser solucionado mediante 
la voluntad. De esta manera comprende que al estar frente a una con-
troversia no se juzgarán polarizaciones de los integrantes del conflicto, 
ni accedería a la violencia; no obstante, estas acciones frecuentemente 
terminan por judicializarse dentro un proceso tradicional, sin prever la 
gestión del mismo mediante un solo proceso (Silva-Hernández, 2020).

Este suceso se agudiza en el momento que se suman elementos que 
desgastan un vínculo social entre las partes implicadas, cuando se llega 
a esta posición, entonces, que ha perdido su estabilidad y su paz; por 
ello, comprender la realidad detrás de las interpretaciones que brindan 
los integrantes conflictuados (Haddad Bernat, 2022). Convirtiéndose el 
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conflicto en un círculo sin una salida, ni retrocede, ni avanza, solo se 
esquematiza dentro de un lugar sin espacio al diálogo, ni solución. Es 
conveniente, llegar a la pretensión de origen, del conflicto, ubicando qué 
necesidad, deseo o requerimiento tiene como intención, el problema no 
se encuentra en la superficie, sino en el fondo de lo que los confrontan-
tes, en su interior como ser humano, y la contextualización de su perso-
nalidad.

El problema de tener un enfrentamiento de puntos de vista, es que se 
convierte en una lucha por tener la razón, donde los  participantes pue-
den  forzar  sus posturas para que entren dentro de lo establecido con la 
ley, hablando desde el punto de agotar estos conflictos desde una manera 
tradicional, las personas no saben que la ley es clara, y no da pie a una 
mala interpretación de sus partes, no se puede hacer que sus controver-
sias sólo sean vistas de sus puntos personales generadoras del conflicto, 
sino que estas soluciones deben de cumplir con los criterios al margen 
de ley; en cierto modo, al acudir a solucionar la disputa mediante el uso 
de los CpeUm da una mayor flexibilidad, se escucha, se permite conocer a 
fondo la materia del conflicto, accediendo a la justicia, siempre y cuando 
este se pueda resolver con la utilización de los mismos.

Análisis de la administración de Justicia por medio de los masc dentro del 
Sistema Jurídico mexicano y en Jalisco
A continuación, se analiza la frecuencia de la utilización de los CpeUm de 
los estados Jalisco y Sistema Jurídico de México, en comparación con la 
impartición de justicia tradicional, gracias a las estadísticas oficiales del 
año 2023 a la fecha año 2024, de esta manera se obtendrán los resul-
tados planteados, es decir, comparar la utilización de los CpeUm en cada 
uno de las entidades federativas, es decir, obteniendo datos de México 
como estado, la Ciudad de México y Jalisco, a su vez con la impartición 
de justicia de manera tradicional en cada uno de ellos. 

Impartición de justicia en Jalisco
Comenzando con el Estado de Jalisco, cabe resaltar que Jalisco tiene una 
población de 8,348,151 de acuerdo a las estadísticas del Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía (ineGi), en sus últimas estadísticas del 2020 
(Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 2020). 
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El ineGi presentó el Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 
del año 2023 mismo que brinda información estadística para analizar el 
funcionamiento de las instituciones impartidoras de justicia del estado, 
sin olvidar mencionar que las cifras resultantes son también encuadrán-
dose al año 2022 en la ejecución de las funciones de los administradores 
de justicia. 

En materia de justicia tradicional, se reportó una cantidad de 133,087 
asuntos ingresados, y la cantidad de 68,438 asuntos que sí tuvieron con-
clusión, en relación a los órganos jurisdiccionales de todas las materias 
de justicia, en síntesis, 52,799 casos son en materia civil, 34,904 materia 
mercantil, 30,300 de ellos fueron en materia familiar, 15,001 en penal, 
y por último 83 en área de justicia para adolescentes. De los concluidos 
corresponden las siguientes cifras: el 28,289 de los asuntos son civiles, 
el 26,078 pertenecen a lo mercantil, 12,949 de ellos son en materia fa-
miliar, 1,118 se atribuyen en el área penal y el resto de los asuntos son 
4 competen en la justicia para adolescentes (Instituto de Información 
Estadística y Geográfica de Jalisco, 2023). 

En ejemplificación por porcentaje de la información antes plasmada, 
fue del 39.7% de los casos que ingresaron son en materia correspondien-
te a la materia civil, el 26.2% le compete a el área mercantil, un 22.8% 
incumbe a los casos de materia familiar. Lo perteneciente a los casos que 
tuvieron conclusión se le otorga el 41.3% dentro de la materia civil, a su 
vez el 38.1% en el área mercantil y el resto en relación al 18.9% insertos 
en casos materia de familia (Instituto de Información Estadística y Geo-
gráfica de Jalisco, 2023). 

En Jalisco, en específico sobre los masC contemplando 17 módulos y 
sedes del mismo estado en 2023 se desglosan de la siguiente manera con-
forme a la cantidad que recibió cada uno: ija Ameca con 701, ija de Aútlan 
de Navarro 503, ija Cj para mujeres 199, ija Modulo ciudad 3,903, ija Cha-
pala con 800, ija Cihuatlán con 348, ija Colotlán 192 de ellos, ija Guadala-
jara con 3841, ija Lagos de Moreno con 989, ija de Módulo Puente Grande 
1992, ija Ocotlán 1,416, ija de Puerto Vallarta con 1203, ija Tepatitlán de 
Morelos 905,ija Tequila con 527, ija de Zapotlán el Grande 784, ija Procu-
raduría de pnna con 59, ija ipejal 542, que en total ingresaron de 18,904 
expedientes en conjunto de los 12 meses del año de Ene-Dic del año en 
cuestión (Instituto de Justicia Alternativa del Estado de Jalisco, 2023).
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De entre ellos los convenios generados se estiman 4,877 en total, 
de los cuales por materia: civil, comunitaria, convenio finiquito laboral, 
familiar, mercantil, penal, penal adversarial, dentro del mismo año. Los 
expedientes ingresados a validación fueron un total de 27,262 de los 
cuales se les atribuye al ija 2,740, otros Centros Públicos 1,079, Centros 
Privados 17, 687, así como otros prestadores de servicios de forma di-
recta 5,756, dicho que fueron validados su realización y certeza misma 
(Instituto de Justicia Alternativa del Estado de Jalisco, 2023). Un dato 
curioso, se registraron la cantidad de 30 oficinas que otorgan atenciones 
correspondientes a los masC a nivel nacional, trabajando en ellas 218 
personas servidoras de la justicia alternativa (Instituto de Información 
Estadística y Geográfica de Jalisco, 2023). 

En lo que va del año 2024 concretamente de los meses de Ene- Ago. 
con respecto a los de ingreso de expedientes, convenios y su validación 
como anteriormente, en este año ingresaron en enero 1,829, en Febrero 
1,607, en Marzo 1,611, Abril 1,629, Mayo 1,391, Junio 1,523, Julio 943 
y Agosto 1,739 de los mismos módulos y sedes, se derivaron el total de 
12,272 de expedientes. De los cuales se produjeron 2,886 convenios ge-
nerados acumulados del año en curso, además de estas cifras se dieron 
por concluidos por motivos distintos a los de un convenio la cantidad 
10,086. (Instituto de Información Estadística y Geográfica de Jalisco, 
2024).

En efecto de la validación ingresaron la cifra de 21,472 expedientes, 
de los cuales pertenecen al ija 1,590; de Centros Públicos 706, de centros 
privados 17,472; en cuestión de los prestadores del servicio en forma di-
recta 4,653 (Instituto de Información Estadística y Geográfica de Jalisco, 
2024). Gracias a esta institución conocemos los datos estadísticos de la 
impartición de justicia tradicional y la alternativa, información trascen-
dental para el presente estudio.

Impartición de justicia en el Sistema Jurídico Mexicano
Ahora bien, respecto de las cifras que advierte la Ciudad de México en el 
año 2023, en cuanto a la justicia tradicional dentro de la primera instan-
cia se ingresaron la cantidad de  229,568 asuntos de entre los cuales las 
materias eran: Familiar, Familiar Oral, Civil, Cuantía menor, Civil Oral, en 
Tutela de Derechos Humanos, también  Materia laboral, de adolescentes, 
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penal, Penal Oral (Sistema Procesal Penal Acusatorio), además delitos 
no graves, ejecución de sentencias penales, y de sistema acusatorio, de 
los meses Ene-Dic, de entre los cuales en ese mismo año dieron por con-
cluidos la cantidad de 163,855 asuntos, así mismo de las sentencias que 
causaron ejecutoria fueron 33,827 sentencias (Estadística tsjCdmx, 2024). 

Por otro lado, en cuanto a las cifras del presente año 2024, aún no hay 
actualizadas, sino hasta enero con la cantidad de 19,547 casos iniciados, 
conforme a los concluido siendo estos 12,768, las sentencias ejecutoria-
das fueron 2,569, de acuerdo a las estadísticas de Tribunal Superior de 
Justicia de la Ciudad de México misma que emite cifras a nivel estado; 
los números siguen y siguen en las distintas clasificaciones y materias. 

Por consiguiente, los datos sobre la justicia alternativa de la Ciudad 
de México para el año 2023 resultaron: el número de 326,717 nuevos 
asuntos. Por otro lado, de enero 2024 porcentaje de cada materia: civil 
35.91 %, tutela en derechos humanos 0.01%, civil oral con el 9.13% 
laboral asuntos individuales, 7.01%, medidas sancionadoras del sistema 
penal acusatorio 0.02%, sistema procesal penal adolescentes  0.09%, pe-
nal 0.24%, penal oral 10.57%, delitos graves 0.06% ejecución de sancio-
nes penales con el 1.81%, sppa 1.41% , centro de justicia alternativa con 
el 1.85%, familiar 28.39% y oral familiar con el 3.41 % completando así 
la cantidad de 27,467 casos, dicha información no ha sido actualizada al 
mes presente (Estadística tsjCdmx, 2024). 

Desafortunadamente, las actualizaciones no siempre son recientes, 
en este estudio no hay números actualizados de la frecuencia de los masC 
de los meses a la fecha, sin embargo, se utilizarán los datos del mes de 
enero para realizar como una cifra en referencia a los demás meses, gra-
cias a esta clasificación contribuirá con el objetivo del presente estudio 
de caso en concreto.

Comparación y resultados en ambos contextos jurídicos
Entonces en cuanto la justicia tradicional, la cual se denominará con 
las áreas civil, penal, entre otras aquellas que no sean mediante la jus-
ticia alternativa ni los masC resulto que 133,087 controversias nuevas se 
generaron en el año 2023, se concluyeron 68,438 casos en ese mismo 
año, cifras solo expuestas del Estado de Jalisco de los meses de enero a 
diciembre.
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Ahora bien, en el caso de los masC dentro de Jalisco 2023, resultan 
solo 18,904 conflictos nuevos, por los cuales solo se concluyeron con la 
cantidad 4,877 casos, y se llevaron a validar 27,262 expedientes, gene-
rados ante institutos de gobiernos como el ija, así como otros centros 
de privados, entre otros. Entonces resulta que, para el año de 2023 en 
Jalisco, los juzgados que imparte la justicia tradicional solo se ingresaron 
114,183 asuntos nuevos más en diferencia de la utilización de los masC 
como impartidores de justicia en lo que fue del año, en tanto se conclu-
yeron con una diferencia de 36,299 casos de la justicia tradicional. 

Para el 2024 en Jalisco, de enero a agosto de los masC se ingresaron 
12,272 nuevos expedientes, y derivados a su validación la cantidad de 
21,472, dichos que se toman en cuenta de centro público y privados.

Ahora bien, a fin de comprar datos dentro del sistema jurídico mexi-
cano para el 2023 las estadísticas resultaron que en cuanto a la justicia 
tradicional de primera instancia se ingresaron la cantidad de 229,568 
nuevos casos a resolver, por tal ese año se concluyeron la cantidad 
163,855, considerando los 12 meses del año, para el 2024 de enero se 
obtuvo la cifra de 19,547 nuevos, concluyendo ese mes 12,768 asuntos. 
Ante los masC del mismo año 2023 se acumularon de nuevo ingreso la 
cantidad 326,717 controversias a resolver mediante estos medios. 

Para enero del 2024 se obtuvieron 27,467 nuevos expedientes. Como 
resultado de la comparación del año 2023, la justicia por medio de los 
masC gana, pues se recaba que 97,149 nuevos casos sobrepasaron la cifra 
de la justicia tradicional, y para el mes de enero 2024 las cifras marcan 
nuevamente una victoria de los masC con 7,920 nuevos casos en ese pre-
ciso mes.

Conclusiones
Para finalizar, la justicia es un derecho humano, el acceso y la adminis-
tración de dicho derecho es una obligación del sistema de gobierno, debe 
ser creador de las distintas instituciones y medios adecuados con el pro-
pósito de que los ciudadanos satisfagan un debido acceso a la justicia que 
por ley les corresponde, salvaguardando los intereses de las personas 
resolviendo altercados que se pudiesen presentar en su vida, ya que no 
solo están establecidos dentro de los parámetros normativos nacionales, 
sino en internaciones donde México es parte; además, la justicia es otor-
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gar por ley lo que le corresponde a cada uno de los individuos quienes la 
pretenden y diferenciar el acceso ante la administración es importante, 
ya que mediante dichos conceptos se logra identificar las tareas corres-
pondientes del estado, así como la tarea de los ciudadanos al ejercer su 
derecho.

El objetivo principal del presente estudio fue analizar la frecuencia 
de uso de los masC, en los estados Jalisco y del sistema jurídico mexica-
no, se comparan las cifras de los años 2023 y 2024, del mismo modo se 
habla de una de las formas de administrar justicia poco utilizada para 
los conflictos cotidianos, los antes analizados masC, se sabe que son un 
mecanismo de acceso a una justicia sin necesidad de pasar por un juicio 
con etapas tardías de litigio, sin costo, con amplia validez legal, dentro 
de los cuales se puede agotar las pretensiones de los conflictuados, don-
de ambas partes se escuchan y se encuentra una solución acoplada ante 
las dos partes.

Dado a que la parte fundamental de estos son el diálogo que resulte 
de la conversación que se lleva a cabo entre ellos, agotando las preten-
siones de cada uno, no siempre se trata de un ganar o perder, con la ayu-
da de estos medios alternativos se obtiene un arreglo beneficioso para 
todos, sin olvidar mencionar que conforme a ley se deben cumplir con 
requisitos previos.

Los masC, son de las formas más ventajosas por las cuales el Estado 
con sus operados de justicia puede administrar dicho derecho, se sabe 
que todo el sistema jurídico mexicano, como nación es un impulsador 
de la justicia alternativa, de las maneras en que se puede desahogar los 
conflicto individuales, sin embargo, resulta que la sociedad no los utiliza 
de manera frecuente, gracias las estadísticas que presenta las diversas 
instituciones administradoras de las mismas como lo fueron en el caso 
de Jalisco.

Derivados a los resultados anteriores se concluye que la forma de 
administrar justicia en Jalisco en la mayoría de los casos es por medio 
de la forma tradicional por lo cual son los juicios correspondientes a las 
diferentes áreas, donde se contempla materias como la civil, familiar, 
penal, entre otras, dado a que el estudio analizó los nuevos expediente 
generados en los años antes plasmados, así como los que resultados con-
cluidos, las causas no se clasifican dentro del presente artículo, por lo 
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que es tarea de una investigación de campo marcando un línea de inves-
tigación futura y profunda en busca de él porque dentro de este estado la 
cifra resultó más baja a comparación del estado de México. 

En el sistema jurídico mexicano resulta que la utilización de los masC 
sobrepasó las cifras de las otras formas de acceso a la justicia, el presente 
dato da pie a reafirmar los beneficios que se otorgan con la utilización de 
los mismo y al parecer en este estado los masC son un primer método a 
considerar para la solución de sus controversias por lo menos dentro de 
los año estudiados, lo cual se desprende el hecho de que los ciudadanos 
de ese estado obtienen justicia de manera pronta gracias estos medios 
alternos por lo menos dentro del periodo de estudio materia del presente 
artículo. 

Así mismo se propone, crear iniciativas con el fin de impulsar aún 
más los masC dentro del estado de Jalisco, analizar de manera profunda si 
en su caso existan mecanismos distintos para la impartición de justicia en 
el Estado de México, que a diferencia de Jalisco logre posicionar y prio-
rizar el acceso de justicia mediante los medios alternativos. La difusión 
de la existencia de los masC es fundamental para que la población pueda 
acudir a ellos, así como la capacitación de los facilitadores que participan 
en ellos, de la misma manera se debe proponer programas que faciliten 
el acceso a los antes mencionados medios de justicia.

Otra línea de estudio futura podría ser el hecho de buscar las ini-
ciativas y políticas públicas para que los masC sean empleados con más 
frecuencia en el estado de Jalisco, así como saber que el paso del tiempo 
afectará a los medios, su mantenimiento, a la vez su evolución conforme 
al avance de la tecnología, dentro de lo que cabe la justicia es un dere-
cho, por medio del cual la sociedad se regula, no se debe de pasar por 
alto la mejora de la misma.

Uno de los retos fundamentales del análisis fue el obtener las cifras 
con precises de la impartición de justicia, dado a que no estaban algunas 
actualizadas, así mismo, el procurar que las fuentes de información sean 
lo más actuales posible, pues es de gran importancia contar con informa-
ción real y renovada,  el tiempo así como la información y la sociedad 
están en constante cambio, derivado del reto es que se puede encontrar 
como es que los últimos 4 años se ha complementado las formas de estu-
dio del presente fenómeno de justicia.
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La Criminología como disciplina auxiliar 
para una cultura de paz

Criminology as an auxiliary discipline for a culture of peace.

daniela aMparo bernardino sánChez1

lorena Martínez Martínez2

Resumen
La Cultura de paz hoy ha tenido un mayor auge derivado que sus fines 

es lograr entre otros muchos la prevención de las violencias, la comisión de 
delitos y fortalecer para que en la sociedad pueda llevarse desde el respeto 
de los derechos humanos y la armonía entre sus habitantes. Por otra parte, 
la criminología surge como aquella disciplina auxiliar que va ayudar al De-
recho Penal para conocer aspectos de porqué se dan estas conductas además 
del estudio del propio delincuente, de tal forma que la criminología debería 
de ser considerada para poder identificar estos aspectos que les interesan a 
las autoridades y en ese caso ser un punto de referencia para poder prevenir 
la comisión de delitos o evitar situaciones que tengan como resultado la vio-
lencia. La presente investigación es cualitativa de tipo documental, induce a 
la reflexión de la criminología como una disciplina auxiliar para una cultura 
de paz al dar herramientas teóricas y lograr una sociedad pacífica libre de 
crimen. Reconocer que el estudio del comportamiento humano es un reflejo 
de la sociedad y los factores sociales, económicos, biológicos, psicológicos, 
educación, política y cultura, y como estos constituyen a aumentar o dismi-
nuir la probabilidad de que una persona llegara a cometer algún delito de 
cualquier tipo. Se concluye que la prevención del delito debe de estudiarse 
desde el enfoque de la Criminología fomentando la cultura de paz mediante 
políticas públicas con el objetivo de garantizar el derecho a la paz y a una 
sociedad libre de violencia.

Abstract
The Culture of Peace today has had a greater boom because its purpose 

is to achieve among many others the prevention of violence, the commission 
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of crimes and strengthen so that society can be carried from the respect for 
human rights and harmony among its inhabitants. On the other hand, cri-
minology emerges as that auxiliary discipline that will help Criminal Law to 
know aspects of why these behaviors occur in addition to the study of the 
offender himself, so that criminology should be considered to identify these 
aspects that interest the authorities and in that case be a reference point to 
prevent the commission of crimes or avoid situations that result in violence. 
The present research is qualitative documentary type, it induces the reflec-
tion of criminology as an auxiliary discipline for a culture of peace by giving 
theoretical tools and achieving a peaceful society free of crime. Recognizing 
that the study of human behavior is a reflection of society and social, eco-
nomic, biological, psychological, educational, political and cultural factors, 
and how these factors increase or decrease the probability that a person will 
commit a crime of any kind. It is concluded that crime prevention should be 
studied from the approach of Criminology promoting the culture of peace 
through public policies in order to guarantee the right to peace and a society 
free of violence.

Palabras clave
Criminología, disciplina auxiliar, cultura de paz

Key words
Criminology, auxiliary discipline, culture of peace

Introducción
Para la Comisión Nacional de Derechos Humanos (Cndh), la cultura de 
paz es promover y cuidar los derechos humanos, los valores como lo son 
la diversidad y la dignidad. Entendiendo que la paz no solo es que no 
haya delito, sino que también es el constante crecimiento y aplicación 
de acciones que tengan por objetivo mantener una convivencia pacífica, 
justicia social, educación, igualdad de género y contar con el apoyo de 
la sociedad en la búsqueda de llegar a una comunidad donde la paz y la 
justicia sean los actores principales por el bien común de todas las perso-
nas que habitan el territorio mexicano (Cndh, 2023). 

Actualmente en la sociedad está presente la delincuencia, la cual va 
en constante aumento de acuerdo a la información estadística peniten-
ciaria nacional para diciembre de 2024  se tenía una población total de 
235,197 personas privadas de la libertad siendo 221,348 hombres y 13, 
849 mujeres, en relación a la población en el año de 2020 en donde se 
tenía una población de 211,1544 personas privadas de la libertad, por 
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lo que es necesario  realizar un estudio que permita conocer las causas 
por las cuales ha ido en aumento la comisión de delitos, al realizar estos 
estudios en las personas que cometen el delito tendrá como resultado 
conocer su motivación para la realización del mismo o si este  si tiene 
alguna enfermedad psicológica que lo conlleve a la comisión de delitos 
y por ende estar en la posibilidad de darles un tratamiento adecuado, 
siendo estos uno de los objetivos de la criminología. Zambrano y Villavi-
cencio (2024). 

Ahora bien, la criminología es una disciplina que desde la antigüedad 
se ha utilizado como aquella que tiene la finalidad de comprender las 
circunstancias que les conducen a las personas a la comisión de conduc-
tas ilícitas, además de buscar la prevención de estas conductas como lo 
menciona Amaya (2024),  por otra parte, se considera que esta ciencia 
tiene un carácter multidisciplinario en virtud de que entra al estudio 
del delincuente pero también se apoya en otras ciencias como lo son la 
psicología, sociología, para identificar las reacciones de la sociedad ante 
estas situaciones.

Por lo que el objetivo de esta investigación es reflexionar que el es-
tudio y aplicación de la criminología para una cultura de paz en México 
puede coadyuvar a que se identifiquen aquellos aspectos que hacen que 
las personas cometan delitos, para que se pueda reducir la incidencia de-
lictiva, de tal manera que las autoridades correspondientes puedan aten-
der aquellos aspectos que conllevan a la comisión del delito pudiendo ser 
estos la falta de empleo, falta de valores en las personas, necesidad de 
las personas para satisfacer artículos de primera necesidad para subsistir, 
entre otros.

El presente trabajo de estudio partió de la consulta de diversas bases 
de datos tales como Google Académico, Scielo, donde se indago median-
te búsquedas en inglés, así como en vilex. Además, se manejaron ope-
radores booleanos como lo fueron las comillas (“”), AND y OR, además 
se seleccionaron las distintas fuentes de información consultadas dentro 
de la presente investigación, la realización de estos reforzó la búsqueda,  
donde se utilizó descriptores, tesauros, por ejemplo el perteneciente a 
la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura, entre otros, donde se exploró términos como:  Criminología 
y cultura de paz, Criminología Crítica, Derecho a la paz, Prevención del 
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delito, Criminología positivista, Criminología y paz, Agenda 2030, Dere-
cho humano a la paz, Cultura de paz, criminology and  right of peace, 
Human right of peace, Criminología para la paz y Cultura de paz como 
un derecho humano y Prevención del delito, conceptos principales que 
juegan un papel importante en el análisis de este estudio porque permite 
comprender cada uno de los conceptos para conocer su aplicación en 
este estudio.

Los documentos recuperados fueron seleccionados considerando la 
temporalidad teniendo como parámetro desde el año 2020 al presente 
año 2024 esto con la finalidad que los resultados obtenidos fueran actua-
les, la selección de la información se obtuvo de fuentes como artículos 
de investigación, artículos de difusión, de tipo normativo, de carácter es-
tadístico principalmente, por otro lado, el descarte de dicha información 
fue mediante una lectura del título (Loayza Maturrano, 2021).

Como siguiente filtro fue la lectura del resumen y la introducción 
esto nos permitió saber si la información plasmada en el texto nos sería 
de utilidad en nuestra investigación optimizando el tiempo. Gracias a 
que se llevaron a cabo fichas de trabajo en las que se colocaron datos 
que permitieron el análisis y la organización de las búsquedas (Loayza 
Maturrano, 2021).

Cabe señalar que en todo momento se siguió las consideraciones éti-
cas como el artículo 17 fracción I del Reglamento de la Ley General de 
Salud en Materia de Investigación para la Salud (1987) ya que en la 
realización de esta investigación no se corrió ningún tipo de riesgo físico, 
psicológico o social, dado que solo se realizó análisis de textos académi-
cos y con la información obtenida se generaron ideas, perspectivas y opi-
niones que se vieron reflejadas en esta investigación. De los textos en los 
que basamos este trabajo se citaron los autores apropiadamente según 
yo requieren los lineamientos de las Normas APA 7 de la Asociación Ame-
ricana de Psicología con el objetivo de respetar la propiedad intelectual. 

Desarrollo  
Criminología y cultura de paz
La criminología con relación al derecho penal ha tenido una evolución 
histórica, como lo menciona España (2021) la cual se divide en tres par-
tes, la primera de ellas es la etapa pre-científica, dentro de esta se divide 
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en dos direcciones una de ellas llamada clásica en donde la criminología 
tiene el fin de comprender su existencia ideológica, resaltando así los 
actores más importantes Beccaria y Benthan, entre las principales ideas 
sobresale que se deberían considerar las medidas preventivas de los de-
litos, así como el surgimiento de sustitutivos penales  de tal forma que 
sus aportaciones influyeron en las investigaciones criminológicas para 
valorar como se puede prevenir los delitos. y la otra dirección de la etapa 
pre-científica es que es calificada como experimental, ya que dentro de 
esta surgen investigadores teniendo como fin estudiar el crimen.

Ahora bien, en la segunda parte de la Criminología como lo explica 
España (2021) en denominada Etapa científica donde surge la Escuela 
positivista del Derecho penal, entre sus principales precursores encon-
tramos a César Lombroso, médico, Rafael Garófalo el Jurista y Enrique 
Ferri el Sociólogo, por lo que se considera oportuno hablar de cada uno 
de ellos.

César Lombroso era un médico italiano, tras una investigación en una 
cárcel en Milán, en el año 1876, en donde utilizó como laboratorio esta 
cárcel para examinar cráneos de delincuentes italianos y delincuentes vi-
vos, trayendo como resultado considerar que los delincuentes presentan 
características singulares y deferentes a los que no son criminales, de tal 
forma que establece una tipología del hombre delincuente, asociado con 
rasgos físicos con los hechos criminales, resultando de ello su tesis sobre 
el criminal nato Ascencio (2021).

Rafael Garófalo es considerado como uno de los representantes del 
positivismo criminológico, el consideraba que la criminología son aque-
llos conocimientos que tratan al crimen y al criminal, partiendo de que 
el delito y el delincuente deben tratarse en conjunto y que no pueden 
separarse, y en ese sentido la criminalidad debe abordarse tomando en 
consideración el aspecto psicológico y antropológico, proponiendo una 
clasificación de las penas de acuerdo a la gravedad de la conducta y la 
severidad de la pena, además consideraba al delito como aquel acto que 
va en contra de ciertos sentimiento o calores y por lo tanto este es un 
acto reprochable (Amaya 2024).

Enrique Ferri destacado autor de la escuela positiva, él pensaba que 
los fenómenos criminales tenían una explicación sociológica, es decir 
consideraba que no era una elección individual, sino que era una conse-
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cuencia de factores que al actuar se dan dentro de su entorno social es 
decir que se originan en la misma sociedad, por lo que hace una clasifi-
cación de los delincuentes a partir del método de la observación (Amaya 
2024).

César Bonnessana quien hacia una crítica a la implementación de las 
penas crueles que se daban en la antigüedad, así como los abusos de la 
ley en razón a la aplicación de la muerte y la tortura, considerando que 
estos castigos eran desproporcionados e infundados y por lo tanto no 
resocializaban al delincuente. Consideraba que la pena de muerte como 
medio preventivo era un fracaso en donde se aplicaba, siendo que en ese 
entonces la finalidad de la pena era correctiva e intimidatoria, por lo que 
él consideraba que al imponer un castigo debe de ser proporcional a la 
gravedad de los hechos cometidos y no contravenid a la dignidad huma-
na (Amaya 2024) 

Por ello Amaya (2024) considera que estos precursores de la  crimi-
nología han determinado grandes aportes al establecer algunos aspectos 
que permitan conocer la raíz de las conductas delictivas realizadas por 
los criminales, y que han existido desde la antigüedad hasta nuestros 
días, al ser estos resultados de esos estudios de la Criminología, se han 
podido identificar diversas perspectivas acerca del comportamiento cri-
minal, así como de aquellos medios que se pueden considerar para su 
prevención y castigo, siendo estas aportaciones las que han permitido 
mejorar los sistemas que se emplean hoy en día así como lo concerniente 
a la prevención del crimen y la implementación de la justicia penal.

Siguiendo en la clasificación de la tercera etapa de la Criminología 
es conocida como la moderna criminología de acuerdo a Amaya (2024) 
surge a partir de la lucha entre la Escuela Clásica y la Escuela Positivista 
de los siglos xviii y xix, creando tres disposiciones criminológicas del siglo 
xxi siendo las sociológicas, las biológicas y las psicológicas.

La disposición biológica, que va encaminada a un modelo en donde 
parte de la premisa de que el delincuente es un ser anormal y diferente, 
denominándose como principio positivista de la diversidad. En ella se 
busca saber el elemento que hace la diferencia en cada conducta en el 
delincuente al tiempo de cometer un delito.

Por otra parte, la disposición psicológica, pretende decir que la con-
ducta delictiva es derivada a procesos psíquicos, patológicos o normales, 
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de tal forma que se debe de analizar desde la psicología, la psiquiatría o 
la psicopatología en donde se busquen respuestas en el comportamiento 
humano en el inconsciente por medio del análisis introspectivo.

Y por último la disposición sociológica que considera el hecho delicti-
vo es respuesta al medio ambiente sociocultural, y también deriva como 
respuesta que se dan en el entorno social en donde vive el delincuente.

Ahora bien, esta evolución de la criminología nos permite conocer 
aspectos que han surgido del estudio de las causas por las cuales una 
persona comete el delito, yendo más allá de solo imponer un castigo,  
esta ciencia ha coadyuvado a que la imposición de penas sean justas 
valorando y entender las causas que lo origino, al conocer estas causas 
permite que pueda rescatar elementos que puedan prevenirse para evitar 
la comisión de más delitos de esa índole, por lo que este artículo preten-
de llevar a esa reflexión de que se identifique esas causas que conllevan 
a la comisión de los delitos y pueda realizarse trabajos de prevención 
mediante una cultura de paz en nuestras sociedades. 

El delito debe considerarse un acto repetitivo que depende de los me-
dios de control social hechos por las autoridades ya sea con la creación 
de políticas públicas, reglamentos o leyes esto con el objetivo de dismi-
nuir el crimen dentro de la sociedad, el autor Durkheim considerado 
uno de los pensadores de las ciencias sociales, el cual hizo aporte a los 
fenómenos sociales, cuando hacía referencia al crimen decía que era algo 
normal, en una de sus obras  denominada el suicidio, investigación que 
se puso en marcha a principios del siglo xx, en el cual estudia los factores 
sociales, culturales, y climáticos, puntos que considero para determinar 
cuáles eran los factores que determinaban a aquellas personas a privarse 
de la vida en ese tiempo. A través de sus obras pudo determinar que el 
derecho penal juega un papel importante en el ejercicio del propio esta-
do y en la vida de las personas (Rangel Solano, 2021).

Hablando de que la criminología puede aliarse con otras ciencias 
para el estudio del crimen para Durkehim la sociología es un comple-
mento importante para el estudio de los hechos sociales que se caracte-
rizan por tener la forma como se llevan a cabo, como se sienten, como 
se piensan, cuestiones que son exteriores al individuo y de las cuales son 
impuestas. Considera que un hecho social es algo externo al individuo y 
este tiene el poder sobre las personas para realizarlo de acuerdo a esos 
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factores que se presentan en la sociedad. Por ello sería importante que 
desde el estudio de la criminología y la sociología se estudiara cuáles son 
los hechos sociales que prevalecen y que son la causa de la comisión de 
los diferentes delitos que se presentan hoy en día.

Por otra parte, Durkheim hace la diferenciación entre lo normal y lo 
patológico pues considera que la figura del crimen en las sociedades es 
algo normal y lo patológico se refiere al aumento de la comisión de los 
delitos, es ahí donde surge un foco de atención ya que verlo normalizado 
resulta peligroso, porque se estaría aceptando la violencia y que esta sea 
parte de   nuestro diario vivir. Por lo que considera al delito como aquello 
que violenta a la sociedad y su impunidad tendría grandes consecuencias 
porque se estaría regresando a que la sociedad haga justicia por sus pro-
pias manos (Rangel 2021).   

Rangel (2021) hace referencia que actualmente nuestras sociedades 
se encuentran en una situación donde el crimen y la violencia se en-
cuentran en nuestro diario vivir, siendo que la presencia de la incidencia 
delictiva ha ido en aumento en varios estados de nuestro País. Por lo que 
se debe de atender desde la política criminal por parte de nuestras auto-
ridades y responder a esa necesidades de la sociedad, en donde se traba-
je por la prevención del delito, para ello manifiesta que Durkheim ante 
esta situación consideraba que la sociedad tendría que ser solidaria y de 
alguna forma actuar para mantener la paz social, que como miembros 
de una comunidad tuvieran un sentido de pertenencia a poder cooperar 
para lograr un bien común en donde prevalezca una cultura de paz.

De ahí que se hace esa reflexión en donde la participación ciudadana 
pueda colaborar, partiendo de los estudios que la criminología pueda 
determinar respecto a los factores que prevalecen en la sociedad que per-
miten la comisión de delitos  y que estos puedan ser visualizados y aten-
didos por las autoridades y por otra parte, los miembros de la sociedad 
desde el enfoque de poder implementar una cultura de paz en nosotros 
mismos puedan ser un factor importante para atender esos causas exter-
nas que conllevan a cometer un crimen, formar redes de colaboración 
entre los ciudadanos y autoridades sector empresarial para lograr tener 
entornos pacíficos.

En ese sentido la criminología es la ciencia que estudia el delito, el 
comportamiento delictivo, sus causas, reacciones sociales ante el mismo 
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y las políticas públicas dirigidas a su prevención, por ello, Integra cono-
cimientos de diversas disciplinas como la cultura, sociología, psicología, 
economía, derecho, biología y ciencias políticas, estas disciplinas en con-
junto e individualmente son de gran importancia como se mencionó en  
párrafos anteriores, podrían aumentar las posibilidades a que una perso-
na comenta algún crimen y también para las autoridades son factores a 
tomar en cuenta para la creación de estrategias. 

Ahora bien, como se ha identificado a la Criminología positivista en 
donde su estudio se centra en las causas psicológicas y biológicas del 
delincuente es que se sigue en la búsqueda de conocer nuevas explica-
ciones que intenten comprender el control social desde una visión de di-
versidad social y cultural, derivado a los cambios socioeconómicos y que 
han sido en desventaja a aquellos sectores menos beneficiados cultural y 
materialmente como lo refiere Solórzano (2024) de ahí deriva lo que se 
conoce como la criminología crítica o la nueva criminología en donde su 
enfoque es con una perspectiva macrosocial y política, tomando en con-
sideración aspectos que tiene que ver con la opresión de clases, desigual-
dades sociales la economía política, la desigualdad del derecho penal en 
donde se busca de acuerdo a estos aspectos lograr que se estructure una 
política criminal radical y alternativa.

Por ello en relación a lo que manifiesta Solórzano (2024) respecto a 
la criminología crítica en donde su estudio va encaminado a conocer la 
causas pero sobre todo dar posible soluciones al comportamiento del de-
lincuente en relación con condiciones sociales que son determinantes en 
ciertos sujetos, y por ende se debe de conocer las circunstancias sociales 
que conllevan el proceso de criminalización y en ese sentido identificar 
aspectos de desigualdad que se dan en los sistemas penales derivado a 
las clases sociales y al poder. 

Derivado de ello se debe de promover formas alternativas de control 
social, en donde debe haber un cambio respecto al derecho penal que sea 
un sistema dinámico de funciones donde se vea reflejado la producción de 
normas, su aplicación y la ejecución de la pena. De esta forma considera 
Solórzano (2024) debe analizar el sistema de valores, así como los compor-
tamientos que se dan en la sociedad hoy en día y después al delincuente.

Por ello el interés de que se pueda reflexionar en que la criminología 
debe de considerarse como aquella ciencia auxiliar que nos permitirá 
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conocer los factores que se dan en los entornos sociales de tal manera 
de que se pueda prevenir el delito utilizando mecanismos como la im-
plementación de una cultura de paz, políticas criminales enfocada en 
factores económicos, sociales y culturales y se busque la penalización de 
la conducta individual con otras alternativas.

Ahora bien desde la Criminología se considera que se debe de forta-
lecer con una política criminal, en donde el Estado tome medidas contra 
la delincuencia que afecta a la sociedad, desarrollando estrategias para 
bajar el índice de delincuencia, uno de los principales problemas que se 
tiene en las prisiones es que se ven rebasadas en población que las habi-
tan por el sistema de justicia, se ve con una carga de trabajo mayor a la 
que puede tener, el no tener un buen acompañamiento en este proceso 
de reinserción social complica la salida del centro y si lo logra, al salir 
se enfrenta con una sociedad donde existe el prejuicio y no se le brin-
dan oportunidades de trabajo, pero hace mención de que no solo ese es 
el problema sino radica en el aspecto social y cultural (Cabrera Dircio, 
2020). 

Luego entonces, la cultura de paz es una corriente filosófica que bus-
ca una manera de vivir en la que los valores como lo son el respeto, la 
tolerancia, igualdad, comprensión, solidaridad, diálogo, negociación y 
consenso, la dignidad humana, el respeto a los derechos humanos, la 
igualdad social, la equidad, una sana convivencia son los factores que 
construyen una sociedad con armonía, donde el bien común es el objeti-
vo (Lamas Meza y Cervantes Bravo, 2023).

La cultura de paz es un concepto promovido por organismos inter-
nacionales ya que es un tema que ha hecho que se unan fuerzas entre 
los Estados y las instituciones internacionales. La Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UnesCo) hace 
mención al conjunto de valores, actitudes y comportamientos que des-
aprueban la violencia en cualquiera de sus variaciones violencia física, 
psicológica, emocional, social etc. y busca resolver conflictos por medio 
del diálogo, negociación y el respeto mutuo (Lamas Meza y Cervantes 
Bravo, 2023).

La Declaración y Programa de Acción sobre una Cultura de Paz, adop-
tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1999, establece 
que esta cultura implica una serie de elementos clave, como la educación 
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para la paz, el respeto a los derechos humanos, la igualdad de género, la 
participación democrática, el desarrollo sostenible y la libertad de expre-
sión (Lamas Meza y Cervantes Bravo, 2023).

La cultura de paz se concluye que la idea de que la paz no es simple-
mente la ausencia de conflicto armado, sino un estado positivo en el cual 
se promueve la justicia, la igualdad, el respeto mutuo y la cooperación. 
La cultura de paz se manifiesta en diferentes niveles desde las relaciones 
personales y familiares hasta las interacciones a nivel internacional. Im-
plica la resolución pacífica de conflictos, el respeto a los derechos huma-
nos, la inclusión social y la promoción de la educación y la comprensión 
intercultural.

La idea que tiene el Estado en el derecho penal como un medio para 
llevar a cabo la justicia podría verse como que existe un monopolio ya 
que el propio Estado es el encargado de la investigación, persecución, de 
las personas a quienes habrá de aplicarse alguna sanción, sin olvidar que 
también es el encargado de subsanar el daño a la víctima y mantener el 
orden social (Lamas Meza y Cervantes Bravo, 2023).

La ley de Cultura de paz del Estado de Jalisco (2021) reconoce el 
derecho a la paz como un derecho humano, ya que se centra en el desa-
rrollo económico, social y cultural de la sociedad como un medio para 
satisfacer las necesidades de las personas, el respeto a los derechos, la 
dignidad humana, esto no solamente aplica en tiempos de conflictos ar-
mados, el de la paz tiene como objetivo, satisfacer las necesidades de las 
personas, quitar la violencia estructural ya que por ella surgen las des-
igualdades sociales y económicas, desaparecer la violencia cultural, y ga-
rantizarles el respeto a los derechos humanos sin discriminación alguna.  

De lo anterior partimos que la Criminología al ser una ciencia que 
busca encontrar aquellos aspectos tanto sociales como culturales que 
conllevan a la comisión de los delitos como se ha descrito en párrafos 
anteriores, para desarrollar estrategias que prevengan el crimen,  para 
lograr una sociedad libre de violencia y que prevalezca entonces así el 
respeto a los derechos humanos para vivir en armonía, es por ello que 
la Cultura de Paz coinciden al tratar de satisfacer necesidades de las 
personas, identificando derechos y tratando de evitar se susciten actos 
violentos y coincidiendo que esto deriva de aquellas desigualdades socia-
les y económicas que se presentan en la sociedad, por ello es importante 
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plantear que ambas tienen objetivos que es lograr la recomposición del 
tejido social y por otra parte que sea un común denominador la felicidad 
de una sociedad la cual aspira una mejor calidad de vida y por lo tanto 
todas aquellas acciones estuvieran encaminadas a lograrlo.

Derivado de ello, como lo menciona Dircio (2019) es importante que 
señalar que no solo al Estado le compete, sino que se sigue con esa falsa 
idea que solo a él corresponde dar solución, por lo que considera se debe 
de llevar un proceso cultural en la sociedad, de tal forma que como ciu-
dadanos hagamos valer nuestros derechos y cumplir nuestras obligacio-
nes que tenemos de tal forma que se cumpla uno de los fines del Estado 
como lo es el bien común.

Conclusiones 
Derivado a los estudios de la ciencia de la Criminología como se mencio-
nó se denota que los aspectos que conllevan a la realización de delitos 
se identifican que impactan en aspectos político, social y económico, por 
ello es urgente que se haga una concientización en la ciudadanía para 
que pueda implementarse el diálogo, la utilización de los mecanismos al-
ternativos de solución de conflictos, el respeto de los derechos humanos, 
una sociedad responsable que permita ser consciente de sus derechos y 
sus obligaciones.

El delito es un problema social que afecta a todas las personas en la 
sociedad, y que genera consecuencias negativas no solo para las víctimas 
y a los delincuentes, sino que también tiene un impacto en la comunidad. 
Es necesario buscar estrategias que permitan prevenir y atacar el delito de 
manera eficaz, apegada a los derechos humanos y a las garantías de todas 
las personas. Por ello la criminología puede contribuir a la prevención 
del delito tomando en consideración que puede identificar los factores 
que ponen en riesgo a la comunidad y de protección que influyen en el 
comportamiento delictivo, puede crear estrategias de prevención dirigi-
das a la sociedad y con ello prevenir la aparición de conductas delictivas y 
buscar la no repetición de las mismas y por último permite colaborar con 
el Estado y con las autoridades a fin de crear políticas públicas y políticas 
criminales derivado de los estudios realizados desde esta disciplina. 

En ese sentido, se debe considerar a la Criminología como una cien-
cia que puede ser auxiliar a la cultura de paz, partiendo de que mediante 
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su estudio de los factores que conllevan a la comisión de un delito sien-
do estos aspectos sociales, culturales y económicos, reflejan la forma en 
cómo se presentan, de tal forma que si se parte del objetivo de la Cultura 
de paz en donde busca es implementar aquellas acciones para mantener  
una sociedad libre de violencia, de conflictos en donde se disminuya la 
incidencia delictiva al implementar estrategias encaminadas al diálogo, 
la resolución de conflictos, el respecto a los derechos humanos y al dar la 
Criminología esos referentes de las causas que permiten la comisión del 
delito es que se considera oportuno sean aliadas a poder auxiliarse para 
lograr una sociedad segura libre de violencia y en el trabajo conjunto con 
el Estado le permita establecer las políticas criminales y políticas públi-
cas en beneficio de la sociedad.
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El derecho ambiental con un enfoque 
académico, perspectiva interna desde la 

normativa universitaria
Environmental law with an academic approach, an internal 

perspective from the university regulations
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Resumen
En el presente estudio se aborda un análisis enfocado en la materia de 

derecho ambiental relacionado con los derechos y obligaciones de la co-
munidad universitaria, a través de la revisión de las normas propias de la 
legislación interna dentro de la normativa universitaria, aquellos códigos y 
reglamentos existentes que tienen una relación directa con las leyes ambien-
tales, tanto nacionales como estatales, pasando también por los reglamentos 
municipales en la materia, que tanto influyen dentro del marco institucional 
del centro universitario para la correcta conservación de los recursos natura-
les y todo lo que ello conlleva, la importancia que tiene el visibilizar dentro 
de los participantes mediante las actividades de retribución social para un 
mayor conocimiento al respecto, además de aportar lo necesario para ge-
nerar un impacto positivo al medio ambiente dentro de la infraestructura 
universitaria y, por consecuencia, en la sociedad en general, todo a partir de 
un análisis documental que se hizo del tema.

Abstract
In this study an analysis focused on the subject of environmental law re-

lated to the rights and obligations of the university community, through the 
review of the rules of internal legislation within the university regulations, 
those existing codes and regulations that have a direct relationship with 
environmental laws, both national and state, also passing through the mu-
nicipal regulations on the subject is addressed, The importance of making 
visible within the participants through the activities of social retribution for 
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a greater knowledge in this regard, in addition to providing what is neces-
sary to generate a positive impact on the environment within the university 
infrastructure and, consequently, in society in general, all from a documen-
tary analysis that was made of the subject.

Palabras clave
Derechos ambientales, legislación, recursos naturales, universidad.

Key words
Environmental rights, legislation, natural resources, university.

Introducción
La presente investigación es la aportación de una actividad dentro del 
marco del plan de estudios del posgrado, como lo es la retribución social, 
la cual es un instrumento de divulgación y difusión del saber científico 
enfocado en planes educativos de estudios superiores de posgrado en el 
territorio nacional (Hernández, 2023), donde se busca contribuir, me-
diante actividades de diversa índole, a la difusión de temas de relevancia 
social enfocándose de forma principal en la comunidad universitaria, con 
lo anterior se pretende crear conciencia de los distintos temas que con-
forman esta actividad, enfocándose la presente en el derecho ambiental, 
para así contar con una información completa, eficiente y suficiente al 
respecto y con la cual se busca que exista la sensibilización necesaria que 
pueda lograr la obtención de las metas y los objetivos de esta actividad.

El derecho ambiental, se podría definir como el conjunto de normas 
que va dirigido a la conservación del hábitat humano a través del control 
de la contaminación y el garantizar que los recuros naturales tengan 
un uso que sea sostenible y de los medios en como la biosfera sirve de 
refuerzo a la vida (Lozano Cutanda, 2016), ha emergido como una gran 
disciplina para preservar y proteger los recursos naturales y el medio 
ambiente. En el ámbito académico, su relevancia es aún más notoria, no 
solo por el impacto que tiene de forma directa en la formación de profe-
sionales conscientes y comprometidos, sino también por su influencia en 
la creación de políticas y normas que rigen la formación durante la vida 
universitaria. La Universidad de Guadalajara, como una de las institucio-
nes de educación superior más importantes de México, ha desarrollado 
un conjunto de códigos internos destinados a promover la sostenibilidad 
y la responsabilidad ambiental entre la comunidad universitaria.
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Este trabajo tiene como objetivo analizar el derecho ambiental 
desde una perspectiva académica, enfocándose de manera específica 
en la normativa interna existente dentro de la Universidad de Guada-
lajara. Mediante este análisis, se pretende ofrecer una visión integral 
de cómo estas regulaciones no nada más cumplen con las leyes nacio-
nales y locales en materia ambiental, sino que también se adaptan y 
responden a las necesidades propias de la comunidad universitaria. Al 
estudiar los fundamentos, objetivos y aplicaciones prácticas de estos 
reglamentos, se busca resaltar el rol que tiene la universidad en la 
formación de una cultura ambiental sólida y sostenible en el ámbito 
social en general.

En ese sentido, este estudio no solo indaga en la estructura normati-
va de la universidad, sino que también evalúa su efectividad y propone, 
según sea el caso, posibles mejoras para fortalecer su compromiso con 
el medio ambiente, el cual tiene como objetivo proporcionar aquellos 
recursos que se necesita para la supervivencia del ser humano, lo cual 
incluye la calidad del aire, agua limpia y potable, la biodiversidad y todo 
lo que con eso conlleva (Gómez Rodríguez, 2023). La investigación se 
centra en la relevancia de la educación en materia de medio ambiente 
en el ámbito académico como una herramienta de importancia para en-
frentar los desafíos ecológicos del siglo actual y en la demanda creciente 
al respecto, y cómo las instituciones educativas, a través de sus políticas 
internas, pueden liderar este esfuerzo de cambio.

El crecimiento desmedido de las actividades del ser humano y su per-
petuo impacto al medio ambiente han generado una crisis ecológica en 
forma global, la cual exige respuestas y soluciones efectivas desde todos 
los sectores de la sociedad, no obstante que, se han observado avances 
en cuanto a la legislación ambiental, al punto de que se han promulga-
do leyes y reformas a las mismas que incluyen métodos para la defensa 
del medio ambiente (Revuelta, 2022). En tal sentido, las instituciones 
educativas, como la Universidad de Guadalajara (UdeG), desempeñan 
un papel de suma consideración en la formación de ciudadanos con un 
sentido de responsabilidad reforzado en la implementación de prácticas 
sostenibles en sus diferentes actividades que ayuden a mitigar los daños 
ambientales actuales que se han venido arrastrando tiempo atrás. No 
obstante, la creación y aplicación de las normativas y políticas que exis-
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ten dentro de los reglamentos o códigos universitarios enfrentan diver-
sos retos y desafíos que requieren de un análisis completo.

En un primer plano, la efectividad de los citados reglamentos o nor-
mas universitarias de carácter ambiental, lo cual se entiende como el 
correcto funcionamiento de las mismas de acuerdo al objetico para el 
que fueron creadas, dependen del enfoque en el que se encuentren di-
reccionados en cuanto a las realidades y necesidades específicas de la 
comunidad universitaria. Dicha normatividad debe ir más allá de lo es-
trictamente interno, que no solo quede limitado al impacto que pueda 
tener dentro del marco regulado, sino también en el ámbito social en 
general, tomando el ejemplo de la normatividad local o federal referente 
a la adaptación de éstas con el fin de crear un compromiso serio sobre 
una correcta cultura ambiental efectiva, sin embargo, en la realidad mu-
chas de las veces estas regulaciones se quedan únicamente en el ámbito 
teórico, no entrando a la práctica de las mismas con acciones concretas 
que tengan un desenlace en términos sostenibles dentro de la comuni-
dad universitaria, lo anterior puede deberse a ciertas situaciones que 
van desde una falta de sensibilización y educación ambiental entre los 
integrantes de dicha comunidad, hasta una insuficiente asignación de 
recursos destinados a implementar políticas internas en la materia y una 
falta de seguimiento y evaluación de las mismas. 

Se necesita una sintonía al respecto de todo lo anterior que involucre 
a todos los personajes que forman parte de la comunidad universitaria, 
desde las autoridades universitarias, el personal académico, adminis-
trativo y operativo de los centros universitarios, hasta los alumnos que 
conforman la matrícula de los diferentes planes de estudios dentro de 
los campus, esto con el fin de promover prácticas sostenibles y una co-
rrecta cultura ambiental, sin embargo, lo antes mencionado se ha visto 
fragmentado por la falta de visión que obstaculiza llevar a cabo esta co-
laboración entre las partes involucradas, la inexistencia de una estrategia 
clara que pueda coordinar iniciativas en ese sentido, la falta de creación 
de proyectos ambientales dentro de la universidad limita la aplicación 
correcta de estas normativas ambientales.

Otro de los aspectos a recalcar es la necesidad de diagnosticar la 
efectividad de las regulaciones ambientales internas, un monitoreo cons-
tante que permita medir el impacto real que tienen las mismas en cuanto 
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a su objetivo de creación, de esta manera se tendría una ruta clara en 
el aspecto de realizar los ajustes necesarios para mejorar la eficacia de 
éstas, por esta razón, la universidad se enfrenta ante el reto de promo-
ver una participación más activa y comprometida, de la totalidad de los 
miembros que constituyen la comunidad universitaria, en cuanto a los 
temas ambientales, para que las regulaciones ambientales tengan el im-
pacto deseado,   para así, de acuerdo a (Rodríguez García, 2018) donde 
menciona que lo más significativo del derecho ambiental es el hecho 
de ser garante en los temas de sostenibilidad del mundo y es percibido 
como un derecho que tiene en la actualidad la sociedad y de las futuras. 
Para lo antes mencionado es necesario que los participantes sientan que 
son involucrados y tengan así el sentido de responsabilidad de esta pro-
tección al medio ambiente, lo anterior implica no solamente la aplicación 
de normas claras y efectivas, sino también la publicidad y promoción de 
una cultura adecuada en lo ambiental que tenga coherencia y priorice la 
sostenibilidad y sustentabilidad en las actividades universitarias, tanto 
académicas como administrativas.

A partir de ello, se planteó como objetivo analizar la normativa inter-
na dentro de la legislación existente propia universitaria en relación con 
los temas ambientales y los principios de sustentabilidad y sostenibilidad 
y el impacto que esta reglamentación tiene con la formación académica 
en el sentido de una responsabilidad individual que afecte de manera 
positiva a la sociedad en general mediante las actividades de retribución 
social. Esto para responder a la interrogante sobre ¿cuál es la situación 
de la normativa interna dentro de la legislación existente propia univer-
sitaria en relación con los temas ambientales y los principios de susten-
tabilidad y sostenibilidad y el impacto que esta reglamentación tiene con 
la formación académica en el sentido de una responsabilidad individual 
que afecte de manera positiva a la sociedad en general mediante las ac-
tividades de retribución social?

Lo anterior considerando que, la rama del derecho que protege a 
la naturaleza ha ido obteniendo una importancia que cada día obtiene 
más relevancia con el paso del tiempo, esto debido a la urgencia que se 
tiene para enfrentar los retos y desafíos ecológicos contemporáneos que 
enfrenta el medio ambiente, de acuerdo con Le Clercq & Cedillo (2022), 
las políticas públicas en materia ambiental en México tienden a ser dé-
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biles en el ámbito institucional,  son insuficientes las capacidades de las 
instituciones que buscan cuidar los ecosistemas, tampoco para evitar el 
deterioro de los recursos naturales ni para garantizar las condiciones 
de que se pueda disfrutar del derecho humano a tener un sano medio 
ambiente como se establece en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en su artículo cuarto. 

Con base en un estudio realizado por los autores antes citados, deno-
minado iGi-amb (Índice Global de Impunidad Ambiental México 2020), el 
cual integra 42 indicadores que se concentran en cuatro aspectos analí-
ticos que tienen un peso idéntico en el modelo, los cuales son la capaci-
dad institucional, degradación ambiental, crimen ambiental y estrategia 
intergeneracional, la respuesta del estudio arrojó que los estados se en-
cuentran muy abajo del puntaje máximo alcanzable en cuanto al índice, 
el cual es de cuatro, la media nacional fue de 1.93, por ejemplo, el estado 
de Colima obtuvo un puntaje de 1.59, Durango 2.31. En tal sentido, a 
consecuencia de lo anteriormente mencionado, las instituciones de edu-
cación superior tienen un papel fundamental en el desarrollo de una 
correcta promoción a prácticas sostenibles y sustentables en la formación 
de ciudadanos con un sentido de responsabilidad y de compromiso con 
la protección del medio ambiente.

Existe una relevancia desde el ámbito jurídico en cuanto a la revi-
sión y el análisis de los reglamentos internos universitarios, esto resulta 
esencial para identificar fortalezas y debilidades en dichas normativas, la 
finalidad de esto es que, desde un aspecto interno, se desarrollen estra-
tegias académicas enfocadas en promover una mayor conciencia sobre la 
legislación en la materia en el entorno universitario, para así lograr esta 
corresponsabilidad que se necesita entre los estudiantes, el personal aca-
démico y administrativo y obtener esta sintonía necesaria para asegurar 
que las políticas ambientales no queden únicamente en el papel, sino que 
tengan consecuencias prácticas que se traduzcan en una mejor actitud y 
visión en relación con el proteger el derecho humano que se tiene para 
gozar un medio ambiente sano.

La investigación se centra en generar una contribución en la gene-
ración de conocimiento en el ámbito académico desde la disciplina del 
derecho ambiental, esta rama no es propia del estudio de los juristas, es 
un campo de estudio que es de observancia más general y que involucra 
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a todos los miembros de la sociedad, por lo tanto, esta relevancia social 
es de interés común, en ese sentido surge una necesidad de conciencia 
global de todos los habitantes y, más aún, desde el aspecto universitario 
donde, debido a estos razonamientos, distintas universidades han consi-
derado el hecho de que esta es una temática, como materia o contenido 
específico, es algo que deben dominar los egresados de las universidades 
(Narváez Montenegro, 2022).

Cabe señalar que, la presente investigación se realizó desde un en-
foque de tipo cualitativo, toda vez que el objetivo de este es explicar y 
analizar las respuestas generalizadas, con el objetivo de describirlas y 
así, constatar las hipótesis y poder obtener las conclusiones deseadas, 
dicho enfoque es propio de las ciencias sociales y pretende entender las 
acciones y significados de los hechos humanos (Guamán Chacha, 2021), 
descriptivo, con el objetivo de analizar la legislación existente interna 
dentro de la UdeG desde la perspectiva del derecho ambiental.  Se de-
sarrolló una revisión de la literatura relacionada, principalmente, a la 
materia ambiental, tales como las leyes existentes, de índole federal y 
estatal hasta los reglamentos municipales y las normas internas propias 
de las instituciones educativas. Lo anterior se hizo buscando en diferen-
tes bases de datos, por ejemplo, Redalyc y Google Académico mediante 
la utilización de los operadores booleanos para la obtención de material 
más específico que aportara la información necesaria para el tema en 
cuestión.

Desarrollo
La legislación ambiental dentro del territorio nacional ha progresado de 
forma considerable en los últimos años, demostrando un creciente in-
terés por la protección del entorno ambiental y el sano desarrollo de 
este. Para comprender de forma más clara este término de legislación 
ambiental es necesario recurrir a los inicios de la creación de estas leyes 
que, hasta el día de hoy, siguen rigiendo y protegiendo este derecho a un 
medio ambiente adecuado. 

De acuerdo con (Morales Espinosa, 2019), en 1972 empieza una or-
ganización administrativa por parte del Gobierno Federal para hacerle 
frente a las problemáticas ambientales del desarrollo con un enfoque 
evidentemente sanitario, a partir de ahí se crea la Subsecretaría para 
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el Mejoramiento del Ambiente, la cual dependía de la Secretaría de Sa-
lubridad y Asistencia, para el año de 1977 pasó la responsabilidad a la 
Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras Públicas. En 1982 la po-
lítica ambiental en el país comenzó a tomar un enfoque integral, lo cual 
provocó reformas y modificaciones constitucionales para la creación de 
nuevas instituciones y definir así, las bases legales y administrativas de 
las políticas proteccionistas del ambiente, por lo cual a partir de entonces 
se crea la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología. Después de una 
serie de avances, reformas, instituciones y desastres ambientales a lo 
largo de los años, se crea en el año 2000 la actual Secretaría del Medio 
Ambiente y Recursos Naturales (semarnat).

En México la legislación ambiental federal se rige a partir de lo cons-
tituido en el numeral 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual contempla al medio ambiente como un derecho del 
ser humano que corresponde a todos los habitantes gozar y al Estado 
proteger, como lo marca expresamente en la Carta Magna en el citado 
numeral.

La normatividad ambiental en específico se basa principalmente en la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, La lGee-
pa tiene como objetivo general la conservación y restitución del equilibrio 
ecológico y la defensa al ambiente en todo el territorio nacional, enten-
diendo al ambiente, de acuerdo a (Camacho Brindis, 1993) como los 
componentes biológicos que conforman el entorno natural en el cual se 
desarrolla la cotidianidad del hombre, no solo elementos como el agua 
y el aire, sino también el toda la fauna y la flora, a los cuales les es re-
conocido la honra de ser objeto de tutela en todas esas veces en las que, 
mediante ellos viene perseguida la protección de la salud del humano. 
Entre sus disposiciones más relevantes se encuentran:

• Instrumentos de Política Ambiental: la ley establece diversos ins-
trumentos de política ambiental, como la estimación del impacto 
ambiental, la alineación ecológica del territorio, la institución de 
áreas naturales debidamente protegidas y la regulación de emi-
siones contaminantes, esta política debe incluir esfuerzos adicio-
nales por parte de los gobiernos, esto con el fin de impedir los 
daños ambientales diversos existentes (Pérez Vásquez, 2020)
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• Participación Ciudadana: que busca fomentar la colaboración de 
la colectividad en la toma de decisiones de aspectos ambientales, 
promoviendo la transparencia y el acceso a la información, dicha 
cooperación es la participación activa de la sociedad civil, lo an-
terior no solo viene a fortalecer los cimientos de la democracia, 
también surge como un factor vital para el correcto cumplimiento 
entero del derecho al desarrollo (Rodríguez Casallas et al., 2024).

• Normas Oficiales Mexicanas (NOM): establece la creación de 
normas oficiales mexicanas para regular aspectos específicos del 
medio ambiente, como la calidad de los elementos tales  como lo 
son el suelo, agua y el aire, así como la gestión de residuos, estas 
normas tienen como objetivo determinar las condiciones mínimas 
necesarias que deben regir en las organizaciones en los temas de 
seguridad, salud, medio ambientales, prevención de accidentes y 
enfermedades mentales (Camiade & Pérez-Castrejón, 2023).

Otra de las leyes que complementan a la lGeepa en materia federal, es 
la Ley General de Vida Silvestre, la cual se enfoca específicamente en la 
preservación y el aprovechamiento sostenible de la vida salvaje dentro 
del territorio nacional, regula la protección de especies en riesgo de ex-
tinguirse, la caza y la pesca y la gestión de las áreas naturales protegidas. 
Dicha norma es la primera ley en México relacionada con la fauna silves-
tre, ha recibido una gran cantidad de reformas desde su promulgación la 
cual ha hecho que tenga un avance significativo en materia de protección 
ambiental y en específico a la fauna, por ejemplo, a inicios de 2006 se 
contaba solo con la restricción a la importación y/o exportación  dentro 
o fuera del país de ciertas especies, como primates y mamíferos marinos, 
a mediados de ese año, gracias a sus modificaciones, se restringió tam-
bién la comercialización para otras especies como las tortugas marinas 
(Salazar & García, 2021).

En otra de las leyes federales de carácter ambiental, se encuentra 
la Ley de Aguas Nacionales, la cual regula el consumo y resguardo del 
recurso hídrico en la República Mexicana, establece los principios para 
el aprovechamiento sustentable del agua, la protección de los cuerpos 
de agua y la gestión correcta de las cuencas hidrológicas, la cual es la 
que no tiene límites visibles físicos y el agua que corre por la principal 
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corriente, puede ser ocasionada por corrientes subterráneas (Cárdenas 
Santos et al., 2020), esta norma se ha buscado reformar e incluso suplir 
por alguna otra ley que regule y tutele el mismo bien jurídico, sin embar-
go, es menester aún, ahondar en el debate jurídico y gubernamental de 
las modificaciones pretendidas al marco normativo mexicano del agua 
en el país, lo anterior con el objetivo de analizar aquellos artículos donde 
sería más viable identificar algunos cambios de manera sustancial a la 
Ley y sobre todo que exista una intervención directa con la formación de 
conocimiento y la exploración en forma científica del vital líquido (Kuri 
et al., 2017).

Siguiendo con la legislación federal, se encuentra la Ley General para 
la Prevención y Gestión Integral de los residuos, dicha norma instaura 
las bases para evitar la generación, así como para la gestión, de los dese-
chos peligrosos y no peligrosos, promueve la disminución, reutilización 
y reciclaje de los residuos y regula la disposición final de los mismos, no 
obstante que esta ley fue promulgada desde el 2003, de acuerdo con (Ro-
sas Baños & Gámez Anaya, 2019), México, al igual que casi la totalidad 
de los estados que se localizan todavía en desarrollo y con una economía 
no favorable, presentan un pésimo manejo de los residuos, contrario a 
lo que se observa con los países de altos ingresos, donde sí se ha sabido 
resolver el problema del mal manejo de residuos, sin embargo aún no ha 
sido suficiente para disminuir el déficit ecológico.

Dentro del ámbito estatal, particularmente en el Estado de Jalisco, se 
cuenta también con la ordenanza en el tema ambiental que reglamenta 
dentro del territorio estatal, en un primer plano se cuenta con la Ley Es-
tatal del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, esta ley es el 
instrumento principal regulatorio en materia ambiental en Jalisco, esta-
blece las directrices para la protección ecológica y el beneficio sostenible 
de los recursos naturales en el estado, las principales disposiciones son:

• Evaluación del Impacto Ambiental: regula los procedimientos y 
requisitos para la valoración del impacto ambiental de proyectos 
y actividades en el territorio estatal.

• Ordenamiento Ecológico: establece la planificación del uso del 
suelo y la organización ecológica del territorio de acuerdo con las 
características ambientales de Jalisco.
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• Protección de la Biodiversidad: fomenta el mantenimiento de la 
biodiversidad y el manejo sustentable de las áreas naturales pro-
tegidas.

Otra de las leyes ambientales en el ámbito estatal es la Ley de Ges-
tión Integral de Residuos del Estado de Jalisco, esta ley, como su nombre 
lo dice, regula el manejo  de los residuos en el estado, promoviendo la 
minimización de la generación de estos, así como su aprovechamiento y 
disposición adecuada, contempla cuestiones para la gestión de los resi-
duos sólidos, urbanos, industriales y peligrosos, cabe recalcar que dentro 
de estos conceptos y los bienes que tutela esta norma, están relacionados 
directamente con la comisión de delitos ambientales, en el caso que estos 
residuos a los que hace referencia la ley, ocasionen o puedan ocasionar 
el fallecimiento o heridas graves a personas o bien, grandes afectaciones 
a la calidad del aire, suelo, animales, agua o plantas (Colás Turégano & 
Morelle Hungría, 2021). 

Dentro del marco legal estatal se encuentra también la Ley de Aguas 
del Estado de Jalisco, esta ley tiene como objetivo regular el uso, conser-
vación y administración del recurso hídrico en el Estado de Jalisco, dis-
pone las bases para el manejo de todas las cuestiones relacionadas con 
su bien jurídico tutelado, tales como cuencas, la protección de cuerpos 
de agua, así como la reglamentación de los servicios de agua potable y 
saneamiento.

Ahora bien, en cuestiones de índole académicas, la Universidad de 
Guadalajara ha desarrollado un marco normativo en materia ambiental 
que promueva la sustentabilidad y, desde luego, la protección del medio 
ambiente dentro de la comunidad universitaria, la UdeG, consciente de 
su compromiso con la sociedad, ha adoptado medidas a favor de la pre-
servación y defensa del entorno ambiental (Guillén et al., 2019).

La universidad, a lo largo del tiempo ha ido detallando una serie de 
políticas, programas e iniciativas relacionadas con los temas ambienta-
les, lo anterior de acuerdo a que los fines educativos que existen en la 
instrucción profesional de la universidad pública y en particular el refe-
rido a la incorporación de los temas ambientales, está presente en una 
gran parte de la actual discusión de la relación entre educación y socie-
dad (García et al., 2022).
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Una de las principales políticas dentro de la universidad es la Política 
Ambiental Universitaria, esta establece los principios y compromisos de 
la institución para la guarda y custodia del medio ambiente, se centra 
en promover las prácticas sostenibles, las cuales se obtienen siempre y 
cuando el aprovechamiento de los recursos ecológicos, en este caso los 
de la comunidad universitaria, se mantengan al interior de los límites del 
restablecimiento y el desarrollo natural (Zarta Ávila, 2018). Dichas prác-
ticas tienen que ser responsables en las diferentes actividades universita-
rias, tales como el ejercicio docente, la investigación y la extensión.

Existe también un concepto que se denomina como el Plan de Mane-
jo Ambiental, el cual es un documento que detalla las estrategias y las 
acciones específicas que la UdeG implementa para minimizar su impacto 
ambiental en lo general, este plan abarca diferentes áreas, como la ges-
tión de los residuos, el uso adecuado de la energía, el resguardo del agua 
y la protección de la biodiversidad.

De todo lo anterior se desprende que dentro de la institución exis-
ten ciertas normas internas que regulan la conducta y los conceptos en 
términos ambientales, lo anterior resulta importante debido a que, uno 
de los objetivos de la casa de estudios es promover, propiciar y generar 
las condiciones para cumplir con los objetivos y compromisos sociales 
que la universidad tiene para con la sociedad, esto se relaciona a que la 
educación profesional y con sentido ciudadano que imparte la UdeG, es 
crucial para el desenvolvimiento del país y contribuye notoriamente a 
la reducción de la brecha que existe socialmente, por tanto, impacta de 
forma positiva en materia ambiental (Rojas Paredes, 2019).

Esta normatividad universitaria responde a una serie de reglamentos 
y códigos que rigen dentro de la comunidad, los cuales son:

• Estatuto General de la Universidad de Guadalajara
• Código de Conducta de la Universidad de Guadalajara
• Código de Ética de la Universidad de Guadalajara
• Reglamento de Protección Contra la Exposición al Humo del Ta-

baco en la Universidad de Guadalajara

Estos reglamentos y/o códigos, son los que se buscó promover y visi-
bilizar mediante las actividades de retribución social por parte del pro-
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grama educativo de la Maestría en Derecho del Centro Universitario del 
Sur de la Universidad de Guadalajara, mediante talleres de información. 
La importancia de la retribución es para regresarle algo de valor a la 
sociedad, es poder lograr que los resultados académicos lleguen a la so-
ciedad en lo general, provocando así la participación de los estudiantes 
en la realización de planes y proyectos con el propósito de mejorar el 
bienestar social (Mora Cantellano et al., 2020)

La retribución social es como tal, una herramienta de compensación 
de los vínculos comunitarios en función del mutualismo o el apoyo co-
lectivo, la cooperación y la responsabilidad, esta responsabilidad social 
no debe limitarse solo a la cuestión en el sentido solidario, sino que debe 
estar también presente en cada acción que se emprenda, la UdeG cuenta 
con un eje de responsabilidad social universitaria y una calidad de vida 
que intenta armonizar y unificar las diferentes estrategias que ayudan 
a la consolidación y el mejoramiento de los hábitos adecuados de vida 
dentro y fuera del espacio de la comunidad universitaria (Hernández 
Ortíz et al., 2022).

Se realizaron estos citados talleres impactando de forma presencial a 
alrededor de 250 alumnos de distintos programas educativos dentro del 
Centro Universitario, todo esto con la finalidad de la referida retribución 
social y el compromiso y responsabilidad social antes referido por parte 
de la universidad, lo anterior se realizó dando a conocer a los estudiantes 
la normatividad arriba mencionada, en materia ambiental y la cual, para 
la gran mayoría, era desconocida, después de este proceso se visibilizó 
esta legislación universitaria y se realizaron los compromisos por parte 
de los universitarios de llevar esto más allá de lo institucional, realizar 
las actividades necesarias para ser los encargados del cambio y generar 
un impacto positivo en términos generales en la sociedad.

Pese a los avances en la legislación y la normativa universitaria en 
temas ambientales, la UdeG se enfrenta con varios desafíos en la imple-
mentación de sus políticas de sustentabilidad, concepto que surge como 
un proyecto social amplio para el correcto equilibrio del ecosistema social 
y la equidad socioeconómica en las comunidades (Mejía & Suárez, 2022).

Estos desafíos que presenta la institución son:
• Conciencia y participación: el reto de incrementar la conciencia 

ambiental, que se entiende como la actitud, las acciones y los 



92

\ revista universitaria de derechos humanos y cultura de la pazeleutheria

conocimientos sobre las consecuencias de las actividades del ser 
humano en favor o en perjuicio del equilibrio del medio ambiente 
(Rubina Ticlla et al., 2021). La colaboración activa de la comu-
nidad universitaria en las iniciativas de sustentabilidad es algo 
primordial para el éxito de las políticas ambientales mencionadas 
con anterioridad.

• Recursos (financieros y materiales): asegurar la disponibilidad 
de los recursos financieros y materiales adecuados es una parte 
esencial para la obtención de una implementación correcta de los 
proyectos y políticas ambientales, todo esto con el fin de cumplir 
con los costos ambientales, los cuales constituyen el recurso que 
se tiene que sacrificar para la consecución de un objetivo, de los 
cuales se contemplan el componente físico y el monetario (Roque 
et al., 2020).

• Adaptación al cambio climático: se entiende como cambio climá-
tico al proceso natural, que siempre ha estado en el planeta tie-
rra, que trae cambios drásticos y variables en relación al clima 
(Cardona Castaño et al., 2024), la universidad debe continuar 
desarrollando estrategias y acciones que le permitan adaptarse 
a los efectos del calentamiento global y que con esto apoye a la 
mitigación del mismo.

La Universidad de Guadalajara ha evidenciado un firme deber con la 
protección al medio ambiente y el promover la sustentabilidad a través 
de una buena política ambiental, legislación interna en la materia y di-
versas iniciativas y programas al respecto, no obstante de estos desafíos 
y retos, la universidad continúa caminando con pasos firmes hacia la 
creación de una comunidad universitaria más sostenible, más consciente 
y con conocimiento de la relevancia de preservar los recursos naturales y 
prevenir los daños a este, todo con el fin de mejorar los entornos en todo 
aspecto, el liderazgo que ha mostrado la UdeG sirve como un modelo de 
referencia para otras instituciones educativas, sobre todo de nivel supe-
rior, para reforzar el compromiso de integrar los conceptos como susten-
tabilidad y sostenibilidad, conceptos que, hasta el momento, no existe 
una distinción como tal en términos conceptuales claros entre estas dos 
palabras, sin embargo, el optar por buscar una de estas palabras y dejar 
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de lado a la otra, se pude ver limitada las perspectivas que se tengan 
entre ambas (Casas Toris et al., 2020).

Para entender un poco más sobre los conceptos de sostenibilidad y 
sustentabilidad, es necesario revisar la definición que se les da como 
conceptos separados, para así ver las posibles diferencias existentes entre 
ambos:

• Sustentabilidad: se centra en la idoneidad de las estructuras na-
turales y humanas para mantenerse y desarrollarse en el tiempo, 
este surge de la idea de que es posible un desarrollo que no agote 
los recursos naturales ni degrade el medio ambiente, este concep-
to resurge de la misma forma de pensar que domina en la gran 
mayoría de las sociedades (Almanza Valdés et al., 2023).

• Sostenibilidad: es aquello que complace los requerimientos de la 
generación actual sin que esto comprometa la forma en que las 
futuras generaciones harán para satisfacer sus propias necesida-
des de acuerdo su momento (Zarta Ávila, 2018).

Ambos conceptos son pilares esenciales en el derecho ambiental, pro-
porciona un marco conceptual y práctico para la creación de políticas 
que propicien la protección al medio ambiente, que este mismo sea equi-
tativo y duradero, mientras la sustentabilidad se enfoca principalmente 
en la capacidad de los sistemas para mantenerse en el tiempo, la sosteni-
bilidad se enfoca en el equilibrio de los aspectos económicos, sociales y 
ambientales, mantener una sana integración entre estos conceptos en las 
leyes ambientales y en las políticas públicas es crucial para enfrentar los 
retos y los desafíos ambientales para garantizar un próspero y equitativo 
futuro para la sociedad.

Conclusiones
A pesar de tener una normativa amplia, la implementación y cumpli-
miento de la legislación ambiental en México, en Jalisco y desde el ám-
bito académico en la UdeG, enfrentan varios desafíos, entre ellos se en-
cuentran la ineficaz aplicación de las regulaciones y el cumplimiento, 
esto es que la capacidad de las autoridades para castigar y asegurar el 
cumplimiento de la normativa es limitada, es necesario fortalecer las 
instituciones y brindarles los recursos suficientes para llevar a cabo sus 
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funciones de una forma eficiente que cumpla con los objetivos de crea-
ción de las mismas.

Otro aspecto es el de la educación y la concientización ambiental, 
esto se puede entender como la falta de conocimiento y visibilización 
que existe en la materia en la población y en diversos sectores económi-
cos, esto dificulta la implementación de prácticas sostenibles, por ello, 
resulta fundamental promover una mayor educación ambiental y fomen-
tar la participación ciudadana. Cabe señalar que, este trabajo tuvo como 
limitante que únicamente desde el aspecto de la revisión de la literatura 
en los diferentes repositorios de información, enfocándose en el ámbito 
federal en términos generales de la legislación ambiental y posterior al 
estado de Jalisco y a la normatividad universitaria propia de la UdeG.

Un desafío directo con el que se enfrenta es también el cambio climá-
tico, este cambio climático representa un reto adicional que requiere la 
adaptación de la legislación y la implementación de políticas específicas 
para mitigar sus efectos y adaptarse a sus impactos, lo cual resulta impre-
decible en muchos aspectos y puede llegar a ser una de las razones por 
las cuales no se cumple a cabalidad la normativa ambiental existente.

La legislación ambiental en México ha avanzado de forma signifi-
cativa, estableciendo un marco normativo que busca proteger el dere-
cho humano a un entorno ambiental adecuado y promover el desarrollo 
sostenible, sin embargo, es de suma importancia continuar reforzando 
la implementación y cumplimiento de estas leyes, así como impulsar la 
educación y participación social para enfrentar los desafíos ambientales 
actuales y futuros, la protección del medio ambiente nos lleva a una co-
rresponsabilidad que demanda la cooperación de todos y cada uno de los 
sectores de la sociedad para garantizar el derecho humano establecido y 
asegurar así un futuro sostenible para las generaciones que vienen.
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La constitucionalidad de la prescripción 
en la designación de beneficiarios cuando 

afecta los Derechos Humanos de un 
menor de edad

The constitutionality of the statute of limitations in the designation of 
beneficiaries when it affects the human rights of a minor.

león GerMán preCiado Morán1
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Resumen
En México, los menores de edad son reconocidos y protegidos por las 

leyes bajo diversos supuestos, entre ellos el ser designado como beneficiario. 
A partir de ello, se planteó como objetivo reflexionar sobre la prescripción 
del acto jurídico respecto al derecho de un menor de edad a ser designado 
como beneficiario de un trabajador fallecido por medio de un estudio cuali-
tativo documental, entre los resultados se aborda la relevancia de la figura 
de la prescripción extintiva y cómo ésta afecta el Interés Superior de la Ni-
ñez, la relevancia jurídica de los derechos humanos y como éstos obtienen 
la protección del Estado en grado constitucional donde el menor de edad 
es sujeto de derechos donde se limita su autonomía y requiere la asistencia 
de un tercero. Concluyendo que la prescripción extintiva afecta el derecho 
humano del menor a ser nombrado beneficiario de un trabajador fallecido, 
generando un posible acto de inconstitucionalidad.

Abstract
In Mexico, minors are recognised and protected by law under various 

assumptions, including being designated as a beneficiary. Based on this, the 
objective was to reflect on the prescription of the legal act regarding the 
right of a minor to be designated as the beneficiary of a deceased worker by 
means of a qualitative documentary study. The results include the relevance 
of the figure of extinctive prescription and how it affects the best interests 
of the child, the legal relevance of human rights and how these obtain the 
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protection of the State at a constitutional level where the minor is a subject 
of law whose autonomy is limited and who requires the assistance of a third 
party. Concluding that the extinctive prescription affects the human right 
of the minor to be named beneficiary of a deceased worker, generating an 
possible act of unconstitutionality.

Palabras claves
Prescripción jurídica, derechos humanos, Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, interés superior de la niñez, designación de be-
neficiarios.

Keywords
Legal prescription, human rights, Political Constitution of the United 

Mexican States, best interest of the child, designation of beneficiaries.

Introducción
En México, a partir de la reforma del 11 de junio de 2011, fecha en don-
de es publicada la reforma a 11 artículos de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, (CpeUm, 1917 ) destaca la introducción del 
concepto de los Derechos Humanos (dh) los cuales se ponderan sobre 
cualquier ley vigente en el territorio mexicano, y, se establecen una serie 
de mecanismos para la protección de estos; uno de los conceptos añadi-
dos dentro de esta reforma es el del Interés Superior de la Niñez (isn), el 
cual determina que los derechos de los menores de 18 años, expresados y 
protegidos en la CpeUm (1917) tienen preponderancia sobre cualquier ley 
que de alguna manera los limite o lesione, sea de fuero Federal o Estatal.

Dentro de la Ley Federal del Trabajo (lft, 1970), se contempla la 
prescripción extintiva de algunos derechos, que, al no ser ejercidos den-
tro de los plazos dictaminados por la ley, se pierden y su ejercicio se vuel-
ve imposible; uno de esto derechos es el de ser nombrado beneficiario 
cuando un trabajador fallece, dentro de los beneficiarios contemplados 
por la lft (1970) son los menores de 18 años, los cuales están sujetos a 
esta prescripción. Lo anterior pareciera denotar una contradicción entre 
la dictaminación de la prescripción extintiva de este derecho y el concep-
to de isn que marca la preponderancia de este último sobre cualquier ley.

A partir de ello, el presente trabajo tiene como objetivo reflexionar 
sobre la prescripción del acto jurídico respecto al derecho de un menor 
de edad a ser designado como beneficiario de un trabajador fallecido con 
la finalidad de indagar sobre la contraposición de derechos que represen-
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ta, ello por medio de un análisis documental que contribuye a exponer la 
necesidad y obligatoriedad de las autoridades en materia laboral de an-
teponer el isn sobre la prescripción extintiva al derecho de ser nombrado 
beneficiario de un trabajador fenecido.

Los datos generados se plasman a continuación a manera de apar-
tados que permiten desarrollar este manuscrito de la siguiente manera. 
Se parte de describir el método utilizado a partir del cual se presentan 
tres apartados sobre resultados, en el primero se expone sobre la ina-
lienabilidad de los dh de los menores de edad y la obligatoriedad de las 
autoridades mexicanos a protegerlos y de superponerlos ante cualquier 
ley vigente en territorio mexicano.

En un segundo apartado de resultados, se abordan los conceptos de 
prescripción extintiva y la extinción de derechos, la forma en la que es 
aplicada dentro de la lft (1970), así como los preceptos legales a ser con-
siderados para la designación de beneficiarios. Mientras que en el tercer 
apartado de resultados se confrontan los conceptos de prescripción ex-
tintiva de la designación de beneficiarios y el de isn y como la primera 
vulnera a la segunda y por tanto esta debería ser inaplicable y considerar 
a los menores de 18 años dentro del art. 520 de la lft (1970) como suje-
tos de la inaplicabilidad de la prescripción. Derivado de ello se presentan 
unas reflexiones a manera de conclusiones para finalmente presentar la 
lista de referencias consultadas.

El presente trabajo se realizó con un análisis cualitativo que a partir 
de la revisión de diferentes fuentes y el análisis empírico de casos que 
presentan la particularidad expresada en el mismo, en donde se trata de 
obtener un acercamiento y comprensión de la problemática que se plan-
tea. Se parte de un método cualitativo pues, según Jiménez, Domínguez 
(2009) “la investigación cualitativa es interpretativa; es el estudio inter-
pretativo de un problema determinado en el que el investigador es res-
ponsable de la producción del sentido” (p.41). Se seleccionó este método 
pues permite al investigador realizar el planteamiento de la problemática 
a partir del contraste de fuentes académicas y la observación de los casos 
que contienen esta particularidad, el enfoque de este tipo de investigacio-
nes parte de la interpretación y comprensión de los hechos sociales.

Las fuentes de investigación que se utilizaron fueron localizadas en 
buscadores tales como Google Académico, Scielo, Redalyc, los cuales a 
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partir de las palabras claves utilizadas como descriptores para obtener 
información tales como: prescripción extintiva en tema laboral, Interés 
Superior de la Niñez, Derechos Humanos, designación de beneficiarios, 
anteponiendo como temporalidad de 2020 al 2024.

Sin embargo, por la escasez de documentación en el tema de la pres-
cripción en tema laboral los resultados arrojados tienen una tempora-
lidad superior por ser un tema poco explorado, por lo que se recurrió 
a lecturas de temporalidad mayor, al realizar una búsqueda manual de 
autores que han trabajado el tema tales como Ariano (2014), Castilla 
(2011), Esser (1968), Fonseca (2004), Lapaz (2017), Sánchez (2016), 
Soledad (2007), Toledo, (2014), Vidal Ramírez. (2009), todos estos con-
tienen información de relevancia sobre el tema tratado. Los documentos 
seleccionados para soportar el presente se eligieron por tener el conteni-
do más acorde con la finalidad del mismo y por cumplir con la tempora-
lidad en los temas de isn y constitucionalidad de los DH.

También se utilizaron documentos normativos tales como la CpeUm 
(1917) y la lft (1970), en dónde se encuentran las legislaciones nece-
sarias para abordar los temas de interés plasmados en el presente do-
cumento. El presente trabajo se apegó a las normas establecidas en el 
manual de publicaciones de la American Psychological Association (apa) 
en sus apartados 1.23, 1.24, 1.25, 2.1, 2.2, 2.5, 2.6, 2.9, 2.10, 2.11, 2.12, 
2.13, 2.19, para proteger los derechos de autor y respetar los elementos 
que conforman un documento de carácter científico contenidos en estos 
apartados.

Desarrollo
La inalienabilidad de los Derechos Humanos de los menores de edad y la 
obligatoriedad constitucional de proteger y garantizarlos de las autoridades 
mexicanas
Los dh son y han sido un tema recurrente cuando se trata del quehacer 
jurídico; desde la promulgación de la Declaración de los Derechos del 
hombre y del Ciudadano, Francia, agosto 26 del año 1789, estos, los dh, 
no han dejado de ser tema de debate y de la búsqueda de su aplicación 
y protección (García Pérez, 2024). Es a finales del año de 1948, cuando 
la Organización de las Naciones Unidas (ONU) promulga la Declaración 
de los Derechos Humanos (ONU, 1948), éstos, los dh, se tornan en un 
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objeto jurídico de obligatoriedad (Esser Braun, 1968).
Es entonces que, para aquellos países que se suscriben a este órga-

no (Esser Braun, 1968) y, a través de diversos procesos de ratificación, 
que competen a cada uno de los Estados afiliados, se comprometen a 
proteger, respetar y difundir los compromisos plasmados en dichas de-
claraciones, siendo México uno de los Estados afiliados a este órgano. 
En el caso de México, es ratificada por el Poder Legislativo en el año 
de 1981.

El 11 de junio de 2011, sesenta y tres años después de la promulga-
ción de la Declaración de los dh y treinta desde su ratificación, entran en 
vigor los cambios realizados a 11 artículos de la CpeUm (1917), en donde 
resaltan los cambios de los tres primeros párrafos del artículo primero 
constitucional y, “se incluyen novedades importantes que muestran un 
nuevo panorama al derecho internacional de los derechos humanos, y, 
también, modifican el sistema jurídico mexicano al crear un bloque de 
constitucionalidad” (Castilla Juárez, 2011).

También destacan los cambios del artículo 133, en cuyo texto se per-
cibe la obligatoriedad, para los órganos jurisdiccionales y de las autori-
dades mexicanas, de acatar los acuerdos internacionales, colocados en 
grado constitucional y, por ende, sobre cualquier ley estatal o federal 
(Castilla Juárez, 2011). Lo anterior es importante porque señala que el 
isn debe de ser protegido por los órganos y autoridades del país (Castilla 
Juárez, 2011). 

En la legislación mexicana existe la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes (lGdnna), publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el día 4 de diciembre de 2014 (reformada el 27 de mayo 
de 2024). En su primer artículo, numeral I reconoce que niñas, niños y 
adolescentes “son titulares de derechos con capacidad de goce de estos, 
de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad” esto en los términos que establece el ar-
tículo 1ro. de la CpeUm (1917).

También en el Art. 4 de la ley en comento, se establece que “el interés 
superior de la niñez, es decir, la satisfacción de sus necesidades de alimen-
tación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral”, 
deben de ser prioritarias para el Estado, así, también, como eje rector de 
las políticas públicas que atañen a las niñas, niños y adolescentes.
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El concepto de isn es un principio multifactorial, lo que indica que con-
tiene una serie de criterios, y por tanto difícil de definir por esto y “actuan-
do bajo esta premisa es necesario una comprensión de manera objetiva, ya 
que existe el riesgo de que de manera individual se le dé un concepto que 
pueda ser correcto o incorrecto” (Santana Campas et al, 2021 pp 1-28). Lo 
anterior marca el riesgo de que las autoridades y/o tutores bases sus deci-
siones en criterios personales y no en estricto apego a derecho y en función 
al respeto del isn, pudiendo dejar en un estado de indefensión al menor.

La lGdnna (2014) y la CpeUm (1917) consideran a los menores de edad 
como sujetos de derechos con capacidad para gozar de los mismos, sin 
embargo, esto lo ejercen de forma limitada, ya que el menor de edad está 
imposibilitado para conducir su vida con total autonomía, colocando a 
instituciones y a terceros (padres y tutores legales) como salvaguardas 
del ISM (Hernández Domínguez, E. 2023).

Los órganos y terceros facultados para ejercer como salvaguardas de 
los Derechos de los menores de edad tendrán diferentes planos de ac-
ción. El Estado a través de su representante, asumirá la responsabilidad 
de firmar acuerdos y tratados en pro de la niñez, mismos que, en el caso 
de nuestro país, deben ser ratificados por los representantes del poder 
legislativo. En el plano jurídico, y dependiendo de la competencia, será 
el representante o titular del órgano jurisdiccional quien tomará las de-
cisiones que afecten al menor.

En el plano cotidiano, serán los padres o tutores reconocidos por la 
ley, quienes podrán tomar decisiones sobre el bienestar del menor como 
se señala en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
del Niño (ConUdn, 1989) que en su artículo 18 expresa que “incumbirá a 
los padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad 
primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación funda-
mental será el interés superior del niño”.

Lo anterior, permite evidenciar que cada esfera del menor de edad 
será afectada por las decisiones que terceros, ya sea un particular o las 
directrices de un órgano legislativo o jurisdiccional, tomen respecto al 
ejercicio de sus derechos, sin embargo, éstos están obligados a anteponer 
el isn aún sobre las normas que rigen los órganos jurisdiccionales y/o 
sociales cuando éstas sean violatorias de los derechos o integridad de los 
menores de edad (Samario Hernández, 2020).
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Aquí se presenta una problemática, pues al no ser el isn un concepto 
totalmente definido y multifactorial, y que, sumado a ello, el ejercicio 
dependerá no del titular del derecho, sino de órganos institucionales y 
terceros, y al no existir un concepto único de lo que compete al isn para 
abordar las decisiones que afectarán al menor de edad y una clara de-
finición del actuar del juzgador o guardián de los derechos del menor, 
se corre el riesgo de que las decisiones sobre el tema se trastornan dis-
crecionales, prevaleciendo las creencias y valores de quienes ejercen la 
tutoría o las directrices jurídicas de la materia en derecho que ejerza el 
órgano legislativo o jurisdiccional.

Ante esto y tratando de involucrar el sentir de los menores de edad, 
la Observación General del Comité sobre el Derecho del Niño a su Interés 
Superior, propone una serie de elementos (siete), a considerar cuando se 
trata de discernir sobre lo que al menor de edad le conviene en cuanto al 
ejercicio de sus derechos, y estos son: la opinión del niño, su identidad, 
la preservación del entorno familiar y mantenimiento de las relaciones, 
cuidado, protección y seguridad del niño, situación de vulnerabilidad, el 
derecho del niño a la salud y a la educación. 

Si bien lo anterior no es una directriz de carácter vinculatorio, si pue-
de ser tomada como una guía para ayudar al juzgador en la identifica-
ción del ism. Otro elemento más a tomar en cuenta al momento de tomar 
decisiones sobre el isn, es el concepto de la Autonomía Progresiva del 
Menor, la cual indica que éste, el menor, paulatinamente podrá ejercer 
sus derechos a plenitud, siempre que no existan elementos para imposi-
bilitar la autonomía del sujeto al alcanzar la mayoría de edad o antes de 
ella (Aguilar Domínguez, 2022).

Este concepto apela a la idea de que, conforme la personalidad del 
menor se va desarrollando, podrá comprender a mayor profundidad de-
rechos y obligaciones que le conciernen a la par que podrá asumir como 
propias las consecuencias de sus actos y decisiones y, por tanto, ser más 
partícipe, de forma activa, en las decisiones que afectarán su Estado de 
Bienestar.

Ahora bien, y tal como se ha manifestado en el presente texto, todo 
ejercicio de Derechos realizado por los menores debe de ser tutelado, ya 
por su familia, por tutores legales o por alguna instancia jurisdiccional 
pues, aunque la misma CpeUm (1917) y la lGpnna (2014) consideran al 
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menor de edad como titular de derechos, este, debe de ser protegido en 
apego al isn, tomándole en cuanto en la medida que éste pueda partici-
par en la toma de decisiones.

En el plano jurídico, tal como versa el artículo 18 de la lGpnna (2014) 
expresa de forma contundente que las autoridades mexicanas deben de 
anteponer el isn sobre cualquier ordenamiento, a la par que generar los 
mecanismos necesarios para salvaguardar los derechos de los menores, 
indudablemente, esto aplica a cualquier autoridad o legislación tanto 
federal como estatal y, en toda materia.

Nuevamente se observa cómo el Estado y sus diferentes órganos juris-
diccionales están llamados a fungir como garantes de la protección de los 
derechos de los menores de edad anteponiendo el isn en todo momento, 
y, de la misma manera, se observa que discernir este tema es complejo 
por la diversa cantidad de elementos, que la autoridad que interviene en 
temas que atañen al isn, debe de tomar en cuenta.

A pesar de esto, el juzgador o titular del órgano jurisdiccional, tiene 
varias directivas en las cuales apoyarse para garantizar que el isn sea 
garantizado; por un lado, cuenta con los siete preceptos, o elementos 
a considerar, propuestos por la Observación General del Comité sobre 
el Derecho del Niño a su Interés Superior, y, la ordenanza constitucio-
nal de anteponer los dh de niñas, niños y adolescentes, así como los de 
cualquier persona que esté en territorio mexicano, sobre cualquier ley o 
acción que los violente o se anteponga a lo expresado en la CpeUm (1917).

En el artículo primero de la CpeUm (1917) que a la letra expresa que 

los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tra-
tados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como 
de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece.

Con lo anterior, queda de manifiesto que toda autoridad y órgano 
jurisdiccional, legislativo o perteneciente al poder ejecutivo, que forman 
parte de la gobernanza, a la impartición de justicia y administración del 
país, están obligados a ser salvaguardas de los dh de las niñas, niños y 
adolescentes que están en territorio nacional, esto, con un carácter de 
superioridad jurídica de carácter constitucional que, pondera el isn.
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Por su parte, y gracias a los Tratados Internacionales firmados, y ra-
tificados por México, en materia de Derechos Humanos, los Derechos 
de las niñas, niños y adolescentes, abordados en el isn, son inalienables 
pue este principio, junto con el de universalidad, son piedra angular del 
Derecho Internacional sobre dh (oaCnUdh, 2024). Lo anterior refleja que 
en ningún momento podemos separar los dh fundamentales sin importar 
que sea un ordenamiento Federal o Estatal.

Prescripción del derecho a ser designado como beneficiario cuando un trabajador 
mexicano fenece

En temas de Derecho y su ejercicio, nos encontramos con la existen-
cia de dos figuras jurídicas cuya función es poner término a una acción 
jurídica o a un derecho, una que apela a la determinada cantidad de 
tiempo para la extinción de la acción o del derecho, y la otra, apela al 
tiempo posterior de la prescripción y sirve como defensa, como excep-
ción, ante una acción de índole legal (Sánchez Cordero, 2016); estas son 
la prescripción y la extinción.

La prescripción, responderá a la acción del no ejercicio de un derecho 
o de acción jurídica, que tiene como consecuencia la imposibilidad de 
ejercerlo después del tiempo que otorga la ley para hacerlo. En cambio, 
la extinción del derecho o de la acción es aquella en donde el sujeto de 
Derecho, renuncia de forma tácita o explícita a él o, que al momento de 
quererlo ejercer ya rebasó los tiempos otorgados por la ley para hacerlo. 
La prescripción presupone la existencia de la posibilidad de ejercer la ac-
ción jurídica o el Derecho, y la extinción presupone la terminación (por 
renuncia o prescripción) de la acción o del derecho (Fonseca Jaramillo, 
2004).

Los dos conceptos comparten la idea de la temporalidad, de fechas 
límites en que se puede hacer uso del derecho o ejercer la acción jurí-
dica; la prescripción impone una cantidad de tiempo que, a decir del 
legislador, considera justo para el ejercicio del derecho o acción jurídica, 
el cual, una vez terminado este periodo de espera, el derecho a ejercer la 
acción jurídica se extingue (Mantilla Espinosa, 2024).

La extinción comienza a contabilizarse después de que la prescrip-
ción tiene efecto, o, en su caso, cuando el resultado que busca el ejercicio 
de un derecho llega a su cumplimiento, por tanto, es correcto expresar 
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que una vez que el derecho o la acción jurídica prescriben, o llegan a su 
fin, esta se extingue (Puntriano Rosas, 2021).

La prescripción tiene un fin proteccionista en favor de quienes por 
cualquier circunstancia se ven envueltos en algún negocio jurídico con la 
obligación de resarcir algún daño o cumplir con alguna obligación de ca-
rácter jurídico, pero que están a la espera de que el afectado o beneficia-
rio, ejerza acción jurídica para reclamar su derecho (Toledo Filho, 2014).

Toledo Filho (2014), afirma que la prescripción es una forma de re-
nuncia tácita del sujeto con capacidad jurídica para ejercer un derecho, 
pues ante la indiferencia de éste para ejercer el reclamo de su derecho 
(sea por desconocimiento o simple desinterés), le lleva a perder los me-
canismos jurisdiccionales para el reclamo de este una vez agotado el 
tiempo marcado por la ley para el ejercicio de este (Toledo Filho, 2014).

En materia laboral, en México, la prescripción se contempla en varios 
supuestos, aunque en el presente artículo solo revisaremos dos, el pri-
mero se da al momento de la terminación de la relación laboral en uno 
de los supuestos contemplados en la lft (1970) cuando se presume un 
despido injustificado ante esto, la lft (1970) contempla varios supuestos 
en el que la parte patronal puede terminar la relación laboral, cuando 
estos supuestos no son cumplidos, se presume un despido injustificado. 

Cuando la parte trabajadora se encuentra en el supuesto menciona-
do anteriormente, tiene un periodo de prescripción para hacer valer su 
derecho a la reinstalación o a la indemnización por el supuesto despido 
injustificado (lft, art.47), en el caso de que éste, la parte trabajadora, no 
ejerza su derecho, la ley contempla su extinción por falta de interés.

El término de la prescripción queda estipulado en el art. 518 de la ley 
en comento y expresa que el tiempo para que el trabajador separado de 
su trabajo ejerza su derecho, ya de indemnización o de reinstalación, es 
de 2 meses computando al día siguiente hábil del que fue notificado del 
despido, si pasado este tiempo el trabajador no ejerce acciones jurídicas 
para reclamar su derecho, este se extingue por una supuesta falta de 
interés. El otro supuesto que es de interés analizar, el que nace por un 
riesgo de trabajo que conlleven a la incapacitación o fallecimiento del 
trabajador (Anaya Ojeda, 2021).

La lft (1970), en sus artículos del 472 al 509 especifica lo que es un 
riesgo de trabajo, las sanciones de este, excluyentes y obligaciones de 
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las partes involucradas y responsables (patrón, trabajador y órganos de 
gobierno competentes); entre sus supuestos, contempla la posible inca-
pacidad o el fallecimiento del trabajador por los riesgos propios de la 
actividad que desarrolla, así como los derechos que tiene el trabajador 
o sus beneficiarios, cuando encuadran en uno de estos dos supuestos 
(Anaya Ojeda, 2021). 

En este supuesto, la ley otorga un tiempo de prescripción bastante 
más extenso, contemplado en el art. 519, siendo de 2 años y que co-
mienza a computarse desde el momento en que se determine el grado de 
incapacidad para el trabajo o desde la fecha de la muerte de éste. El tér-
mino de la prescripción puede ser interrumpido cuando se presentan los 
siguientes supuestos contemplados en el art. 521 de la ley en comento, 
cuando hay una demanda u otra promoción ante tribunales. 

Si la parte obligada (para quien la prescripción corre como medida 
de protección) reconoce el derecho del sujeto a quien le prescribe el de-
recho, y/o cuando se presenta una solicitud de conciliación. Cuando lo 
anterior se acredita, el tiempo de prescripción no se extingue, sino que 
entra en un estado de suspensión el cual se reactivará cuando los supues-
tos antes descritos sean superados o se extinguen. (Anaya Ojeda, 2021).

Se percibe que dentro de los preceptos a ser tomados en cuenta para 
la suspensión de la prescripción no se mencionan a los menores de edad 
que puedan ser afectados por la misma, si bien no es un acto discrimi-
natorio como tal sobre los posibles afectados, los menores de edad, se 
observa la falta de mención y de un posible estado de indefensión.

Existen también supuestos en los que la prescripción, dentro de la lft 
(1970), son inaplicables, dichos supuestos se contemplan en el art. 520 
de la lft (1970), los cuales son: I, contra los incapaces mentales, hasta 
que se haya decidido su tutela conforme a la ley; y II contra los trabaja-
dores incorporados al servicio militar en tiempo de guerra. Nuevamente 
la falta de mención de menores de edad involucrados en algún tipo de 
negocio jurídico en materia laboral es palpable.

En otro orden de ideas, es menester que se defina quien es un be-
neficiario del trabajador para la lft (1970) y que derechos tiene; este 
concepto queda clarificado al revisar el art. 501 de la lft (1970) que en 
su contenido menciona en un primer momento que, cuando el trabajador 
fenece, tienen derecho a ser beneficiarios los menores de edad que acre-
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diten ser hijos o estar bajo la tutela del trabajador fenecido, los mayores 
de edad que tengan alguna discapacidad y que dependían económica-
mente del trabajador, los hijos que, teniendo menos de 25 años, pero que 
se encuentran en el supuesto de estar estudiando y la viuda o viudo del 
trabajador. (Anaya Ojeda, 2021).

También pueden reclamar este derecho los ascendientes del traba-
jador, entendido esto como padres o tutores legales que acrediten una 
dependencia económica del fallecido. Otro de los posibles beneficiarios 
es la persona que pueda acreditar que convivió como si fuera cónyu-
ge del finado durante al menos cinco años o con quien haya tenido hi-
jos, siempre y cuando las partes no hayan tenido una relación conyugal 
con alguien más durante el tiempo que duró el concubinato. En cuarto 
supuesto, pueden ser beneficiarios del trabajador fallecido el Instituto 
Mexicano del Seguro Social (imss).

La lft (1970) establece que quienes pueden realizar un reclamo como 
beneficiarios cuando el trabajador fallece dentro del supuesto de riesgo 
de trabajo; en el supuesto expresado en el artículo anterior se contempla 
a descendientes (menores de 18 años) junto con cónyuges en primer 
plano, a ascendientes en un segundo plano, en tercer plano a la persona 
con quien compartió una relación de convivencia marital de al menos 5 
años, o con quien procreó hijos y a dependientes económicos. Finalmen-
te, y sólo en el caso de falta de los sujetos contemplados en los supuestos 
anteriores, contempla como beneficiario al Instituto del Seguro Social. 
(Anaya Ojeda, 2021).

En el artículo antes mencionado, se prioriza a cónyuges y a menores 
de edad para que estos sean beneficiarios del trabajador fenecido, po-
demos presuponer que el legislador contempló y aplico la directriz de 
dar prioridad al Interés Superior de la Niñez al colocarlos en un primer 
supuesto, salvaguardando de esta manera este principio y los tratados 
internacionales que priorizan y anteponen a los menores de 18 años.

Como se observa en la exposición de la prescripción de este derecho, 
expresado en el art. 519 de la ley en comento, los supuestos beneficiarios 
tienen dos años, a partir de la muerte del trabajador, para hacer valer 
su derecho, en caso contrario, este derecho se extingue. A pesar de la 
prioridad que se les da a los menores de edad para ejercer las acciones 
jurídicas que le permitan acceder al derecho que tiene como beneficiario, 
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éste no queda exento de la extinción de su derecho por la figura de la 
prescripción.

Lo anterior, pareciera ser una contradicción entre el derecho que tie-
ne el patrón de ser protegido jurídicamente y el cumplimiento a los com-
promisos adquiridos por el Estado mexicano de proteger y priorizar el 
Interés Superior de la Niñez. Ante esto, se tiene que revisar si en verdad 
existe una contradicción jurídica que contrapone los derechos de los su-
jetos involucrados, y de ser así, jurídicamente cual se superpondría sobre 
el otro.

De igual manera, los supuestos que se toman en cuenta para la inapli-
cabilidad de la prescripción en el artículo 520, contemplan a los sujetos 
que están impedidos por la ley al ser incapaces mentales, no anticipa el 
estado de indefensión en el que se pueda encontrar un menor de edad 
al no poder ejercer sus derechos en plenitud y de forma autónoma y, que 
depende de un tercero.

La violación de los Derechos Humanos de los menores al prescribirles el Derecho 
de ser beneficiarios de un trabajador cuando este fallece y se encuentra en el 
supuesto de los artículos 472 al 477 de la lft

Una parte fundamental de los Derechos Humanos son los principios 
o características que les distinguen, estos son, principio de Universali-
dad, e Inalienabilidad, Interdependencia, Indivisibilidad, Igualdad y no 
Discriminatorios; dentro de los dos primeros principios expuestos aquí, 
se encuentra el principio de Inalienabilidad que impone la necesidad de 
volver a los Derechos Humanos irrenunciables e inseparables del sujeto 
que es receptor de los mismos. 

El derecho a la seguridad, al libre y adecuado desarrollo de las niñas, 
niños y adolescentes es irrenunciable y, partiendo de la supremacía del 
concepto del Interés Superior de la Niñez, por muy complicado y difícil 
que este sea de definir, prevalece sobre cualquier ley, disposición jurídica 
o reglamento que, de alguna forma, lastime o disminuya el mismo. (oaC-
nUdh, 2024)

Por su parte, la prescripción extintiva que afecta el derecho de los 
posibles beneficiarios de un trabajador fenecido elimina el derecho de 
éstos a acceder a este beneficio después de pasado el tiempo designado 
por el legislador (dos años), esto con el afán de proteger al empleador 
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de ser cautivo de una obligación que, en otro caso, podría ejercerse en 
un tiempo indefinido y, por ende, no se le otorgaría seguridad jurídica 
alguna. (Toledo Filho, 2014).

La prescripción extintiva, se estima como una medida necesaria para 
la protección de los derechos de la parte empleadora, pues otorga segu-
ridad jurídica a la parte sin que los derechos de los beneficiarios se vul-
neren dentro del tiempo en donde corre la prescripción extintiva (Toledo 
Filho, 2014); sin embargo, cuando esta protección afecta los derechos y 
vulnera el isn, por muy necesaria que sea la prescripción, se percibe un 
posible choque de derechos. 

Se observa en lo expresado anteriormente, que existan mecanismos 
que protejan a las partes involucradas en un negocio jurídico, en el caso 
que se analiza, estos son la fuente de trabajo, y la parte de los benefi-
ciarios que ampara la lft (1970) en su artículo 501, en este y los demás 
que apliquen, se expresa la relación que mantienen las partes y como 
cada una de ellas pueden ejercer su derecho y la forma en que la ley los 
protege, expresado de otra manera, ofrece el proceso por el cual deben 
de pasar el sujeto de derecho para acceder y ser designado como benefi-
ciario. (Anaya Ojeda, 2021)

En otro supuesto, en el caso del menor de edad, aunque este es sujeto 
de derechos, no puede ejercerlo en total autonomía, depende en gran 
medida de que, quien funge como su tutor, ejerza la acción necesaria 
para que el menor de edad acceda a ser designado como beneficiario. Si 
el tutor, por desconocimiento o negligencia, no ejerce los mecanismos 
para que el menor ejerza su derecho, el derecho de éste se extinguirá, 
vulnerando de esta manera toda la gama de derechos irrenunciables a 
los que puede acceder. (Aguilar Domínguez, 2022)

A través de las obligaciones que México ha adquirido al adherirse a 
los tratados internacionales de carácter vinculatorio, en donde éste se 
compromete a defender y colocar encima de cualquier ley el isn, las auto-
ridades del país están obligadas a priorizar este sobre cualquier ley que, 
de alguna manera vulnere el Estado de Derecho del menor (Rodríguez 
Almada, 2021), en este caso, al colocar la prescripción extintiva sobre 
el derecho del menor a ser designado como beneficiario del trabajador 
fallecido, no se cumple con la obligación del Estado adquirida en dichos 
tratados.
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En el artículo 4 de la CpeUm (1917) se establece que los menores de-
ben de ser protegidos por el Estado, y debe de asegurar que toda persona 
debe de gozar de alimento nutritivo, en porciones suficientes y de cali-
dad, proteger la salud, procurar un medio ambiente adecuado, vivienda 
digna y adecuada y acceso libre al deporte y esparcimiento. Sumado a 
esto, en la reforma del 12 de octubre del 2011, con las modificaciones y 
adhesiones a los párrafos sexto y séptimo se le da relevancia y garantía 
al isn. (Samario Hernández, 2020).

Ante esto, colocado en el contexto del presente trabajo, se puede ob-
servar una contraposición entre el isn y el artículo 520 de la lft (1970) 
en donde no incluye a los menores de edad como causal para que la 
prescripción no pueda correr o comenzar. La prescripción extintiva aten-
ta contra la seguridad alimentaria, el acceso a la salud, al sano esparci-
miento y deporte y a una vivienda digna del menor, pues, al extinguir el 
acceso a la compensación que se genera cuando, dentro de los supuestos 
que abarca la lft (1970) se considera que el trabajador falleció como 
consecuencia de un accidente laboral, extingue, la aportación en mone-
tario o especie que recibía del padre o tutor.

Los actos de inconstitucionalidad se general cuando se hace lo que pro-
híbe y cuando se deja de hacer lo que ordena, en un sentido más práctico, la 
constitucionalidad se vulnera de forma positiva, al realizar un acto o acción 
prohibido, o pasiva, cuando no se realiza la acción a la que obliga la cons-
titución, (Restrepo Tamayo, et al 2020); en el presente caso, parece obser-
varse que el legislador, al no contemplar el isn como supuesto para evitar 
que la prescripción extintiva corra, comete un acto de inconstitucionalidad 
negativo, pues en materia laboral no está normada la aplicación del isn.

En un segundo momento, el juzgador del órgano jurisdiccional de 
la materia puede cometer un acto de inconstitucionalidad positivo, al 
aplicar la legislación sin tomar en cuenta el isn. De acuerdo con Rodrí-
guez, Almada P. (2021) cuando un Estado forma parte de un Tratado 
Internacional, sus autoridades están obligadas a hacerlo valer aun sobre 
la normatividad vigente cuando ésta vulnera el contenido de dichos do-
cumentos. Cuando el juzgador da preponderancia a la legislación en ma-
teria laboral, en el supuesto de prescripción extintiva cuando esta afecta 
el derecho de un menor de edad, partiendo del análisis anterior, éste, el 
juzgador, comete un acto de inconstitucionalidad positivo.
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Todo lo anterior podría ser válido siempre y cuando el trabajador se 
encuentre en los supuestos contemplados en los artículos 472 al 477 y 
demás que apliquen, en donde se define y delimita lo que es un accidente 
laboral y éste tenga como consecuencia que el trabajador fenezca. (lft. 
1970). En otras palabras, si el trabajador no cumple con los requisitos 
que establece la normatividad, no existe obligatoriedad para la parte 
empleadora.

Por otro lado, la misma ley busca asegurar que, cuando un trabajador 
fenece, todos los interesados en ser designados como beneficiarios de 
este tengan acceso al mismo. La lft (1970) en su artículo 896 marca el 
procedimiento y los procesos para tratar de convocar a todos los posi-
bles interesados y que estos ejerzan su derecho; el tribunal hará uso de 
los medios que se marcan a partir del artículo 739 al 752, en donde se 
destacan los medios electrónicos y la publicación de este en las gacetas 
oficiales (Anaya Ojeda, 2021).

La misma lft (1970) establece que en caso de no seguirse los pro-
cesos y procedimientos establecidos en los artículos 739 al 752, el acto 
de la notificación no será válido, sin embargo, no establece que esto sea 
fundamento suficiente para detener el término de la prescripción extinti-
va del derecho a ser designado como beneficiario (Anaya Ojeda, 2021).

Siguiendo la lógica jurídica que indica que cualquier orden de grado 
constitucional y, cuando este tiene la obligatoriedad adquirida por los 
tratados internacionales ratificados por el congreso, tiene una suprema-
cía sobre cualquier ordenamiento legal, sin importar si es de rama fede-
ral o estatal (Rodríguez Almada, 2021), tendría el juzgador en materia 
laboral, en el supuesto analizado en el presente trabajo, anteponer el isn 
sobre los términos de prescripción extintivos en el caso de la designación 
de beneficiarios (Restrepo Tamayo, et al. 2020).

En el caso presentado, pareciera que se reúnen los argumentos nece-
sarios para contemplar un acto de inconstitucionalidad negativa por par-
te del aparente desinterés del legislador al normar sobre esta situación 
y arrojar luz sobre el mismo; por otro lado, parece ser que nos encon-
tramos ante un acto de inconstitucionalidad positivo cuando el juzgador 
antepone la litis normada sobre el isn (Restrepo Tamayo et al. 2020).

Recordando que los dh son inalienables, y que al estar contemplados 
en la CpeUm (1917) y en cuanto al tema de los dh que abarca el isn estos 
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tienen superioridad jerárquica sobre las leyes que rigen las diferentes 
leyes mexicanas, que, sin embargo, se ven vulnerados dentro de la legis-
lación mexicana por la omisión del legislador de establecer parámetros 
necesarios para establecer mecanismos de protección en lo que compete 
a la materia laboral.

A su vez, al no existir una legislación que aborde el isn en materia 
laboral que contemple y/o abarque este supuesto, el juzgador aplica a 
rajatabla la ley sin contemplar el isn, concretando de esta manera el acto 
de inconstitucionalidad de manera positiva pues realiza el acto prohibi-
do por el art 4 constitucional al ordenar contemplar y preponderar el isn 
sobre cualquier ley que pueda causar algún tipo de afectación sobre éste.

Amartya Sen (2009) plantea que la justicia no debe centrarse exclu-
sivamente en las normas formales, sino en las capacidades reales de los 
individuos para ejercer sus derechos. En este sentido por capacidades se 
debe de entender como la libertad efectiva que tienen las personas para 
alcanzar estados de bienestar. Al no poder ejercer de forma plena sus de-
rechos, la libertad de los menores para alcanzar un estado de bienestar 
es coartada. 

Desde esta perspectiva, la aplicación inflexible de la prescripción ig-
nora la desigualdad de oportunidades de los menores para reclamar su 
derecho. Para Sen (2009), la justicia requiere evaluar el contexto es-
pecífico y considerar las restricciones que enfrentan los menores para 
acceder a la justicia. Así, una legislación que no contemple excepciones 
para los menores de edad carece de una verdadera dimensión equitativa.

Por su parte, John Rawls (1971) sostiene que las normas deben es-
tructurarse para beneficiar a los sectores más desfavorecidos. Su con-
cepto de justicia como equidad se basa en dos principios fundamentales: 
la libertad básica de todos los individuos y la distribución equitativa de 
oportunidades y recursos. En este caso, una interpretación rawlsiana su-
geriría que la prescripción debe flexibilizarse cuando afecta a menores, 
ya que una sociedad justa debe garantizar que los niños tengan igual 
acceso a sus derechos sin barreras arbitrarias impuestas por plazos ad-
ministrativos. 

Dentro de su teoría, el principio de la diferencia” establece que las 
desigualdades económicas y sociales solo pueden ser justificadas si be-
nefician a los grupos más vulnerables (Rawls, 1971). Esto implica que 
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cualquier regla que genere una desventaja para ciertos sectores de la 
sociedad debe evaluarse en términos de su impacto en quienes tienen 
menos recursos o menos capacidad para hacer valer sus derechos. 

Aplicado al contexto mexicano, la prescripción del derecho a ser 
beneficiario de un trabajador fallecido puede representar una barrera 
estructural para los menores, quienes al carecen de medios y la autono-
mía para defender su acceso a prestaciones laborales de sus familiares 
fallecidos, no pueden hacer valer su derecho. Por lo tanto, desde la 
óptica de Rawls, la normativa debería reformularse para permitir ex-
cepciones que favorezcan a los menores, asegurando así que el sistema 
legal no reproduzca desigualdades injustas, sino que promueva una 
mayor equidad.

Conclusiones
El objetivo del presente trabajo es el de reflexionar, partiendo del estudio 
de diferentes fuentes, sobre el posible acto de inconstitucionalidad de la 
acción extintiva de la prescripción del derecho a ser designado como be-
neficiario en el caso de un trabajador que se encuentra en los supuestos 
contemplados en los artículos 472 al 477 de la lft (1970), en decir, cuan-
do éste fenece por consecuencia de un accidente laboral. Partiendo de la 
complejidad para recabar información y encontrar documentos idóneos 
sobre la prescripción laboral, (y sobre el tema de la prescripción extintiva 
en sí) que cumplimentara el supuesto temporal para realizar el presente 
trabajo, se concluye lo siguiente.

Se puede observar en los resultados que arroja la presente investi-
gación, que es certero afirmar que los dh de los niños, englobados en el 
isn son inalienables y, gracias a la firma y ratificación de los diferentes 
tratados internacionales en materia de dh, estos son protegidos en grado 
constitucional y las autoridades mexicanas están obligadas a ejercer y 
establecer mecanismos para su protección.

Por otra parte, en materia laboral mexicana, existe el supuesto para 
designar beneficiarios cuando un trabajador fallece como consecuencia 
de su labor, acto que obliga a la parte fuente de trabajo a indemnizar a 
quienes la ley contempla como posibles beneficiarios; este supuesto se ve 
afectado por la prescripción extintiva que, tal cual su nombre lo indica, 
extingue el derecho del posible beneficiario al término que la ley marca, 
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imposibilitando cualquier acción por parte de los supuestos beneficiarios 
a ejercer acción alguna.

Si bien la misma ley contempla los supuestos de inaplicabilidad de 
la prescripción extintiva, esto no se extiende para los menores de edad, 
a quienes la CpeUm (1917) protege y establece que ninguna legislación 
vigente que opere en territorio nacional puede vulnerarlos o limitarlos. 
En el presente caso, se observa que la prescripción extintiva vulnera el 
isn al extinguir el derecho del menor a ser designado como beneficiario 
del trabajador fenecido. Lo anterior genera actos de inconstitucionalidad 
tanto de forma positiva como de forma negativa. 

La poca legislación que existe en cuanto a isn dentro de la legislación 
mexicana en este tema abre la posibilidad de revisar, y reformar e la 
lft (1970); como ejemplo, se observa que en el artículo 519, que habla 
sobre la prescripción de este derecho, se podría agregar un apartado 
519 Bis, en donde se anticipe que, en caso de existir menores de edad, a 
éstos, el plazo de prescripción les es inaplicable hasta que estos alcancen 
la mayoría de edad o un tercero designado por la ley, ejerza el derecho 
del menor a su nombre.

Desde las perspectivas de Sen y Rawls, la prescripción del derecho a 
ser beneficiario de un trabajador fallecido no puede aplicarse de manera 
absoluta cuando afecta a menores, ya que esto genera una situación de 
injusticia estructural. Es necesario que la legislación mexicana establezca 
mecanismos que permitan excepciones basadas en el ISM, garantizando 
así una justicia efectiva y equitativa.

Por otro lado, se debe de realizar un estudio profundo para establecer 
mecanismos que protejan tanto el derecho del menor de edad, como el 
de la parte patronal a la seguridad jurídica a la par de buscar alternativas 
para que, en el caso de personas actuaran de mala fe para vulnerar los 
derechos de los menores de edad, sean responsabilizadas y se les obligue 
a resarcir los daños morales y económicos que pudieran haber causados 
sus actos.

El tema en sí mismo resulta complejo pues enfrenta dos derechos 
fundamentales, el de la parte patronal a tener certeza jurídica, y el de los 
que son englobados en el isn. Ante esto, la necesidad de investigar los al-
cances y repercusiones de este tema se plantean necesarios para quienes 
pueden estar dentro de los supuestos planteados en el presente trabajo.



116

\ revista universitaria de derechos humanos y cultura de la pazeleutheria

Referencias
Aguilar Domínguez. A. (2022). La capacidad jurídica y la patria potestad como impedimento 

para la autonomía progresiva de la niñez. Derecho Global. Estudios Sobre Derecho y Justicia, 
8(22), 73-113. https://doi.org/10.32870/dgedj.v8i22.378

Anaya Ojeda. F. (2023). Ley Federal del Trabajo Comentada. https://stunam.org.mx/46avisosim-
portantes/2023/pdf/02LeyFederaldelTrabajoComentada.pdf

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Diario Oficial de la Federación. México, 
México. 5 de febrero de 1917. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

Cornelio Patricio. V. Islas, Colín, A.  (2023). Los derechos de los niños en México. Ecos Sociales, 
11(31).  https://doi.org/10.19136/es.v11n31.5247

García Pérez. R. (2024). Las críticas coetáneas a la Declaración de derechos de 1789. Revista 
Historia Constitucional, 1(25). https://historiaconstitucional.com/index.php/historiaconsti-
tucional/article/view/994/178178549

Ley Federal del Trabajo. Diario Oficial de la Federación. México, México. 1 de abril de 1970. 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFT.pdf

Ley General de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes. México, México. 4 de diciembre 
de 2014. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf

Mantilla Espinosa. F. (2024). El fundamento de la prescripción extintiva. Revista Chilena de Dere-
cho Privado, (1), 221-248. https://dx.doi.org/10.32995/s0718-80722024720

Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. (2024). 
Clayton, Panamá. https://www.oacnudh.org/derechos-humanos/que-son-los-derechos-hu-
manos/

Organización de las Naciones Unidas. Convención sobre los Derechos del Niño. 20 de noviem-
bre de 1989. https://www.unicef.org/mexico/media/991/file/Convenci%C3%B3n%20
sobre%20los%20Derechos%20del%20Ni%C3%B1o.pdf

Organización de las Naciones Unidas. Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. 
26 de agosto de 1789. https://www.conseil-constitutionnel.fr/sites/default/files/as/root/
bank_mm/espagnol/es_ddhc.pdf

Organización de las Naciones Unidas. Declaración de los Derechos Humanos.10 de diciembre de 
1948. https://www.registrocivil.gob.ec/wp-content/uploads/2015/04/DECLARACION%20
DE%20LOS%20DERECHOS%20HUMANOS.pdf

Puntriano Rosas, C. (2021). La responsabilidad del empleador por accidentes de trabajo y en-
fermedades ocupacionales: retrospectiva y futuro. Giuristi: Revista de Derecho Corporativo, 
2(3), 50–72. https://doi.org/10.46631/Giuristi.2021.v2n3.04

Rawls, J. (1971). Una teoría de la justicia. Harvard University. https://www.academia.
edu/30312001/John_Rawls_A_Theory_of_Justice

Restrepo Tamayo, John Fernando, Vergara Cardona y Santiago Aicardo. (2020). Acción de in-
constitucionalidad por omisión legislativa relativa: un instrumento procesal constitucional 
para la protección judicial efectiva de los derechos fundamentales. Opinión Jurídica, 19(39), 
203-226. https://doi.org/10.22395/ojum.v19n39a9

Rodríguez Almada. P. (2021). La inconvencionalidad e inconstitucionalidad de las normas en 
materia de adolescentes en conflicto con la ley penal contenidas en la Ley N.° 19.889, san-
cionada por el procedimiento de declaratoria de urgente consideración. Revista de Derecho 
(Universidad Católica Dámaso A. Larrañaga, Facultad de Derecho), (23), 49-84. http://www.
scielo.edu.uy/scielo.php?pid=S2393-61932021000100049&script=sci_arttext

Samario Hernández. O. (2020). Familia junto al Interés Superior del niño en México. E Dialnet, 
18(35) 39 71. https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=7850853

https://doi.org/10.32870/dgedj.v8i22.378
https://stunam.org.mx/46avisosim-portantes/2023/pdf/02LeyFederaldelTrabajoComentada.pdf
https://stunam.org.mx/46avisosim-portantes/2023/pdf/02LeyFederaldelTrabajoComentada.pdf
https://stunam.org.mx/46avisosim-portantes/2023/pdf/02LeyFederaldelTrabajoComentada.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf
https://doi.org/10.19136/es.v11n31.5247
https://historiaconstitucional.com/index.php/historiaconsti-tucional/article/view/994/178178549
https://historiaconstitucional.com/index.php/historiaconsti-tucional/article/view/994/178178549
https://historiaconstitucional.com/index.php/historiaconsti-tucional/article/view/994/178178549
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFT.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf
https://dx.doi.org/10.32995/s0718-80722024720
https://www.oacnudh.org/derechos-humanos/que-son-los-derechos-hu-manos/Organizaci�n
https://www.oacnudh.org/derechos-humanos/que-son-los-derechos-hu-manos/Organizaci�n
https://www.oacnudh.org/derechos-humanos/que-son-los-derechos-hu-manos/Organizaci�n
https://www.unicef.org/mexico/media/991/file/Convenci%C3%B3n%20
https://www.conseil-constitutionnel.fr/sites/default/files/as/root/
https://www.registrocivil.gob.ec/wp-content/uploads/2015/04/DECLARACION%20
https://doi.org/10.46631/Giuristi.2021.v2n3.04
https://www.academia
https://doi.org/10.22395/ojum.v19n39a9
http://www
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=7850853


117

\ revista universitaria de derechos humanos y cultura de la pazeleutheria

Santana Campas, M. Rentería Sánchez, K. y Brito Mergalejo, R. (2021). Concepto actual del inte-
rés superior de la niñez en la legislación mexicana. Biolex Revista Juridica del Departamento 
de Derecho, 13(24), 1–28. https://biolex.unison.mx/index.php/biolex_unison_mx/article/
view/216

Sen, A. (2009). La idea de la justicia, (Hernando Valencia Villa, traductor) Tauro. https://www.
academia.edu/35846436/Amartya_Sen_La_idea_de_la_justicia?auto=download

https://biolex.unison.mx/index.php/biolex_unison_mx/article/
https://www




\ revista universitaria de derechos humanos y cultura de la pazeleutheria 119

La tutoría académica en la trayectoria 
escolar como mecanismo de 

fortalecimiento del derecho humano al 
trabajo decente 

Academic tutoring in the school career as a mechanism to strengthen 
the human right to decent work for lawyers

Vanessa manzano morales1

margarita cantero ramírez2

Resumen 
La tutoría académica es una estrategia educativa integral destinada a 

apoyar a los estudiantes en su proceso de aprendizaje, facilitando su adap-
tación al entorno académico y promoviendo su éxito escolar. A partir de ello, 
se planteó como objetivo describir de qué manera la tutoría académica con-
tribuye en la trayectoria escolar como mecanismo de fortalecimiento del de-
recho humano al trabajo decente, esto por medio de una revisión de literatu-
ra narrativa. Entre los resultados se identificó que, la tutoría no solo brinda 
asistencia académica, sino también contribuye a desarrollar habilidades de 
estudio efectivas, así como gestionar el tiempo y recursos fortaleciendo la 
trayectoria escolar, brindando herramientas que preparan al estudiante ante 
las demandas laborales y les brinda conocimientos para su ejercicio profe-
sional desde el derecho al trabajo decente. Se concluye en la pertinencia de 
continuar realizando abordajes desde la multidisciplina para apoyar a los 
docentes, estudiantes e instituciones en la mejora de indicadores más allá 
del rendimiento académico al promover el desarrollo personal y profesional.

Abstract
Academic tutoring is a comprehensive educational strategy aimed at 

supporting students in their learning process, facilitating their adaptation 
to the academic environment and promoting their school success. Based 
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on this, the objective was to describe how academic tutoring contributes 
to the school career as a mechanism for strengthening the human right to 
decent work, through a review of narrative literature. Among the results, 
it was identified that tutoring not only provides academic assistance, but 
also contributes to develop effective study skills, as well as to manage time 
and resources, strengthening the school career, providing tools that prepare 
the student for labor demands and provides them with knowledge for their 
professional practice from the right to decent work. It is concluded that it is 
pertinent to continue with multidisciplinary approaches to support teachers, 
students and institutions in the improvement of indicators beyond academic 
performance by promoting personal and professional development.

Palabras clave
Tutoría académica; trayectoria escolar; derechos humanos; trabajo de-

cente.
Key words

Academic tutoring; school career; human rights; decent work. 

Introducción
La tutoría en el contexto de la educación superior contribuye a que los 
estudiantes al egresar y desarrollarse como profesionales puedan ser 
corresponsables en garantizarse el derecho humano al trabajo decente. 
Autores como Galvez Santillán et al. (2011) resaltaron de la importan-
cia del trabajo decente no solo como un empleo donde se gratifica por 
el trabajo o tu tiempo sino que respete la integridad de la persona al 
garantizar condiciones laborales dignas donde desempeñarse de manera 
segura y libre.

Lo anterior se encuentra normado en distintos instrumentos jurídicos 
a nivel internacional que México ha ratificado como es la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (dUdh, 1948) menciona que cual-
quier persona tiene derecho a tener trabajo, tomar por elección propia 
su trabajo con las condiciones adecuadas, justas, favorables y con una 
remuneración digna.

Asimismo, en los Objetivos de Desarrollo Sostenibles (ods) se examinan 
en el cuarto de ellos la pertinencia de asegurar una educación con bases 
equitativas e impulsar a los estudiantes adquirir mayor conciencia en el 
desarrollo de sus habilidades y el ods 8 se refiere justamente al crecimiento 
económico y el derecho al trabajo decente (Naciones Unidas, 2024).
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Lo anterior se refleja en la normativa mexicana, en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CpeUm, 1917) donde estable-
ce en el artículo 123 que el trabajo es un derecho para todas y todos 
los mexicanos así como una obligación social, en conjunto de derecho a 
condiciones justas y favorables de trabajo, en su artículo 3 menciona que 
“todo individuo tiene derecho a recibir educación”.

Dichos ordenamientos reconocen el desarrollo social y humano en 
conjunto del respaldo de seguridad social por medio del Derecho al tra-
bajo que abarca el acceso y el desempeño del mismo, condiciones labora-
les justas y equitativas con jornadas razonables, una remuneración justa 
y derecho al descanso; el Derecho a la seguridad social donde se brinde 
protección frente a riesgos de enfermedad, discapacidad e incapacita-
ción; así como el Derecho a la libertad sindical y negociación colectiva 
que permite a los trabajadores defender sus intereses.

Esta base normativa brinda al estudiante de educación superior he-
rramientas durante su formación académica al tener presente que algu-
nos de ellos desempeñan un doble rol en esa etapa de vida al estudiar y 
trabajar para poder solventar sus necesidades, pues migran de su lugar 
de origen saliendo del hogar familiar y teniendo que enfrentar nuevos 
retos (Ozuna, 2022).

La tutoría se desarrolló para ser un intermediario para lograr garan-
tizar la igualdad y equidad en el ámbito estudiantil, con el fin de prote-
ger sus derechos fundamentales a la educación y dar a conocer las pro-
tecciones que necesitaran en un futuro en su vida laboral, al lograr ser 
conscientes la búsqueda de obtener un trabajo decente es más favorable 
(Ávila Barrera, 2022).

El Rodríguez (2016) señala que al hablar de la educación superior en 
México es todo un reto, la tutoría académica debe de ir de la mano de 
la formación integral con una visión humanista donde la empatía vaya 
de la mano, que logre despertar el desarrollo intelectual, profesional y 
personal, tiene trascendencia educativa que va más allá de su carácter 
institucional. 

En dichos planteamientos se identifica como fundamento filosófico la 
idea de que la educación resulta un medio para que la persona logre su 
desarrollo tanto humano como profesional que impacte de forma posi-
tiva en su contexto. De tal manera que, la tutoría se ve mediada por los 
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principios de equidad y justicia social que resaltan el valor intrínseco de 
la educación para la promoción de condiciones laborales dignas y con 
ello al fortalecimiento del derecho humano al trabajo decente (Rawlin-
son y Willimontt, 2016).

Por su parte, Martinez-Clares et al. (2022) expresan que la tutoría 
académica juega un papel clave no solo para la mejora académica si no 
también, para mejorar la empleabilidad de los estudiantes egresados de 
licenciatura en la transición de los estudiantes a emplearse de manera 
más rápida al campo laboral, la tutoría proporciona las estrategias co-
rrectas para fortalecer las competencias que necesita un profesionista 
para desarrollarse con mayor capacidad y en última instancia incremen-
tar su capacidad en el ámbito competitivo.

A partir de lo expuesto, se planteó como objetivo describir cómo la 
tutoría académica contribuye en la trayectoria escolar como mecanismo 
de fortalecimiento del derecho humano al trabajo decente, esto por me-
dio de una revisión de literatura narrativa a partir del método herme-
néutico (Avellana Vásquez, 2024) que contribuyeron a la comprensión y 
análisis de los documentos revisados a partir de los conceptos centrales 
de tutoría académica, trabajo decente y trayectoria escolar.

Para lo cual se realizan acercamientos a temas respecto a cómo ha 
sido la tutoría en el contexto mexicano, como esta actividad contribuye 
al fortalecimiento de la trayectoria escolar del estudiante universitario 
y su influencia en la relación entre desempeño profesional y derecho 
al trabajo decente para finalmente presentar algunas conclusiones al 
respecto.

Resultados
La tutoría en nivel superior en el contexto mexicano

La tutoría académica (en adelante tutoría), de acuerdo con Díaz 
(2004) es un mecanismo que permite conocer al estudiante para reforzar 
su trayectoria académica y hacerlo consciente de la responsabilidad que 
lleva la formación para ser un futuro profesionista, la perseverancia en el 
mundo laboral y el derecho al trabajo decente en el contexto mexicano al 
tiempo que contribuye a prevenir la deserción escolar, mejorar en la vida 
digna de los estudiantes, mejor respuesta de empleabilidad, la inserción 
laboral y la calidad del trabajo.
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Además, la tutoría se centra en el estudiante y su desarrollo de apren-
dizaje, lo cual permite identificar, conocer, abordar, y examinar los desa-
fíos, carencias y necesidades tanto individuales como en grupo. Esto se 
ve plasmado en su desempeño en clases, tareas, investigaciones, partici-
paciones y su vida cotidiana (Alvarado Nando, 2010).

También favorece a que los estudiantes puedan desarrollar habilida-
des sociales e interpersonales, como el trabajo en equipo, compañerismo 
positivo, comunicación efectiva, resolución de malentendidos o conflic-
tos, alcanzar la excelencia de todo lo antes mencionado ofrece no solo 
un estudiante con habilidades desarrolladas si no también un ciudadano 
ejemplar (Martinez-Clares et al., 2022).

Un aspecto que fomenta o limita las actividades realizadas por las 
universidades en favor de sus estudiantes es el presupuesto. En México, 
se asignaron 1,114,000 millones de pesos al rubro de la educación públi-
ca, representando un incremento del 0.8% respecto al año 2024. Mien-
tras que en el Estado de Jalisco el presupuesto alcanzó los 639 millones 
900 mil de pesos para la educación en el nivel superior, representando 
un hecho histórico (México Evalúa, 2025). 

Sin embargo, existen limitaciones y desafíos que se enfrenta la tuto-
ría académica en el contexto mexicano, lo cual es la escasez de recursos, 
la sobrecarga de tutores porque no más docentes quieren participar o no 
se cumple con la remuneración extra, no se les paga las horas extras, la 
necesidad constante de actualizar y capacitar a los tutores (Aguilar-Sal-
dívar et al., 2021).

Aunado al reconocimiento de la diversidad en los estudiantes y que 
cada uno tiene necesidades individuales diferentes, por lo cual la tutoría 
debe ser flexible y adaptable para cada estudiante, para así poder aten-
der todas las necesidades de los estudiantes sin dejar a un lado a los que 
tiene alguna discapacidad, existen estudiantes que trabajan y estudian al 
mismo tiempo, y estudiantes con contextos socioeconómicos desfavore-
cidos (Navarrete-Cazales y Tomé-López, 2022).

El tema de la tutoría ha cobrado auge en el contexto mexicano, mues-
tra de ello es que las grandes casas de estudio del país como es la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México y la Universidad de Guadalajara 
han desarrollado estrategias de acompañamiento bajo esta figura que se 
reflejan en manuales y programas institucionales siendo de interés resal-
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tar los esfuerzos dirigidos a nivel licenciatura (Alvarado Nando, 2010; 
Venegas Álvarez, 2023) 

A decir de autores como Venegas Álvarez (2023), la tutoría resulta 
una herramienta básica para el acompañamiento y la mejora tanto del 
desempeño como de la eficiencia en la licenciatura, cuyo principal fin 
es el incremento del aprendizaje en el aula, de las tasas de egreso, así 
como de la titulación. Por lo cual, la tutoría se enfoca en el estudiante 
respecto a aspectos como el dar solución al rezago académico, remediar 
y prevenir problemas en su formación como profesionista, busca atender 
problemas como la deserción y la baja eficacia terminal en los estudios 
de la licenciatura.

De tal manera que, la tutoría académica en el nivel licenciatura es 
un acompañamiento totalmente personalizado, no es una clase extra, 
es un espacio donde el alumno pueda sentirse cómodo para manifestar 
sus desacuerdos en sus habilidades de estudio, inquietudes personales, 
momentos de vulnerabilidad o situaciones que estén llevando a bajar su 
rendimiento, esta modalidad permite descubrir no sólo la personalidad 
del alumno si no la manera más favorable y segura donde logre alcan-
zar las metas académicas que cada plan de estudios requiere (Alvarado 
Nando, 2010).

Conforme se va identificando las cuestiones que no le permite avan-
zar al alumno, Aguilar-Saldívar et al. (2021) señala que se realiza una 
orientación vocacional/educativa, para de ahí partir a los criterios de los 
tutores que encamina a desempeñar asesoramientos de una clase o ma-
teria en particular, si existe alguna enfermedad o trastorno acudir con el 
médico especialista o terapia psicológica para tener el acompañamiento 
pertinente.

Al respecto, los autores Coronado et al. (2021) expresaron que la 
trayectoria escolar se señala como el paso que toma un estudiante en el 
caminar a lo largo de su educación desde sus primeros inicios en la pri-
maria a la Universidad, siendo pertinente porque este camino que lleva 
el estudiante se ve reflejado en su desarrollo profesional, que no adquirir 
las herramientas necesarias a temprana edad para tener una trayectoria 
escolar exitosa puede estropear su desempeño profesional.

A fin de alcanzar y aprovechar al máximo la trayectoria escolar se 
suele promover en la tutoría el desarrollo de habilidades por medio de 
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lecturas diarias comenzando un nivel fácil hasta lograr leer un tema de 
mayor dificultad y retener lo leído, conocimientos y comprensión en di-
ferentes áreas como el arte y ciencias humanidades, actitudes y valores 
llevando de la mano principalmente la disciplina, responsabilidad y per-
severancia, así como crear una red de apoyo escolar (Coronado et al., 
2021).

Al respecto, Ripamonti y Lizana (2020) coinciden en que la trayecto-
ria escolar pasa a ser un concepto fundamental en el ámbito educativo, 
ya que esto muestra el recorrido que realiza un estudiante en el sistema 
educativo, desde su inicio, progreso, hasta la finalización de sus estudios. 
Lo cual permite a las instituciones comprender a los estudiantes y crear 
estrategias reales que respondan a las necesidades de cada estudiante.

Por lo cual, la tutoría no sólo abarca el tiempo de inicio o conclu-
sión, dado que también apoya la adquisición de competencias para un 
desempeño profesional de calidad con alto rendimiento, adaptación a 
los diversos contextos y desafíos que cada estudiante enfrenta a lo largo 
de su formación, con el fin de tener un impacto positivo en un ambiente 
profesional con una contribución al desarrollo social y económico de su 
contexto (Ripamonti y Lizana, 2020).

La tutoría como apoyo para el fortalecimiento de las trayectorias escolares en 
licenciatura

La trayectoria en la licenciatura para Cabrera et al. (2014) es diversa 
entre cada alumno dado que enfrentan diversos escenarios, retos y nece-
sidades, donde la institución de educación superior por medio de un pro-
grama de tutoría puede brindar planes de acompañamiento, orientación 
vocacional y académica, con el fin de generar estrategias de prevención 
de la deserción temprana, o de existir la baja sea porque consideran que 
se encuentran en la licenciatura incorrecta.

En la literatura consultada, Mántaras et al. (2015) identifica que las 
actividades de tutoría en sus inicios se enfocó en el abandono escolar 
al considerar que parte de la deserción que existe es porque los estu-
diantes se frustran por no comprender a la perfección ciertas materias o 
que los llega retrasarse por tener que realizar extraordinario o cursarla 
nuevamente, por lo cual la iniciativa se centraba en el diseño integral y 
personalizado en las diferentes formas de aprender de cada alumno para 
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así lograr una mayor retención de conocimientos y su desempeño fuera 
más gratificante en el aula.

Posteriormente, esta perspectiva fue cambiando al reconocer la com-
plejidad de los aspectos que inciden en el desempeño escolar del alumno 
universitario donde Kuh (2008) mencionó la necesidad de diagnosticar 
para identificar a quienes tienen algún trastorno por déficit de atención 
o trastorno por déficit de atención con hiperactividad, trastorno com-
pulsivo, ansiedad, autismo o depresión dado que estas diversas causas 
mencionadas llevan a las dificultades en la trayectoria académica, lo cual 
no debe ser tomado a burla o menosprecio las instituciones deben de 
contar con el acompañamiento profesional de un psicólogo, psiquiatra 
o terapeuta.  

Entre las estrategias que propone Kuh (2008) está el uso de la he-
rramienta de Student Engagement también denominado aprendizaje 
activo, que consiste en aplicar métodos de aprendizaje eficaces como 
simulaciones y experiencias prácticas que todo estudiante universitario 
necesita en su vida profesional el ser participe en ejercicios de simula-
ción de actividades reales como audiencias, inversiones, entre otras para 
poner en práctica el conocimiento adquirido en el aula, así también de-
notando cuales son los puntos frágiles a trabajar, esto favorece de grata 
manera al estudiante en su formación ya que aborda sus necesidades 
académicas como las personales creando un entorno de seguridad donde 
el alumno pueda desenvolverse y la universidad tras este esfuerzo logra 
tener futuros profesionistas competentes.  

Dichas estrategias contribuyen a fortalecer la trayectoria escolar en el 
contexto universitario, mismas que suelen abarcar aspectos relacionados 
con la integración al entorno académico y la adaptación para las exi-
gencias universitarias. Lo cual en colaboración con el apoyo de personal 
tanto académico y social, se ve reflejado poco a poco en la mejora del 
desempeño por lo cual al tener estos indicadores lleva a tener una red de 
apoyo para cada alumno (Cabrera et al., 2014).

De tal manera que, las estrategias de acompañamiento académico 
para mejorar la trayectoria escolar vayan más allá de enfatizar detona-
dores que llevan a reprobar y deserción escolar. Las reflexiones de Puerta 
Gil (2016) y Cabrera et al. (2014) sobre los programas de tutoría invitan 
al personal universitario a estar presente y en cercanía con el alumnado 
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para establecer un monitoreo temprano, esto combinado de talleres con 
mentorías personalizadas acordes a las necesidades de los alumnos para 
mejorar habilidades socioemocionales y académicas.

Por su parte, García Garduño (2020) señaló que la tutoría fomenta 
el interés en los estudiantes de ir cursando la carrera, la inexistencia de 
trabajar en grupo, colaborar en tareas, el aprendizaje mutuo entre los 
alumnos y el intercambio de ideas. Lo anterior fortalece la trayectoria 
escolar al brindarse distintos tipos de tutoría, entre las cuales sobresale 
la individual y la grupal donde se conoce mejor el estudiante y este se 
relaciona con su grupo. 

Asimismo, la tutoría de egreso brinda herramientas y conocimiento al 
estudiante sobre los requisitos administrativos y económicos establecidos 
por la universidad para otorgar el título de licenciatura, también suele 
realizar acercamientos y simulaciones sobre el mundo profesional/labo-
ral al que se pretende insertar el alumno como profesionista posterior al 
lograr su título universitario; esto favorece el desarrollo de habilidades 
técnicas y sociales, reduciendo así los índices de reprobación al propor-
cionar esta red de apoyo (García Garduño, 2020; Silva Laya, 2014).

Mientras que, autores como Gómez López (2005) y Ozuna (2022) 
identificaron que los años de cursar la carrera son críticos, pero en par-
ticular el primer año de universidad por la adaptación al nuevo ritmo 
de vida, por lo cual la tutoría abona a lograr un fortalecimiento en su 
trayectoria académica al establecer metas claras y hacer una visión de 
cómo se ven a futuro es la estrategia más sutil para el desarrollo de su 
caminar para lograr ser un profesionista al contar con la motivación 
y la visualización de lo que se puede lograr al concluir sus estudios 
marca un impacto positivo entre la relación alumno y comunidad es-
tudiantil. 

Ante lo expuesto, los autores consultados coinciden en reconocer las 
diferencias en las trayectorias escolares de los estudiantes universitarios 
que aspiran a lograr un título profesionista. Entre los problemas que se 
observan más comúnmente entre los alumnos y que los lleva al bajo des-
empeño de su trayectoria estudiantil es la falta de un sustento, ya que en 
su mayoría se dedica más tiempo a las actividades de trabajo laboral para 
obtener los medios para solventar su educación.
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Influencia de la  tutoría académica en la relación entre desempeño profesional y 
derecho al trabajo decente

El Derecho a un trabajo decente (dtd) se refiere a lograr tener un 
empleo digno, que permita el libre desarrollo de las personas para com-
placer sus necesidades básicas, tener acceso de calidad a servicios de 
salud, ahorro para vivienda, gozar de días de descanso, continuar con la 
formación profesional que cada individuo desee y mejorar notablemente 
su calidad de vida (Levaggi, 2017).

Además de los ordenamientos jurídicos señalados, también se identi-
fica la Ley Federal del Trabajo (1970), el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (1966) así como el Convenio 111 de 
la Organización Internacional del Trabajo (1958) como referentes para 
analizar la relación de la tutoría académica con el trabajo decente, dado 
que estas normas coinciden en que el trabajo es un derecho que compete 
a todas las persona y no se limita a aquellas de nacionalidad mexicana. 
Asimismo, en ellas se establece la libre elección del trabajo y la educa-
ción como medio para el desarrollo humano. 

Por su parte, Sen (2000) realizó un análisis con respecto de la im-
portancia de tener un trabajo que permita que cada persona puede des-
envolver sus capacidades y desarrollar habilidades que al concluirlo les 
brinde la garantía de gozar de sus derechos humanos, gozando de la ple-
nitud de una vida digna que parte de la mano de lograr tener un trabajo 
decente y libre de pobreza, por lo antes mencionado es que la tutoría 
coadyuva a que las personas puedan desarrollarse con mayor libertad en 
el ámbito profesional. 

En este sentido, El Derecho al trabajo decente ha sido abordado por 
autores como Cantero, Ramírez y Ortíz Torres (2023) al ser considerado 
como un principio plasmado en la ley en los tratados internacionales 
de derechos humanos ratificados por México, los autores argumentan 
que el derecho al trabajo digno es fundamental para lograr el ODS 8, 
que que encuadra en la búsqueda de promover la calidad de trabajo, 
garantizar la equidad  en un empleo productivo donde tanto como hom-
bres, mujeres, jóvenes y personas con discapacidad tengan un empleo 
productivo y pleno, reducir la tasa de trabajo informal, impulsar el es-
píritu empresarial, tomar de manera favorable los cambios tecnológicos 
para alcanzar innovación, modernización en los empleos, y por último 
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fomentar un turismo sostenible que genere nuevos empleos y promueva 
el comercio local.

No obstante, a pesar de contar con el reconocimiento legal de este 
Derecho, existen desafíos para alcanzar a garantizar el acceso a un tra-
bajo decente. Con base a los datos del Instituto Nacional de Estadística 
y Geografía (ineGi, 2020) existe una alta tasa de desocupación en México 
del 3.4%, lo que representa aproximadamente 1.7 millones de personas 
sin empleo. Mientras que, para el segundo trimestre de 2024, la tasa de 
desocupación en México fue de 2.5% esto presenta una disminución en 
comparación al 2020, aunque los resultados son gratos, los desafíos para 
garantizar el trabajo decente en México es existente. 

Asimismo, Aldaña et al. (2019) reportaron que el 44.5% de los tra-
bajadores en México recibían un salario más bajo que el mínimo vital, lo 
cual expone que muchos mexicanos se encuentran en situación precaria 
en su entorno laboral, enfrentan un abuso de horas en jornadas extensas, 
la ausencia de beneficios sociales, así como salarios bajos que en ocasio-
nes no llega al salario mínimo conforme a lo establecido en la ley.

En este sentido, de acuerdo con la Comisión Nacional de Salarios Mí-
nimos (2025), en el 2019 el salario mínimo fue de $102.68 pesos diarios 
en el resto del país y de $176.72 pesos en la Zona Libre de la Frontera 
Norte (zlfn) y actualmente en el 2025 $ 419.88 pesos diarios por jorna-
da diaria de trabajo en el área geográfica de la zlfn y para la Zona del 
Salario Mínimo General (zsmG) el salario mínimo será de $ 278.80 pesos 
diarios, por jornada diaria de trabajo. 

Por lo cual, la educación y capacitación para mejorar las oportunida-
des en el ámbito laboral y poder garantizar un trabajo decente resultan 
pertinentes de abordar desde el contexto universitario. Es necesario que 
en México se implementen políticas públicas, leyes secundarias que re-
gulen y vigilen con transparencia la protección a los derechos de los tra-
bajadores, hacer conciencia a través de programas de educación y crear 
estrategias para mejorar las oportunidades laborales para todos, así po-
der lograr garantizar el derecho y acceso a un trabajo decente en México 

La tutoría para Obaya y Vargas (2014) es parte del derecho a la edu-
cación de los estudiantes, dado que dicho programa les permite tener 
acceso a una educación de calidad y en el futuro mejorar la empleabili-
dad de los estudiantes y su desempeño profesional. Por lo cual, las insti-
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tuciones de educación necesitan poner en marcha programas de tutoría 
para que los alumnos concreten una formación integral, el objetivo del 
programa no solo es lograr la titulación si no que los alumnos salgan al 
mundo laboral con una seguridad más amplia donde se logre demostrar 
los pilares de su desempeño profesional adquirida desde su institución 
(Pérez García, 2010). 

Al respecto, Valdez Zepeda y Rujano Silva (2023) coincidieron en 
reconocer a la tutoría como parte de una educación de calidad, puesto 
que, la tutoría ayuda en el mejoramiento del desempeño académico 
y personal al proporcionar estrategias de diversa índole como de es-
tudio para mayor facilidad de aprendizaje, administración de tiempo, 
realización de trámites administrativos, manejo de emociones, pla-
near metas profesionales, etcétera; lo cual no solo representa que el 
estudiante obtendrá una nota alta, al poner en práctica el conocimien-
to adquirido puede favorecer distintos ámbitos de su vida no solo el 
escolar, por ejemplo el prepararse para aspirar a una vacante laboral 
de interés.

Es decir que, la tutoría resulta clave para mejorar la empleabilidad 
de los estudiantes, puesto que estudios como el realizado por Navarre-
te-Cazales y Tomé-López (2022) han demostrado que los estudiantes 
que estuvieron en programas que tutorías mientras cursaron su carrera 
y actualmente son egresados, mostraron una mejora significativa en su 
empleabilidad y desempeño profesional.

Por lo cual, la influencia de la  tutoría académica en la relación en-
tre desempeño profesional y derecho al trabajo decente se identifica de 
acuerdo con Ponce Ceballos et al. (2022), en que se crean entornos de 
apoyo constante donde se informa de aspectos de interés personales y 
mutuos, facilita la adaptación e integración, propicia la cohesión grupal, 
el desarrollo competencias para la inserción laboral como el manejo de 
emociones, comunicación asertiva, convivencia pacífica, la administra-
ción del tiempo, entre otros; aunado a que responde a demandas e in-
quietudes del estudiante. 

Al respecto, Fuentes-Balderrama y Rivera-Heredia (2022) reportaron 
que más del 70% de los estudiantes que recibieron tutoría académica 
reportaron sentirse satisfechos con su trabajo, ya que estas actividades 
permiten que los estudiantes desarrollen competencias socioemocionales 
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esenciales para manejar la ansiedad, hiperactividad y estrés causado por 
la carga de trabajo.

Mientras que, Mejía et al. (2013) y García (2012) señalan que la tu-
toría académica va de la mano con la mejora del desempeño académico 
con el desarrollo profesional, mejora la empleabilidad y la satisfacción 
laboral de los estudiantes universitarios factor importante para garanti-
zar la calidad de vida, la literatura revisada propone que cada sesión que 
tiene el tutor y tutorado es un espacio de apoyo donde los estudiantes 
encontrarán las respuestas a sus interrogantes, expresar inquietudes, re-
cibir retroalimentación constructiva y continuar con un acompañamien-
to con el fin de obtener la mejora constante. 

Conclusiones
La tutoría es un mecanismo institucional para reforzar la trayectoria 
académica, el desarrollo de cada estudiante creando y reconociendo sus 
habilidades conforme el paso de sus sesiones, integración con sus com-
pañeros, desenvolverse de manera natural con participaciones en clase, 
intereses por toda la diversidad de materias y el esfuerzo académico día 
a día por concretar sus estudios.

Es una herramienta para crear un perfil de un profesionista más com-
petente que el campo laboral es de gran ayuda para el derecho a un 
trabajo decente, es importante continuar investigando y evaluando el 
impacto de la tutoría académica así como no descuidar el apoyo dado 
por los tutores, docentes y que las instituciones educativas cumplan con 
su principal propósito, que el gobierno garantice y proteja los derechos 
de los estudiantes para tener siempre un acceso digno y de calidad a la 
educación, oportunidades laborales decentes, al libre desarrollo de un 
empleo, y un trabajo decente. 

Por lo cual, la responsabilidad de la tutoría va en conjunto de la 
institución y del docente, con lo cual se reconoce como un derecho 
del estudiante, quien al incorporarse a una tutoría experimenta el 
crecimiento personal, en conjunto con otros apoyos, el aprovecha-
miento de esto lleva a la disminución de la deserción, el compromiso 
y la disposición debe existir por ambas partes del estudiante y tutor, 
para enfrentar diversos retos y rupturas que formen el carácter para 
un profesionista con mayor desempeño, al conocer de la dedicación, 
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disciplina y perseverancia que permitan su adaptación al mundo la-
boral.

El análisis realizado permitió indagar en los conceptos de justicia so-
cial y equidad, como elementos para promover el derecho a condiciones 
laborales dignas, así como a la educación, la cual en la literatura se con-
sidera un medio para alcanzar el objetivo del derecho humano al trabajo 
decente para promover el desarrollo humano, profesional y social siendo 
parte del valor intrínseco de la educación. Resaltando la pertinencia de 
continuar realizando acercamientos a este tema desde enfoques multi-
disciplinarios.
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Los derechos humanos después de 
la muerte en Jalisco, México, un 

estudio jurídico desde el principio de 
universalidad y la dignidad humana

Human rights after death in Jalisco, Mexico, a legal study from the 
principle of universality and human dignity

adriana Jhanet hernández de la torre1

Resumen
Jalisco es la primera entidad federativa a nivel nacional con el mayor 

número de personas desaparecidas en la actualidad, en el año 2018, lue-
go del fenómeno llamado por algunos medios de comunicación “Trailers 
de la muerte”, en el que dos frigoríficos móviles circularon por calles del 
Municipio de Tlaquepaque, Jalisco, con cientos de Personas Fallecidas Sin 
Identificar (pfsi) surge en la sociedad mexicana, gran indignación entre las 
personas, por el respeto y dignificación a los derechos humanos después 
de la muerte de esas personas fallecidas, que por diversas razones fueron 
privadas de la vida y se encuentran en resguardo por el Instituto Jalisciense 
de Ciencias Forenses (ijCf) con su boleta individualizada de identificación en 
el archivo básico de identificación que maneja dicho Instituto. Al presente, 
los servicios médicos forenses jaliscienses se encuentran rebasados de pfsi 
en sus morgues y no tienen un resguardo digno que garantice su dignidad 
humana. Desde un paradigma constitucional de dichos derechos, el derecho 
al acceso a la justicia, a la verdad, a la identificación humana, al resguardo y 
sepultura digna forman un constructo que deben estar contemplados consti-
tucionalmente en México. Es importante precisar que el artículo primero de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CpeUm) menciona 
que todas las personas gozaran de los derechos humanos que se encuentran 
reconocidos constitucionalmente y en los Tratados Internacionales. Aten-
diendo al principio de universalidad de las propias prerrogativas, los dere-
chos humanos después de la muerte deben ser reconocidos y dignificados a 
nivel constitucional, con esto se garantiza la dignidad humana de las pfsi. El 
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presente artículo se construye desde un enfoque cualitativo, en relación con 
el método documental que ayudó a la recopilación de diversas teorías sobre 
la dignidad humana. 

Abstract
Jalisco is the first federative entity at national level with the highest 

number of missing persons at present, in 2018, after the phenomenon ca-
lled by some media “Trailers of death”, in which two mobile refrigerators 
circulated through streets of the Municipality of Tlaquepaque, Jalisco, with 
hundreds of Unidentified Deceased Persons (pfsi) arises in Mexican society, 
great indignation among the people, for the respect and dignity of human 
rights after the death of these deceased persons, who for various reasons 
were deprived of their lives and are in the custody of the Jalisco Institute of 
Forensic Sciences (ijCf) with their individualized identification ticket in the 
basic identification file managed by said Institute. At present, the Jalisco 
forensic medical services are overflowing with PFSI in their morgues and 
do not have a dignified shelter that guarantees their human dignity.  From a 
constitutional paradigm of such rights, the right to access to justice, to truth, 
to human identification, to shelter and dignified burial form a construct that 
should be constitutionally contemplated in Mexico. It is important to point 
out that the first article of the Political Constitution of the United Mexican 
States (CpeUm) mentions that all persons shall enjoy the human rights that 
are recognized constitutionally and in the International Treaties. In accor-
dance with the principle.

Palabras clave
Derechos Humanos, Personas Fallecidas sin Identificar, Dignidad Huma-

na, Derechos Post mortem, Universalidad. 
Key words

Human Rights, Unidentified Deceased Persons, Human Dignity, 
Post-mortem Rights, Universality.

Introducción
Al hablar sobre los derechos humanos después de la muerte o también 
conocidos como derechos post-mortem alude a una temática que ha co-
brado relevancia en diversas ramas del derecho y en las ciencias forenses. 
En México, algunos ordenamientos jurídicos. Los ordenamiento jurídicos 
en México actualmente prevén situaciones relacionadas con el derecho 
sucesorio que tiene el de cujus. Ese derecho después de la muerte se da 
por medio de su voluntad expresa en un testamento público abierto, sin 
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embargo, no existe ordenamiento que menciona el derecho al resguardo 
e inhumación digna.

Establecen normas que regulan varios aspectos relacionados con el 
fallecimiento de las personas, las cuales abarcan tanto el ámbito de los 
bienes patrimoniales como los derechos relacionados con la dignidad y 
el honor de la persona, aspectos que no desaparecen con la muerte, un 
ejemplo de ello son las legislaciones civiles toda vez que, en las treinta 
dos entidades federativas, mismas que solo prevén derechos sucesorios. 

A pesar de que el derecho mexicano no reconoce derechos específicos 
después de la muerte de manera tan explícita como en otros ordena-
mientos a nivel internacional, las pfsi siguen estando bajo la protección 
de diversas normativas, como la Ley General de Salud, el Código Na-
cional de Procedimientos Penales y la Ley General de Víctimas solo por 
mencionar las más importantes.

El objeto del presente artículo pretende proporcionar un análisis 
comprensivo sobre los derechos post mortem en Jalisco, México, abor-
dando cuestiones tales como el derecho a la verdad, la protección de la 
honra y la imagen de la persona fallecida, así como los aspectos de las 
inhumaciones y la conservación de restos humanos por el ijCf. 

El derecho a la disposición de bienes tras la muerte es importante 
mencionar que es uno de los aspectos más significativos en los derechos 
después de la muerte es el derecho a la disposición de los bienes de la 
persona fallecida. En México, este tema se encuentra regulado principal-
mente por el Código Civil Federal y las legislaciones sustantivas y adjeti-
vas locales, que establecen las normas para la herencia, los testamentos 
y las sucesiones.

Se sabe que cuando una persona muere, sus bienes no desaparecen 
con ella o él, sino que deben ser transmitidos a sus herederos si es que los 
hay. Citando el artículo 2652 del Código Civil del Estado de Jalisco, la he-
rencia la componen todos los bienes de la persona fallecida y de todos sus 
derechos que no se extinguen con la muerte, en ese sentido si en materia 
de herencia actualmente se reconocen los derechos y obligaciones del di-
funto, también debería de existir un marco jurídico regulador que garan-
tice los derechos humanos después de la muerte, no sólo los sucesorios.

Después del suceso en el año 2018 en el estado de Jalisco, México, 
conocido como tráileres de la muerte, en la que dos frigoríficos circula-
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ron por la calles de los  Municipio de Tlaquepaque, Zapopan y Tonalá, lo 
que mayor se conoce en la región como la zona metropolitana de Gua-
dalajara, contenían seiscientos cuarenta y cuatro personas fallecidas sin 
identificar que tenían en resguardo el Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses, desde ese suceso llamado por algunas personas como crisis 
forense, emana por parte de la sociedad jalisciense una terrible indigna-
ción sobre el trato que se les daba a esas personas.

Afortunadamente en su facultad de procurar la defensa de los de-
rechos humanos en Jalisco, la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
Jalisco (Cedhj), por medio de la recomendación 10/2019, se dieron a 
conocer una serie de acciones y omisiones por parte de los servidores 
públicos de diversas instituciones, señalando principalmente graves fal-
tas a los derechos humanos de las pfsi, desde un contexto de la dignidad 
humana, siguiendo la filosofía del jurista Manuel Atienza, todas las per-
sonas gozan del valor inherente a ser digno, aunque ya hayan fenecido, 
el trato que se les dio a las pfsi en ese suceso representa la crueldad con 
la que es tratada el cuerpo de una persona que no ha sido identificada, 
dado al cúmulo de personas fallecidas que albergan los Servicios médi-
cos Forenses (semefos) de Jalisco. 

Al hablar de sucesiones como un derecho después de la muerte, es 
necesario hablar del único instrumento público que existe actualmente 
en la legislación mexicana que permite a las personas fallecidas disponer 
de sus bienes a favor de quienes considere, mientras que la sucesión legí-
tima establece que, en ausencia de testamento, los bienes se distribuirán 
conforme a las leyes establecidas para tal fin, generalmente favoreciendo 
a los familiares más cercanos por regla general. A través de la figura del 
albacea, se garantiza que los bienes sean administrados y distribuidos de 
acuerdo con las últimas voluntades del de cujus.

La protección de los derechos post mortem en México enfrenta un 
conjunto de desafíos éticos. Por ejemplo, la cuestión de la autonomía de 
la persona sobre sus propios restos, o sobre la utilización de su imagen 
o su nombre después de su muerte, plantea interrogantes sobre el límite 
entre el respeto a la dignidad de la persona y los intereses de los herede-
ros o la sociedad. 

Desde el punto de vista filosófico, se cuestiona si los derechos de la 
persona fallecida deberían seguir siendo protegidos, dado que la muerte 
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implica la extinción de la capacidad para ejercer directamente esos de-
rechos. Sin embargo, se reconoce que la protección de los derechos post 
mortem contribuye al respeto de la memoria y la dignidad del ser huma-
no y sobre todo al principio de universalidad de estos. 

Desarrollo
Cuando se habla de derechos humanos después de la muerte o también 
se pueden nombrar derechos post mortem, cualquier connotación que 
se elija, deberá entenderse como esos derechos humanos que protegen 
a una persona que ya no se encuentra con vida, sobre el presente tema 
de investigación se encuentra recientemente una serie de investigaciones 
institucionales acerca de los derechos humanos después de la muerte, en 
palabras de Montero (2022) el derecho internacional posee consideracio-
nes universales con el fin de proteger al ser humano ante los ataques de 
la colectividad y de los distintos riesgos sociales que caracterizan nuestro 
mundo globalizado, estrategias unilaterales de parte de la comunidad 
internacional o por parte de los sectores y agrupaciones de naturaleza 
privada o particular que se encuentran en condiciones de privilegio sobre 
el resto de la población. 

Cuando hablamos de un contexto del derecho internacional, como lo 
menciona la autora, tenemos que no solo brinda protección de manera 
universal es decir para todos, se coincide con la idea que plantea, sin 
embargo, no se menciona que debe de existir un apartado en específico 
en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que consagre ex-
presamente los derechos después de la muerte, ateniendo la visión de un 
paradigma interpretativo, el estado del arte en la presente investigación 
refleja la innovación del tema en cuestión en México, puesto que a ma-
nera de investigación no existen, solo se cuenta con notas electrónicas de 
medios de comunicación que expresaban la triste noticia de la deambu-
lación en los contenedores de las pfsi.

Como ya se mencionó, en el año 2018, los derechos post mortem era 
un tema de reciente creación que poco se había indagado, incluso las 
teorías de los derechos humanos, en palabras de Ferrajoli (2018), como 
se citó en Montero (2022) “los Derechos Humanos fueron reconocidos 
para proteger las voluntades internas” (p. 5), al hablar de la teoría que 
tenga relevancia con la presente investigación se tiene que partir de ma-
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nera general es decir hablando de solo teoría general de los derechos 
humanos , se encuentra con una teoría interesante de la epistemología 
de éstos mismos. 

Tenemos entonces que los autores proponen que un poder basado en 
la creencia humana es capaz de demandar la dignidad humana de las 
personas, mediante la teología, se coincide en parte con los autores que 
se citan, porque ese poder de invitar a los seres humanos a una cultu-
ra de paz, parte expresamente de la religión, aunque algunas personas 
podrán no estar de acuerdo con lo que se menciona, pero para poder 
conceptualizar la dignidad humana, se debe de partir primeramente del 
concepto de digno.

Sin embargo, luego de los sucesos conocidos en 2018, la Cedhj, me-
diante la mencionada recomendación 10/2019 abre un interesante es-
tudio de los derechos post mortem. Inmediatamente de la información 
proporcionada mediante una entrevista preliminar realizada al visitador 
encargado de esa recomendación de dicha institución se pudo indagar 
más sobre el fenómeno que se estudió.

Toda vez que dentro la información que fue brindada, la Cedhj im-
pulso por medio del instrumento medidas de protección para garantizar, 
proteger y respetar los derechos humanos de las personas fallecidas sin 
identificar que se encontraban en los dos frigoríficos móviles, en las que 
destacan; individualizar a las personas fallecidas por medio de embala-
jes dignos, inhumaciones de personas donde su indagatoria ya estaba 
concluida por parte de la fiscalía y aun así se seguían preservando en los 
frigoríficos, la obtención de perfiles genéticos, medida que logra de algu-
na manera el respeto a tener una identidad y se obtiene la conformación 
de la base de datos con los perfiles genéticos que actualmente se tiene en 
el micrositio del ijCf. 

Además, se sabe que el asunto se tornó con la imputación y proce-
samiento judicial al titular del ijCf, pues se fincó responsabilidad penal 
para los servidores públicos que aparentemente eran responsables de 
las condiciones inhumanas en las que se preservaban las pfsi, el 16 de 
septiembre del 2018 la Cedhj inició de forma oficiosa y formal un acta 
de investigación con número de expediente 134/2018-IV contra las 
personas que resultaron responsables, es decir servidores públicos de 
la Fiscalía del Estado de Jalisco, del ijCf y miembros de la Comisión 
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para la Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de Jalisco (Co-
prisjal).

Como se conoce en el contexto práctico del fenómeno de estudio por 
diversos medios de comunicación en una nota periodística de Huerta 
(2018) “Autoridades de Jalisco abandonan tráiler cargado con 157 cadá-
veres” en el cual se narró que servidores públicos habían conducido por 
diferentes partes de la zona metropolitana de Guadalajara, un frigorífico 
móvil cuyo contenido eran 157 restos humanos de personas fallecidas 
sin identificar, la mayoría víctimas de violencia por la comisión de algún 
delito, dicho frigorífico fue abandonado en un predio en el Municipio de 
Tlajomulco de Zúñiga, Tlaquepaque y Zapopan en decir en todas la zona 
metropolitana. 

Finalmente se conoce a través de la información brindada por el titu-
lar de la Cedhj,  que en total fueron un total de 644 cuerpos de personas 
fallecidas las que estuvieron circulando por diferentes frigoríficos, pro-
vocando la primera crisis forense en Jalisco y que en la actualidad sigue 
siendo según cifras del ijCf.

Con ese antecedente se dio paso a la investigación inicial de la Cedhj 
y se logra comprobar diferentes acciones y omisiones que violaron los 
derechos humanos después de la muerte de las pfsi y cabe hacer mención 
existen personas que tienen una identificación genética pero no han sido 
reclamadas por algún familiar. En la mencionada recomendación se re-
marca textualmente “omisión del cumplimiento de protocolos de actua-
ción aplicables a la correcta identificación, clasificación, conservación e 
inhumación de cuerpos de personas fallecidas” Cedhj, (2018) 

Se puede hablar de dicha recomendación como el antecedente prin-
cipal del fenómeno que aquí se estudió, ya que como se mencionó ante-
riormente, los tráileres de la muerte marcan un precedente fundamental 
para visibilizar esos derechos humanos que aun no se encuentran reco-
nocidos en ningún cuerpo normativo nacional. 

Derivado de los escándalos por la crisis forenses en nuestro país, la 
onU y el Grupo Coordinador del Mecanismo Extraordinario de Identifica-
ción Forense (meif) en el año 2022, presentaron una serie de actividades 
que desarrollarían en pro de los derechos humanos después de la muerte 
en México, actualmente no se cuenta con los resultados de las activida-
des implementadas, sólo el estudio que realizaron. 
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Al hablar de derechos humanos, primeramente, debemos concep-
tualizar y comprender el alcance jurídico, social y filosófico de estas 
prerrogativas inherentes a los seres humanos que tienen como objetivo 
principal lograr la dignidad humana. De manera la teoría general de los 
derechos humanos debe analizarse desde diferentes puntos de vista, ya 
que de acuerdo con Carbonell (2019) Desde el punto de vista filosófico, 
los derechos humanos encuentran su fundamento en el pensamiento de 
la ilustración, recordaremos a diferentes autores que dan paso al estudio 
y análisis de los derechos humanos. 

Citando algunos autores clásicos como Hobbes, Locke, Rousseau, 
Montesquieu, incluso Beccaria en el terreno penal, nos ofrecen abundan-
tes argumentos en defensa de la dignidad humana frente a la lógica del 
Estado absolutista que se había venido construyendo en la edad media.

Sin lugar a duda el jurista mexicano tiene razón que dentro el pensa-
miento filosófico, cambiando a una percepción de otro de los juristas más 
reconocidos en Europa, en palabras del jurista español Atienza (2022) 
“Como es bien sabido, la apelación a la dignidad es un rasgo común a to-
das las declaraciones de derechos en el ámbito internacional o nacional” 
(p.19) la dignidad humana es el objetivo principal de las declaraciones 
en pro de los derechos humanos. 

Se encuentran grandes filósofos que marcan un razonamiento cog-
nitivo en cuanto a la luz los derechos humanos como los conocemos en 
la actualidad, e inclusive razonaban acerca del comportamiento del ser 
humano en épocas coloniales, por supuesto partían de un método ob-
servacional, posteriormente lo fueron materializando, sin embargo éstos 
filósofos pensaban que los derechos humanos fueron inclusive antes que 
la formación del propio estado, e inclusive comenzaban a surgir ideas el 
derecho natural o Ius positivismo, pero solo como las primeras corrientes 
filosóficas, aún no tenían un orden regulador jurídico, hasta el positivis-
mo jurídico fuerte, que buscaba principalmente separar el derecho y la 
moral. 

En resumidas cuentas, los derechos humanos nacen y se reconocen al 
final del conflicto bélico de 1945 partiendo desde la época contemporá-
nea, donde se conformó la Organización de las Naciones Unidas como un 
organismo supra estatal, protector máximo de los derechos humanos en 
el mundo, el nacimiento de dicha organización se debe se tomar como un 
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hecho histórico en el mundo, luego de ese holocausto en donde perdie-
ron la vida millones de personas a manos del ejército de la Alemania nazi 
dirigido por Adolf Hitler, el mayor genocida de la historia, suceso que 
violento de forma despiadada los derechos humanos de judíos y gitanos 
principalmente, Los Aliados lograron vencer al ejército alemán en 1945, 
dicho grupo de países se declararon vencedores, pero uno de los países 
que conformaba Los Aliados, es decir Estados Unidos de Norteamérica 
ofrece una nueva visión, la conformación del organismo internacional ya 
mencionado en líneas anteriores, que vele por el respeto a los derechos 
humanos de todas las personas en el mundo, cuyo objetivo principal es 
lograr la paz mundial. 

Posteriormente surgieron los sistemas regionales de derechos huma-
nos, como el americano, europeo y africano, que de alguna manera fun-
gen actualmente como protectores de derechos humanos, pero en una 
determinada región.

Según el compendio de legislación de derechos humanos, de Gómez 
(2016) existe una basta reglamentación en pro del reconocimiento y dig-
nificación de los mismos, pero se concuerda que los derechos humanos, 
son inmensamente innatos a las personas y que inclusive existe un catá-
logo que los enumera, pero se cree que no existe hoy en día una teoría 
filosófica que nos lleve a la aplicación estricta en la actualidad de éstos, 
es decir en un caso hipotético de una violación del derecho a la salud 
contemplado el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, que si bien es cierto del derecho a la salud se desprenden 
leyes y reglamentos que positivizan ese derecho.

Pero en el supuesto de que Juanita vaya a su clínica del Instituto 
Mexicano del Seguro Social con una fuerte infección estomacal, hoy en 
día existe más la burocracia en los trámites administrativos que en velar 
por el derecho a la salud, es conocido que las instituciones públicas que 
brindan el derecho a la atención médica, sino presenta su tarjeta de citas 
no se les atiende, es decir el derecho a la salud está ahí ¿en dónde? En 
la ley.

En ese ejemplo hipotético, entonces Juanita tendría que llevar su 
CpeUm para ser atendida, sobre ese tipo de aspectos relacionados con la 
aplicación de los derechos humanos en la práctica, nos habla más al 
respecto Dworkin (1977) toda vez que el razonamiento invoca y utiliza 
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principios que los tribunales desarrollan lentamente mediante un largo 
proceso de razonamiento y de creación de precedentes. Estos principios 
son específicamente morales y van encaminados al fortalecimiento del 
iuspositivismo. 

Para retroalimentar el presente artículo es necesario conceptualizar 
el termino derechos humanos, en palabras de Carbonell (2019) “Los de-
rechos humanos son la expresión de valores tan democráticos como la 
igualdad, la libertad, la seguridad jurídica, los derechos de los pueblos, 
la tolerancia religiosa, etcétera” (p. 4).

Si bien es cierto que los derechos humanos son la expresión de valo-
res, principios que tienen como objetivo salvaguardar la dignidad huma-
na, el autor maneja quizás los derechos más cotidianos que suelen existir 
en una sociedad, recordemos que anteriormente los jerarquizan como 
generaciones, afortunadamente esas ideas han sido superadas, hoy en 
día los derechos humanos son conocidos como prerrogativas inherentes 
a todas las personas es aquí donde la presente investigación cobró vida 
ya que no menciona en ninguna ley especial los derechos humano des-
pués de la muerte, hay quien piense que los derechos post mortem son 
solamente los que se pueden establecer en un instrumento del derecho 
público, como un testamento público abierto  cualquiera que sea su tipo, 
y sí efectivamente el derecho sucesorio regula derechos patrimoniales 
en el derecho Civil, pero queda lejos una materialización completa de 
los derechos post mortem, para tener diferentes percepciones de la con-
ceptualización de derechos humanos , desde la posición de Van (2020) 
“Los derechos humanos son históricamente ideas, prácticas y normas 
contingentes derivadas de experiencias vividas de autoritarismo, guerra, 
pobreza y exclusión” (p. 21) 

El autor ofrece una definición más contextualizada de los derechos 
humanos , ya que se basa en hechos históricos que han marcado una 
enorme trascendencia en su respeto, de manera general un paradigma de 
protesta por el renacimiento de éstos, al hablar de los derechos humanos 
se vuelve importante conceptualizar la dignidad humana, que es notorio 
que en la CpeUm no se alude expresamente, cabe hacer mención que se en-
cuentra implícitamente, de hecho algunos autores manifiestan que la dig-
nidad humana se debe entender como aquel derecho que se tiene por tan 
solo ser humano, empleando las palabras de Ramírez y Pallares (2015) 
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En definitiva, el fundamento de los derechos humanos que se asienta 
en la dignidad de la persona hace énfasis en la forma peculiar de ser que 
corresponde a los individuos de la especie humana, sobre todo el hecho 
de que ellos mismos son el principio de su dinamismo existencial, por lo 
que deben ser tratados como figurines entre sí. (p. 55) 

Desde el punto de vista de los autores, para que puedan existir los 
derechos humanos necesariamente necesitan tener un fundamento en la 
dignidad de las personas, con el simple hecho de ser de la especie huma-
na, ahí va la interrogante; ¿son sólo para personas vivas? 

En un contexto protector universal los derecho humanos son para 
todos los seres de la especie humana, es importante destacar que por 
obvias razone las personas fallecidas sin identificar ya no pueden ir le-
vantar una queja en la Cedhj y dolerse de sus derechos violentados por 
el propio Estado, ahora bien, es necesario conceptualizar el sujeto de la 
presente investigación, como señala Robles (2012) “Cadáver” se define 
como el cuerpo humano en el que se haya comprobado la pérdida de la 
vida” (p. 745).

Partiendo desde el punto de vista del autor, efectivamente un cadáver 
connotación que actualmente es considerada como indigna de nombrar 
a una persona fallecida, es aquel o aquella que ya no posee el don de 
tener vida, ahora bien uno de los principales problemas que se tiene en 
la actualidad en México, es por la acumulación de pfsi en Jalisco, que si 
bien es cierto el ministerio público es la institución encargada de llevar 
la investigación porque dentro de sus facultades se encuentra el escla-
recimiento de los hechos y además funge como ente de procuración de 
justicia.

Lo anterior suena lamentablemente a través de las palabras del titu-
lar de la Cedhj, en el año 2018 y 2019, que las pfsi estaban en un contexto 
de abandono y desconocimiento ya que por omisión por parte del ijCf, los 
brazaletes de identificación ya no se encontraban consigo, por lo cual su 
identificación prácticamente imposible aunado a lo anterior las carpetas 
de investigación o averiguaciones previas sobre su muerte se encontra-
ban archivadas, y como consecuencia no existe el derecho a la verdad ni 
el de acceso a la justicia. 

Aunado a lo anterior en la opinión de García y Bravo (2017) “aún 
sigue habiendo escasez de especialistas en medicina legal y forense” (p. 
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285) es decir México es una país con limitados especialistas en materia 
de identificación forense, desde el punto de vista de Martínez (2015) “El 
principal objetivo de la investigación forense en estos casos es el de esta-
blecer la identidad de los cadáveres” (p. 39) es ahí donde precisamente 
si existe una investigación forense y ministerial, ¿Por qué hay tantos pfsi? 
Aun en los Semefos, del estado de Jalisco.

Los derechos humanos son como un conjunto de principios y normas 
que tienen como principal objetivo proteger la dignidad humana y las 
libertades de todos los seres humanos independientemente de cuestiones 
que tengan que ver con el sexo, religión, situación económica, color de 
piel entre otros, se encuentran centrados en la vida y la existencia física 
de las personas. 

Sin embargo, la cuestión de los derechos humanos después de la 
muerte plantean interrogantes relacionados con la filosofía que pueden 
ser profundos sobre la naturaleza de los derechos, la persona y su tras-
cendencia, en este apartado se encuentra explorando las perspectivas 
filosóficas sobre la existencia y los derechos humanos una vez que una 
persona ha fallecido, al respecto salen a la luz, diversos cuestionamien-
tos ¿los derechos humanos fenecen con la muerte de las personas? 

El presente artículo se construyó desde un enfoque cualitativo, de 
acuerdo con Vargas (2007), las ciencias sociales se encaminan a la des-
cripción del fenómeno que se estudia, es el caso que el presente artículo 
se toma en consideración las cualidades, de las que se tienen los dere-
chos humanos después de la muerte, aunado a lo anterior el método 
documental sirvió de sustento para descartar y probar la investigación, 
respecto a la consideraciones éticas del presente, es importante mencio-
nar, se realizó el uso de citas y referencias conforme a los lineamientos 
de la revista. 

Conclusiones
En conclusión, los derechos después de la muerte en México son un cam-
po jurídico en constante evolución que busca equilibrar el respeto a la 
dignidad humana y la autonomía de las personas fallecidas sin identi-
ficar, además que surge como un tema de reparación a la víctima y so-
cialmente hablando la comunidad ha manifestado tener interés por este 
tema. 
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La legislación mexicana sustantiva y adjetiva ha establecido meca-
nismos que permiten a los herederos administrar los bienes, proteger la 
honra y la imagen del fallecido y es el único derecho que se tiene actual-
mente positivizado en las leyes sustantivas de las treinta y dos entidades 
federativas de la República Mexicana. 

No obstante, existen áreas de la ley que aún generan debate, como 
la eutanasia y los límites de la intervención en la vida de la persona 
después de su muerte. Es crucial que el marco legal mexicano continúe 
adaptándose a los nuevos desafíos que presenta la sociedad contemporá-
nea, el presente artículo mostró que debe existir el reconocimiento de los 
derechos humanos después de la muerte, toda vez que es un tema que 
socialmente debe ser abordado desde una visión iusnaturalista.

Las personas fallecidas siguen siendo personas aunque ya no se en-
cuentren con vida, ya que dejan una estela de vida, su familia y nombre 
forman parte de su pasado y no debe de existir distinción entre la garan-
tía a los derechos humanos de las personas vivas, de las que ya fallecie-
ron, especialmente porque siguen siendo personas, recordemos que el 
artículo primero constitucional menciona que todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Entonces la propia carta magna no hace distinción entre persona viva 
o fallecida, la naturaleza jurídica de los derechos humanos debe ser ga-
rante a salvaguardar la dignidad de toda persona, en este artículo se 
pudo analizar que la dignidad humana y el principio de universalidad 
debe aplicarse para la protección de los derechos humanos después de 
la muerte.

Con las innovaciones tecnológicas en torno a la conservación de res-
tos humanos o los cambios en las prácticas culturales y religiosas rela-
cionadas con la muerte. La protección de los derechos post mortem en 
México requiere un enfoque integral que considere tanto las normativas 
legales como las implicaciones éticas y sociales de la muerte en una so-
ciedad moderna.

Los derechos humanos se pueden comprender como un conjunto de 
derechos inalienables que pertenecen como se ha ido mencionando a 
todos los seres humanos por el hecho se serlos. Estos derechos como el 
jurista Atienza lo menciona en su obra, se fundamentan en la idea de la 
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dignidad humana, la cual se debe considerar como intrínseca e inherente 
a la persona, el origen moderno de los derechos humanos se remonta a 
la Ilustración, cuando diferentes pensadores como Locke, Jean-Jacques 
Rousseau e Immanuel Kant plantearon teorías sobre el individuo, la li-
bertad y la justicia. Cabe hacer mención, que la noción de derechos de 
una persona una vez fallecida esta menos definida y entra en el ámbito 
de debates éticos y filosóficos.

Los derechos humanos necesitan verse positivizados en las institu-
ciones que se encargan de respetar, proteger, garantizar los derechos 
fundamentales de las personas, desde el punto de vista del principio de 
universalidad de los derechos humanos, éstos son para todo y todas, no 
se especifica la situación de que sea solamente para personas vivas, los 
derechos deben ser para todos, pero actualmente pareciera que cuando 
una persona fenece sus derechos también lo hacen junto con él o ella. 

En cumplimiento con el objetivo general del presente, se puede con-
cluir que de acuerdo a diversas teorías filosóficas los derechos humanos 
después de la muerte deben ser positivizados tal vez en una legislación 
federal especial donde instituciones se dediquen a garantizarlos, des-
graciadamente los derechos humanos para el Estado significan gastos 
económicos con el fin de dar cumplimiento a cabalidad. 

Se espera que con la presente investigación, el tema que aquí se es-
tudia las nuevas generaciones lo lleven consigo como un manifiesto a 
garantizar los derechos humanos después de la muerte en México y que 
sean reconocidos por el estado mexicano como los derechos de las perso-
nas fallecidas sin identificar, el derecho a la verdad, identidad humana, 
acceso a la justicia y preservación digna deben ser positivizados en las 
legislaciones de las treinta y dos entidades federativas de la República 
Mexicana.

El costo beneficio por garantizar los derechos humanos algunos go-
biernos lo han olvidado, una crisis forense como en la del año 2018 en 
Jalisco, fue el parteaguas para visibilizar las acciones y omisiones de 
algunas autoridades al menoscabar los derechos humanos de personas 
fallecidas, con este suceso se dejó entre dicho que como autoridad el 
cumplimiento de proteger, respetar y garantizar los derechos humanos 
en México es una tarea enorme a la que las autoridades deberán concen-
trarse por diseñar nuevas estrategias para su debido cumplimiento.
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Los sucesos de tráileres de la muerte son hechos que serán difíciles 
de olvidar y que marcaron un suceso para visibilizar los derechos huma-
nos después de la muerte de las personas fallecidas sin identificar en el 
estado de Jalisco. 
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Formato de Dictamen

1. Título de la Colaboración: 

2. Extensión de la colaboración en páginas: 

3. Planteamiento del problema: 

a) Originalidad e innovación. ¿La contribución aborda una discusión de actualidad o construye su propuesta desde una 

perspectiva innovadora? 

b) Solidez y fundamentación. ¿La contribución aporta o se inserta a alguna discusión determinada? ¿Cuenta con los 

recursos teóricos (particularmente filosóficos) para participar en esa discusión de manera sobresaliente?

c) Planteamiento. ¿Es posible identificar una hipótesis propuesta?
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4. Desarrollo: 

a) Metodología. ¿La persona autora logra establecer una metodología adecuada? ¿La estructura del trabajo expone de 

manera sistematizada y ordenada el problema y las contribuciones planteadas? 

b) Abordaje del problema. ¿El trabajo aborda de manera efectiva el problema planteado? ¿Se confrontan de manera 

suficiente las distintas posturas que constituyen el problema?

c) Contenido argumentativo. Independientemente de la postura de la persona evaluadora, ¿el trabajo contiene un 

contenido argumentativo de calidad? ¿Presenta una confrontación asertiva de posturas? 
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5. Respaldo bibliográfico:

a) Referencias utilizadas. ¿Las referencias utilizadas son suficientes en cantidad y calidad? ¿Cuenta con los recursos 
bibliográficos suficientes (especialmente filosóficos)? ¿La bibliografía utilizada resulta actualizada y pertinente para el 

problema que aborda? 

b) Sistema de referencias. ¿La contribución se apega a los lineamientos de APA 7? 

6. Evaluación: 
Sección reservada para el editor en jefe o director. 

Concepto Estado
Aprobado para publicación.
Publicación condicionada a correcciones de la persona autora (modifi-
caciones no fundamentales).
Requiere modificaciones importantes para ser publicable (modifica-
ciones estructurales o de fondo).
No publicable. 

7. Sugerencias de comentarios generales: 
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Revisar detalles en los URL de las referencias presentadas

8. Puntuación

De acuerdo a la evaluación realizada en las secciones 3, 4 y 5, favor de asignar un puntaje a 
cada rubro (de acuerdo al rango establecido)

Sección Rango Calificación
Planteamiento del problema 00 a 40 

puntos
Desarrollo 00 a 40 

puntos
Respaldo bibliográfico 00 a 20 

puntos
Total 00 a 100 

puntos

9. Datos de la persona dictaminadora: 

Nombre

Fecha








